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LEGISLATURA

H. CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA





CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE,

LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA


ORDEN DEL DÍA PARA EL DESARROLLO DE LA REUNIÓN  PREPARATORIA DEL SEGUNDO PERÍODO ORDINARIO DE SESIONES, CORRESPONDIENTE AL TERCER AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL DE LA QUINCUAGÉSIMA OCTAVA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO.  

1° DE SEPTIEMBRE DE 2011.

1.- LISTA DE ASISTENCIA DE LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE INTEGRAN LA QUINCUAGÉSIMA OCTAVA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO.

2.- ELECCIÓN DE LA MESA DIRECTIVA QUE ESTARÁ EN FUNCIONES DURANTE EL PRIMER MES DEL SEGUNDO PERÍODO ORDINARIO DE SESIONES, CORRESPONDIENTE AL TERCER AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL DE LA QUINCUAGÉSIMA OCTAVA LEGISLATURA.

3.- CLAUSURA DE LA REUNIÓN PREPARATORIA.
ORDEN DEL DÍA DE LA PRIMERA SESIÓN DEL SEGUNDO PERÍODO ORDINARIO DE SESIONES, CORRESPONDIENTE AL TERCER AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL DE LA QUINCUAGÉSIMA OCTAVA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO.

1 DE SEPTIEMBRE DE 2011.


1.- CONFIRMACIÓN DEL QUÓRUM LEGAL.


2.- LECTURA, DISCUSIÓN Y APROBACIÓN, EN SU CASO, DEL ORDEN DEL DÍA PROPUESTO PARA EL DESARROLLO DE ESTA SESIÓN.

3.- DECLARATORIA DE APERTURA DEL SEGUNDO PERÍODO ORDINARIO DE SESIONES, CORRESPONDIENTE AL TERCER AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL DE LA QUINCUAGÉSIMA OCTAVA LEGISLATURA Y MANDAMIENTO PARA QUE SE EXPIDA EL ACUERDO EN QUE SE DÉ CUENTA DE LO ANTERIOR.

4.- LECTURA DE LA MINUTA DE LA ÚLTIMA SESIÓN DEL PRIMER PERÍODO ORDINARIO, CORRESPONDIENTE AL TERCER AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL DE LA QUINCUAGÉSIMA OCTAVA LEGISLATURA.

5.- LECTURA DEL INFORME DE CORRESPONDENCIA Y DOCUMENTACIÓN RECIBIDA POR EL CONGRESO DEL ESTADO.
6.- INTERVENCIÓN DEL DIPUTADO JESÚS MARIO FLORES GARZA, PARA DAR LECTURA AL INFORME SOBRE LOS TRABAJOS DESARROLLADOS POR LA DIPUTACIÓN PERMANENTE, QUE ESTUVO EN FUNCIONES DURANTE EL TERCER AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL DE LA QUINCUAGÉSIMA OCTAVA LEGISLATURA.

7.- LECTURA DE INICIATIVAS DE REFORMA A LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO:
A.- SEGUNDA LECTURA DE UNA INICIATIVA DE DECRETO PLANTEADA POR EL EJECUTIVO DEL ESTADO, PARA LA REFORMA DE LOS ARTÍCULOS 82 Y 157 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, ASÍ COMO DE DIVERSOS ARTÍCULOS DE LA LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA; LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA; LEY ORGÁNICA DE LA FISCALÍA GENERAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA; LEY DE EJECUCIÓN DE SANCIONES PRIVATIVAS Y RESTRICTIVAS DE LA LIBERTAD DEL ESTADO DE COAHUILA Y EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, EN MATERIA DE EJECUCIÓN DE SANCIONES PENALES.  


8.- LECTURA DE INICIATIVAS DE DIPUTADAS Y DIPUTADOS:
A.- PRIMERA LECTURA DE UNA INICIATIVA DE DECRETO, EN MATERIA DE PROTECCIÓN DE MENORES DE EDAD EN GUARDERÍAS Y ESTANCIAS INFANTILES, QUE ADICIONA DOS PÁRRAFOS AL ARTÍCULO 17 DE LA LEY DE PROTECCIÓN CIVIL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PLANTEADA POR EL DIPUTADO FERNANDO D. DE LAS FUENTES HERNÁNDEZ, CONJUNTAMENTE CON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “JOSÉ MARÍA MORELOS Y PAVÓN”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.
B.- PRIMERA LECTURA DE UNA INICIATIVA DE REFORMA QUE CREA LA LEY DE FOMENTO A LAS ACTIVIDADES DE LAS ORGANIZACIONES DE LA SOCIEDAD CIVIL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PLANTEADA POR LA DIPUTADA ESTHER QUINTANA SALINAS, CONJUNTAMENTE CON LOS DIPUTADOS MARIO ALBERTO DÁVILA DELGADO, RODRIGO RIVAS URBINA, CARLOS ULISES ORTA CANALES Y JOSÉ MIGUEL BATARSE SILVA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “FELIPE CALDERÓN HINOJOSA”, DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL.

C.- PRIMERA LECTURA DE UNA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE MODIFICA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN EL ESTADO DE COAHUILA, PLANTEADA POR EL DIPUTADO FERNANDO D. DE LAS FUENTES HERNÁNDEZ, CONJUNTAMENTE CON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “JOSÉ MARÍA MORELOS Y PAVÓN”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.
D.- PRIMERA LECTURA DE UNA INICIATIVA DE REFORMA A LOS ARTÍCULOS 183, 184 Y 195 DE LA LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO DEL  ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PLANTEADA POR LA DIPUTADA ESTHER QUINTANA SALINAS, CONJUNTAMENTE CON LOS DIPUTADOS MARIO ALBERTO DÁVILA DELGADO, RODRIGO RIVAS URBINA, CARLOS ULISES ORTA CANALES Y JOSÉ MIGUEL BATARSE SILVA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “FELIPE CALDERÓN HINOJOSA”, DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL.

E.- SEGUNDA LECTURA DE UNA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO EN LA QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSOS ARTÍCULOS DE LA LEY DE PROFESIONES PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PLANTEADA POR EL DIPUTADO MARIO ALBERTO DÁVILA DELGADO, CONJUNTAMENTE CON LOS DEMÁS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “FELIPE CALDERÓN HINOJOSA”, DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL.

F.- SEGUNDA LECTURA DE UNA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR LA QUE SE ADICIONA LA FRACCIÓN V AL ARTÍCULO 13; SE MODIFICA LA FRACCIÓN I DEL ARTÍCULO 18 Y SE MODIFICA TAMBIÉN LA FRACCIÓN XVII DEL ARTÍCULO 111, TODOS DE LA LEY DE DESARROLLO CULTURAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE  ZARAGOZA, PLANTEADA POR EL DIPUTADO CARLOS ULISES ORTA CANALES, CONJUNTAMENTE CON LOS DEMÁS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “FELIPE CALDERÓN HINOJOSA”, DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL.

G.- SEGUNDA LECTURA DE UNA INICIATIVA DE REFORMA AL ARTÍCULO 142  DE LA LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA,
PLANTEADA POR LA DIPUTADA ESTHER QUINTANA SALINAS, CONJUNTAMENTE CON LOS DEMÁS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “FELIPE CALDERÓN HINOJOSA”, DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL.

H.- SEGUNDA LECTURA DE UNA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO PARA ADICIONAR EL ARTÍCULO 278 BIS AL CÓDIGO PENAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA Y REFORMAR EL ARTÍCULO 381 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES DEL ESTADO DE COAHUILA, PLANTEADA POR EL DIPUTADO MARIO ALBERTO DÁVILA DELGADO, CONJUNTAMENTE CON LOS DEMÁS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “FELIPE CALDERÓN HINOJOSA”, DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL.

I.- SEGUNDA LECTURA DE UNA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO PARA REFORMAR DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE PROCURACIÓN DE JUSTICIA PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, CÓDIGO PENAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA Y CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES  DE COAHUILA, PLANTEADA POR EL DIPUTADO CARLOS ULISES ORTA CANALES, CONJUNTAMENTE CON LOS DEMÁS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “FELIPE CALDERÓN HINOJOSA”, DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL.

J.- SEGUNDA LECTURA DE UNA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE CREA LA LEY PARA EL CONTROL DE VIDEO CÁMARAS URBANAS PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PLANTEADA POR EL DIPUTADO CARLOS ULISES ORTA CANALES, CONJUNTAMENTE CON LOS DEMÁS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “FELIPE CALDERÓN HINOJOSA”, DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL.

K.- SEGUNDA LECTURA DE UNA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE CREA LA LEY DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PLANTEADA POR EL DIPUTADO CARLOS ULISES ORTA CANALES, CONJUNTAMENTE CON LOS DEMÁS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “FELIPE CALDERÓN HINOJOSA”, DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL.

9.- LECTURA, DISCUSIÓN, Y, EN SU CASO, APROBACIÓN DE DICTÁMENES EN CARTERA:

A.- DICTAMEN PRESENTADO POR LAS COMISIONES UNIDAS DE CULTURA Y ACTIVIDADES CÍVICAS Y DE EQUIDAD Y GÉNERO, CON RELACIÓN A UNA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO, PLANTEADA POR EL DIPUTADO LOTH TIPA MOTA, CONJUNTAMENTE CON LOS DEMÁS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “LIC. FELIPE CALDERÓN HINOJOSA”, DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL, SOBRE “LA ROTONDA DE COAHUILENSES DISTINGUIDOS”.

10.- PROPOSICIONES DE GRUPOS PARLAMENTARIOS Y DIPUTADOS:

A.- INTERVENCIÓN DEL DIPUTADO JAIME RUSSEK FERNÁNDEZ, PARA PLANTEAR UNA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTA CONJUNTAMENTE CON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “JOSÉ MARÍA MORELOS Y PAVÓN”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, “POR EL QUE SE SOLICITA AL TITULAR DE LA SECRETARÍA DE TURISMO SE EJECUTEN LAS ACCIONES NECESARIAS PARA PROMOVER E IMPULSAR EL DESARROLLO DEL TURISMO EN NUESTRO PAÍS”.

DE URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN

B.- INTERVENCIÓN DEL DIPUTADO MARIO ALBERTO DÁVILA DELGADO, PARA DAR LECTURA A UNA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTA CONJUNTAMENTE CON LOS DIPUTADOS JOSÉ MIGUEL BATARSE SILVA, ESTHER QUINTANA SALINAS, RODRIGO RIVAS URBINA Y CARLOS ULISES ORTA CANALES, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “FELIPE CALDERÓN HINOJOSA”, DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL, “EN RELACIÓN AL INCUMPLIMIENTO RELACIONADOS CON LA FALTA DE PAGO DE LAS APORTACIONES POR PARTE DEL ESTADO DE COAHUILA A LOS MUNICIPIOS DE ACUÑA, MONCLOVA Y TORREÓN EN RELACIÓN AL SUBSIDIO PARA LA SEGURIDAD PÚBLICA DE LOS MUNICIPIOS Y DE LAS DEMARCACIONES TERRITORIALES DEL DISTRITO FEDERAL (SUBSEMUN), PARA EL EQUIPAMIENTO DE LAS CORPORACIONES DE SEGURIDAD PÚBLICA EN LOS MUNICIPIOS”. 

DE URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN

C.- INTERVENCIÓN DEL DIPUTADO JESÚS CONTRERAS PACHECO, DEL PARTIDO PRIMERO COAHUILA, PARA PLANTEAR UNA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTA SOBRE “RESPETUOSA PETICIÓN AL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA PARA QUE CONVOQUE DE INMEDIATO A LOS GOBERNADORES DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS PARA QUE JUNTOS, UNIDOS Y CON EL CONSENSO DE TODOS, SE ESTABLEZCA UN PROGRAMA DE SEGURIDAD, PROCURACIÓN DE JUSTICIA Y PREVENCIÓN DEL DELITO, A CORTO, MEDIANO Y LARGO PLAZO”.

DE URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN

D.- INTERVENCIÓN DE LA DIPUTADA VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA, PARA PLANTEAR UNA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTA CONJUNTAMENTE CON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “JOSÉ MARÍA MORELOS Y PAVÓN”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, “POR EL QUE SE SOLICITA AL EJECUTIVO FEDERAL LA INSTALACIÓN DE UN DESTACAMENTO PERMANENTE DE LA POLICÍA FEDERAL EN LA CIUDAD DE TORREÓN”.
DE URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN

E.- INTERVENCIÓN DEL DIPUTADO JOSÉ MANUEL VILLEGAS GONZÁLEZ, PARA PLANTEAR UNA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTA CONJUNTAMENTE CON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “JOSÉ MARÍA MORELOS Y PAVÓN”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, “POR EL QUE SE SOLICITA AL DELEGADO DE LA SECRETARÍA DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES SE SUPERVISE EFICIENTEMENTE LA REALIZACIÓN DE OBRAS DE CONSERVACIÓN Y MANTENIMIENTO DE CARRETERAS QUE NO SON NECESARIAS POR ENCONTRARSE EN BUEN ESTADO”.

DE URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN

F.- INTERVENCIÓN DEL DIPUTADO SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ, PARA PLANTEAR UNA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTA CONJUNTAMENTE CON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “JOSÉ MARÍA MORELOS Y PAVÓN”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, “POR EL QUE SE SOLICITA AL GOBIERNO FEDERAL Y A LAS INSTITUCIONES CORRESPONDIENTES EN MATERIA DE SALUD A REALIZAR UNA CAMPAÑA PERMANENTE EN LO QUE RESPECTA A LA DONACIÓN DE ÓRGANOS Y TEJIDOS, EN UN MARCO SEGURO, TRANSPARENTE Y APEGADO A LA LEGALIDAD”.
DE URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN

11.- AGENDA POLÍTICA:

A.- INTERVENCIÓN DE LA DIPUTADA VERÓNICA BOREQUE MARTÍNEZ GONZÁLEZ, PARA DAR LECTURA A UN PRONUNCIAMIENTO QUE PRESENTA CONJUNTAMENTE CON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS DEL GRUPO PARLAMENTARIO “JOSÉ MARÍA MORELOS Y PAVÓN”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, “CON MOTIVO DEL NACIMIENTO DE DOÑA JOSEFA ORTÍZ DE DOMÍNGUEZ, UN 5 DE SEPTIEMBRE DE 1773”.

B.- INTERVENCIÓN DEL DIPUTADO MARIO ALBERTO DÁVILA DELGADO, PARA DAR LECTURA A UN PRONUNCIAMIENTO QUE PRESENTA CONJUNTAMENTE CON LOS DIPUTADOS ESTHER QUINTANA SALINAS, CARLOS ULISES ORTA CANALES, RODRIGO RIVAS URBINA Y JOSÉ MIGUEL BATARSE SILVA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “FELIPE CALDERÓN HINOJOSA”, DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL, “EN RELACIÓN A LOS DESVÍOS DE RECURSOS PÚBLICOS EN EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA”.

C.- INTERVENCIÓN DEL DIPUTADO ENRIQUE MARTÍNEZ Y MORALES, PARA DAR LECTURA A UN PRONUNCIAMIENTO QUE PRESENTA CONJUNTAMENTE CON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS DEL GRUPO PARLAMENTARIO “JOSÉ MARÍA MORELOS Y PAVÓN”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, “CON RESPECTO A LA SOBERANÍA ALIMENTARIA QUE SE ESTÁ PERDIENDO EN MÉXICO”.

D.- INTERVENCIÓN DEL DIPUTADO RODRIGO RIVAS URBINA, PARA DAR LECTURA A UN PRONUNCIAMIENTO QUE PRESENTA CONJUNTAMENTE CON LOS DIPUTADOS ESTHER QUINTANA SALINAS, CARLOS ULISES ORTA CANALES, MARIO ALBERTO DÁVILA DELGADO Y JOSÉ MIGUEL BATARSE SILVA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “FELIPE CALDERÓN HINOJOSA”, DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL, “EN RELACIÓN AL CINISMO CON EL QUE ACTÚA HUMBERTO MOREIRA”.

12.- CLAUSURA DE LA SESIÓN Y CITATORIO PARA LA PRÓXIMA SESIÓN.

MINUTA DE LA DÉCIMA SEXTA SESIÓN DEL PRIMER PERÍODO ORDINARIO DE SESIONES, CORRESPONDIENTE AL TERCER AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL DE LA QUINCUAGÉSIMA OCTAVA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO.

EN LA CIUDAD DE SALTILLO, COAHUILA, EN EL SALÓN DE SESIONES DEL CONGRESO DEL ESTADO, SIENDO LAS 11:02 HORAS, DEL DÍA 14 DE ABRIL DEL AÑO 2011, Y ESTANDO PRESENTES 22 DE 31 DIPUTADAS Y DIPUTADOS, DIO INICIO LA SESIÓN, CON LA ACLARACIÓN DE LA PRESIDENCIA EN EL SENTIDO, DE INFORMAR QUE LOS DIPUTADOS RAMIRO FLORES MORALES Y CARLOS ULISES ORTA CANALES NO ASISTIRÍAN A LA SESIÓN, EN VIRTUD DE QUE  SE ENCONTRABAN PARTICIPANDO EN LA VIGÉSIMA TERCERA REUNIÓN DE LA CONFERENCIA LEGISLATIVA FRONTERIZA, ASÍ COMO LA DIPUTADA VERÓNICA BOREQUE MARTÍNEZ GONZÁLEZ Y EL DIPUTADO SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ, QUIENES DIERON AVISO QUE NO ASISTIRÍAN A LA SESIÓN POR CAUSA DE FUERZA MAYOR.

1.- SE DIO LECTURA, AL ORDEN DEL DÍA APROBÁNDOSE POR UNANIMIDAD.

2.- SE DIO LECTURA A LA MINUTA DE LA SESIÓN ANTERIOR, APROBÁNDOSE POR UNANIMIDAD.

3.- SE DIO LECTURA AL INFORME DE CORRESPONDENCIA Y DOCUMENTACIÓN RECIBIDA POR EL CONGRESO DEL ESTADO.

4.- SE DIO LECTURA AL INFORME SOBRE EL TRAMITE REALIZADO RESPECTO A LAS PROPOSICIONES CON PUNTOS DE ACUERDO QUE SE PRESENTARON EN LA SESIÓN ANTERIOR.

5.- EL LICENCIADO MIGUEL ARIZPE JIMÉNEZ, PRESIDENTE DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, RINDIÓ SU INFORME ANUAL DE ACTIVIDADES DE DICHO ÓRGANO. AL TÉRMINO DE SU INTERVENCIÓN ENTREGÓ A LA PRESIDENCIA DE LA MESA DIRECTIVA EL INFORME POR ESCRITO.

6.- SE LLEVÓ A CABO LA ELECCIÓN DE LA DIPUTACIÓN PERMANENTE QUE ESTARÁ EN FUNCIONES DURANTE EL PERÍODO DE RECESO, DEL TERCER AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL DE LA QUINCUAGÉSIMA OCTAVA LEGISLATURA, APROBÁNDOSE POR MAYORÍA DE VOTOS LA SIGUIENTE INTEGRACIÓN:

Presidente
Diputado Jesús Mario Flores Garza, 

Suplente
Diputado Fernando De las Fuentes Hernández: 

Vicepresidenta
Diputada  Verónica Boreque Martínez González,

Suplente
Diputado  José Isabel Sepúlveda Elías, 

Secretario
Diputado  Rogelio Ramos Sánchez: 

Suplente
Diputado  José Antonio Campos Ontiveros. 

Secretaria
Diputada Esther Quintana Salinas, 

Suplente
Diputado   Mario Alberto Dávila Delgado, 

Vocal
Diputado  Francisco Tobías Hernández, 

Suplente
Diputado Ignacio Segura Teniente, 

Vocal

Diputada Hilda Esthela Flores Escalera, 

Suplente
Diputado Ramiro Flores Morales, 

Vocal
Diputado Enrique Martínez y Morales, 

Suplente
Diputada Cristina Amezcua González. 

Vocal
Diputado Rodrigo Rivas Urbina, 

Suplente
Diputado José Miguel Batarse Silva, 

Vocal
Diputado Carlos Ulises Orta Canales, 

Suplente
Diputado  Loth Tipa Mota Natharen, 

Vocal
Diputada Cecilia Yanet Babún Moreno, 

Suplente
Diputada Osvelia Urueta Hernández, 

Vocal
Diputado  Jesús Contreras Pacheco, 

Suplente
Diputada Jessica Luz Agüero Martínez.

7.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS EL ACUERDO PARA AUTORIZAR QUE LA DIPUTACIÓN PERMANENTE TRAMITE Y RESUELVA LOS ASUNTOS PENDIENTES Y LOS QUE SE PRESENTEN DURANTE SU FUNCIONAMIENTO, CON EXCEPCIÓN DE LOS QUE REQUIERAN ESTRICTAMENTE LA INTERVENCIÓN DIRECTA DEL CONGRESO Y DE LOS CORRESPONDIENTES A INICIATIVAS PARA LA EXPEDICIÓN O REFORMA DE LEYES.  

8.- SE LLEVO A CABO LA CLAUSURA DEL PRIMER PERÍODO ORDINARIO DE SESIONES, CORRESPONDIENTE AL TERCER AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL, DE LA QUINCUAGÉSIMA OCTAVA LEGISLATURA Y MANDAMIENTO PARA LA EXPEDICIÓN DEL ACUERDO EN QUE SE DÉ CUENTA DE  LO ANTERIOR Y SE DISPONGA INFORMAR  A LOS PODERES EJECUTIVO Y JUDICIAL DEL ESTADO, SOBRE LA CLAUSURA DE ESTE PERÍODO ORDINARIO DE SESIONES. 

9.- SE LLEVO A CABO LA DECLARATORIA DE INSTALACIÓN DE LA DIPUTACIÓN PERMANENTE Y CITATORIO PARA SESIONAR A LAS 11:00 HORAS, DEL DÍA MARTES 3 DE MAYO DE 2011.
EN BREVE TIEMPO SE INCORPORARON A LA SESIÓN LOS DIPUTADOS QUE NO PASARON LISTA AL INICIO DE LA SESIÓN, ASISTIENDO FINALMENTE 27 DE 31 DIPUTADAS Y DIPUTADOS.

NO HABIENDO OTRO ASUNTO QUE TRATAR, LA PRESIDENCIA DIO POR TERMINADA LA SESIÓN SIENDO LAS 12:30 HORAS, DEL MISMO DÍA.
SALTILLO, COAHUILA A 14 DE ABRIL DE 2011

DIP. ROGELIO RAMOS SÁNCHEZ.

PRESIDENTE.

	DIP. CRISTINA AMEZCUA GONZÁLEZ
	DIP. CECILIA YANET BABÚM MORENO

	SECRETARIA
	SECRETARIA


INFORME DE CORRESPONDENCIA Y DOCUMENTACIÓN

RECIBIDA POR EL CONGRESO DEL ESTADO

1° DE SEPTIEMBRE DE 2011

1.- OFICIO DEL PRESIDENTE MUNICIPAL DE CANDELA, COAHUILA, MEDIANTE EL CUAL SE SOLICITA LA DESINCORPORACIÓN DE UN INMUEBLE CON UNA SUPERFICIE DE 6,696.11 M2, UBICADO EN LA ZONA CENTRO DE ESA CIUDAD, CON EL FIN DE ENAJENARLO A TÍTULO GRATUITO A FAVOR DE SUS ACTUALES POSEEDORES.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE FINANZAS

2.- OFICIO DE LA SECRETARIA DEL AYUNTAMIENTO DE MONCLOVA, COAHUILA, MEDIANTE EL CUAL SE SOLICITA LA VALIDACIÓN DEL ACUERDO APROBADO POR EL AYUNTAMIENTO DE DICHO MUNICIPIO PARA ENAJENAR A TÍTULO GRATUITO, UN INMUEBLE CON UNA SUPERFICIE DE 40,815.79 M2, QUE CONFORMA EL ASENTAMIENTO HUMANO IRREGULAR CONOCIDO COMO “FRANCISCO VILLA” EN ESA CIUDAD, A FAVOR DE SUS ACTUALES POSEEDORES, EN VIRTUD DE QUE LA AUTORIZACIÓN DE DICHA OPERACIÓN, QUEDÓ SIN EFECTO AL TÉRMINO DE LA PASADA ADMINISTRACIÓN.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE FINANZAS

3.- OFICIO DEL PRESIDENTE MUNICIPAL DE MONCLOVA, COAHUILA, MEDIANTE EL CUAL SE SOLICITA LA DESINCORPORACIÓN DE 7 LOTES DE TERRENO CON UNA SUPERFICIE TOTAL DE 9,139.52 M2,  UBICADOS EN LA CABECERA DE ESA CIUDAD, CON EL FIN DE ANAJENARLOS A TÍTULO GRATUITO A FAVOR DEL SISTEMA MUNICIPAL DE AGUA Y SANEAMIENTO DE MONCLOVA, COAHUILA.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE FINANZAS

4.- INFORME DE AVANCE DE GESTIÓN FINANCIERA DEL CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, CORRESPONDIENTE AL PRIMER SEMESTRE DE 2011.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE HACIENDA Y CUENTA PÚBLICA

5.- INFORME DE AVANCE DE GESTIÓN FINANCIERA DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE COAHUILA, CORRESPONDIENTE AL PRIMER SEMESTRE DE 2011.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE HACIENDA Y CUENTA PÚBLICA

6.- INFORME DE AVANCE DE GESTIÓN FINANCIERA DEL PODER EJECUTIVO DEL ESTADO, CORRESPONDIENTE AL PRIMER SEMESTRE DE 2011.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE HACIENDA Y CUENTA PÚBLICA

7.- INFORMES DE AVANCE DE GESTIÓN FINANCIERA, CORRESPONDIENTES AL PRIMER SEMESTRE DE 2011, DE LOS SIGUIENTES MUNICIPIOS:

- ZARAGOZA, COAHUILA.

- SIERRA MOJADA, COAHUILA.

- FRANCISCO I. MADERO, COAHUILA.

- PIEDRAS NEGRAS, COAHUILA.

- SAN BUENAVENTURA, COAHUILA.

- CASTAÑOS, COAHUILA.

- HIDALGO, COAHUILA.

- ALLENDE, COAHUILA.

- SACRAMENTO, COAHUILA.

- MORELOS, COAHUILA.

- PROGRESO, COAHUILA.

- JUÁREZ, COAHUILA.

- NAVA, COAHUILA.

- ABASOLO, COAHUILA.

- ACUÑA, COAHUILA.

- NADADORES, COAHUILA.

- VILLA UNIÓN, COAHUILA.

- OCAMPO, COHAUILA.

- MONCLOVA, COAHUILA.

- SABINAS, COAHUILA.

- JIMÉNEZ, COAHUILA.

- GUERRERO, COAHUILA.

- CUATRO CIÉNEGAS, COAHUILA.

- FRONTERA, COAHUILA.

- MÚZQUIZ, COAHUILA.

- ARTEAGA, COAHUILA.

- MATAMOROS, COAHUILA.

- GENERAL CEPEDA, COAHUILA.

- LA MADRID, COAHUILA.

- PARRAS, COAHUILA.

- SAN PEDRO, COAHUILA.

- SAN JUAN DE SABINAS, COAHUILA.

- VIESCA, COAHUILA.

- RAMOS ARIZPE, COAHUILA.

- CANDELA, COAHUILA.

- SALTILLO, COAHUILA.

- TORREÓN, COAHUILA.

TÚRNENSE A LA COMISIÓN DE HACIENDA Y CUENTA PÚBLICA

8.- INFORMES DE AVANCE DE GESTIÓN FINANCIERA CORRESPONDIENTES AL PRIMER SEMESTRE DE 2011, DE LAS SIGUIENTES ENTIDADES:

- COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS DEL ESTADO DE COAHUILA.

- CONSEJO ESTATAL DE CIENCIA Y TECNOLOGÍA.

- FONDO MIXTO DE FOMENTO A LA INVESTIGACIÓN CIENTÍFICA Y TECNOLÓGICA CONACYT-GOBIERNO DEL ESTADO DE COAHUILA.

- INSTITUTO TECNOLÓGICO DE ESTUDIOS SUPERIORES DE LA REGIÓN CARBONÍFERA.

- UNIVERSIDAD TECNOLÓGICA DEL NORTE DE COAHUILA.

- SISTEMA INTERMUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE TORREÓN- MATAMOROS, COAHUILA.

- SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE TORREÓN, COAHUILA.

- SISTEMA INTERMUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE MONCLOVA- FRONTERA, COAHUILA.

- SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE MATAMOROS, COAHUILA.

- SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE ARTEAGA, COAHUILA.

- UNIVERSIDAD TECNOLÓGICO DE TORREÓN.

- SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE PIEDRAS NEGRAS, COAHUILA.

- INSTITUTO TECNOLÓGICO SUPERIOR DE SAN PEDRO, COAHUILA.

- PROGRAMA NACIONAL DE BECAS Y FINANCIAMIENTO PARA LA EDUCACIÓN SUPERIOR.

- PROMOTORA PARA EL DESARROLLO MINERO DE COAHUILA.

- INSTITUTO ESTATAL DE EDUCACIÓN PARA ADULTOS.

- SERVICIOS ESTATALES AEROPORTUARIOS.

- COLEGIO DE BACHILLERES DE COAHUILA.

- INSTITUTO DE CAPACITACIÓN PARA EL TRABAJO DEL ESTADO DE COAHUILA.

- SERVICIO DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO DEL SISTEMA MORELOS, COAHUILA.

- INSTITUTO TECNOLÓGICO SUPERIOR DE MONCLOVA, COAHUILA.

- INSTITUTO COAHUILENSE DE LA JUVENTUD.

- FIDEICOMISO DEL FONDO PARA LA SEGURIDAD PÚBLICA DE LA REGIÓN LAGUNA, COAHUILA.

- VOLUNTARIADO COAHUILA.

- SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE CASTAÑOS, COAHUILA.

- SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE SAN PEDRO, COAHUILA.

- INSTITUTO TECNOLÓGICO SUPERIOR DE CIUDAD ACUÑA.

- SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE ALLENDE, COAHUILA.

- SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE PARRAS, COAHUILA.

- SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE ACUÑA, COAHUILA.

- SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE SABINAS, COAHUILA.

- INSTITUTO COAHUILENSE DE LAS MUJERES.

- INSTITUTO COAHUILENSE DE LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES.

- SISTEMA INTERMUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE MÚZQUIZ, SAN JUAN DE SABINAS Y SABINAS, COAHUILA.

- INSTITUTO ESTATAL DEL EMPLEO.

- DIRECCIÓN DE PENSIONES Y OTROS BENEFICIOS SOCIALES PARA LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL MUNICIPIO DE SALTILLO.

- DIRECCIÓN DE PENSIONES DE LOS TRABAJADORES DE LA EDUCACIÓN.

- COLEGIO DE ESTUDIOS CIENTÍFICOS Y TECNOLÓGICOS DEL ESTADOD E COAHUILA.

- FIDEICOMISO DE DISTRIBUCIÓN DE FONDOS PARA LA SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO DE COAHUILA.

- FIDEICOMISO DE LA VIVIENDA MAGISTERIAL DEL ESTADO DE COAHUILA.

- INSTITUTO DE PENSIONES PARA LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO. 

- SISTEMA PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA DE FRANCISCO I. MADERO, COAHUILA.

- INSTITUTO COAHUILENSE DE LA INFRAESTRUCTURA FÍSICA EDUCATIVA.

- COLEGIO DE EDUCACIÓN PROFESIONAL TÉCNICA DEL ESTADO DE COAHUILA.

- INSTITUTO DE CAPACITACIÓN PARA EL TRABAJO DEL ESTADO DE COAHUILA.

- INSTITUTO COAHUILENSE DEL CATASTRO Y LA INFORMACIÓN TERRITORIAL.

- SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE SAN BUENAVENTURA, COAHUILA.

- SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE SALTILLO, COAHUILA.

- SERVICIOS DE SALUD DE COAHUILA.

- SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE FRANCISCO I. MADERO, COAHUILA.

- SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE CUATRO CIÉNEGAS, COAHUILA.

- AGUAS DE SALTILLO.

- FIDEICOMISO PÚBLICO PARA PROGRAMAS DE APOYO A FINANCIAMIENTOS PARA LAS MICROEMPRESAS.

- INSTITUTO MUNICIPAL DE CULTURA DE SALTILLO.

- COMISIÓN ESTATAL PARA LA REGULARIZACIÓN DE LA TENENCIA DE LA TIERRA URBANA Y RÚSTICA EN COAHUILA.

- SERVICIO MÉDICO DE LOS TRABAJADORES DE LA EDUCACIÓN.

- INSTITUTO ESTATAL DE LA VIVIENDA POPULAR.

- INSTITUTO ELECTORAL Y DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA DE COAHUILA.

- SEGURO DE LOS TRABAJADORES DE LA EDUCACIÓN.

- PROMOTORA INMOBILIARIA PARA EL DESARROLLO ECONÓMICO DE COAHUILA.

- FIDEICOMISO PUENTE INTERNACIONAL PIEDRAS NEGRAS II.

- PROMOTORA PARA EL DESARROLLO RURAL DE COAHUILA.

- INSTITUTO TECNOLÓGICO SUPERIOR DE MÚZQUIZ, COAHUILA.

- SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE GENERAL CEPEDA, COAHUILA.

- INSTITUTO ESTATAL DEL DEPORTE DE COAHUILA.

- FOMENTO DE PROGRAMAS Y APOYOS PARA EL DESARROLLO DE LA MICRO Y PEQUEÑA EMPRESA DE SALTILLO, COAHUILA.

- SISTEMA PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA DE SAN PEDRO, COAHUILA.

- UNIVERSIDAD TECNOLÓGICA DE LA REGIÓN CENTRO DE COAHUILA.

- INSTITUTO COAHUILENSE DE CULTURA.

- SISTEMA PARA EL DESARROLLO  INTEGRAL DE LA FAMILIA DE VIESCA, COAHUILA.

- COMISIÓN ESTATAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE COAHUILA.

- FONDO DE LA VIVIENDA DE LOS TRABAJADORES DE LA EDUCACIÓN.

- SISTEMA PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA DEL ESTADO DE COAHUILA.

- UNIVERSIDAD TECNOLÓGICA DE COAHUILA.

- COMISIÓN COAHUILENSE DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE MÉDICO.

- FIDEICOMISO DEL PROGRAMA PERMANENTE DE AHORRO Y MICROCRÉDITO DEL MUNICIPIO DE TORREÓN, COAHUILA.

- PARQUE ECOLÓGICO FUNDADORES DEL MUNICIPIO DE TORREÓN, COAHUILA.

- SISTEMA MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DEL MUNICIPIO DE TORREÓN, COAHUILA.

- SISTEMA PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA DEL MUNICIPIO DE TORREÓN, COAHUILA.

- CONSEJO PROMOTOR PARA EL DESARROLLO DE LAS RESERVAS TERRITORIALES DEL MUNICIPIO DE TORREÓN, COAHUILA.

- DIRECCIÓN DE PENSIONES Y BENEFICIOS SOCIALES PARA LOS TRABAJADORES DEL MUNICIPIO DE TORREÓN, COAHUILA.

- SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA DE COAHUILA.

TÚRNENSE A LA COMISIÓN DE HACIENDA Y CUENTA PÚBLICA

8.- DECLARATORIA DEL AVANCE DE GESTIÓN FINANCIERA DEL SISTEMA INTERMUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO DE MONCLOVA-FRONTERA, CORRESPONDIENTE AL PRIMER SEMESTRE DEL 2011.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE HACIENDA Y CUENTA PÚBLICA

9.- OFICIO DEL PRESIDENTE DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE COAHUILA, MEDIANTE EL CUAL SE INFORMA QUE HABIENDOSE RESUELTO LOS MEDIOS DE IMPUGNACIÓN RELACIONADOS CON LOS RESULTADOS DE LA ELECCIÓN ORDINARIA CELEBRADA EL AÑO EN CURSO Y HABIENDO QUEDADO FIRMES E INATACABLES LAS CONSTANCIAS DE MAYORÍA O DE ASIGNACIÓN RESPECTIVAS Y LAS DECLARATORIAS DE VALIDEZ CORRESPONDIENTES, EL PLENO DEL PROPIO TRIBUNAL ELECTORAL, DECLARÓ FORMALMENTE LA CONCLUSIÓN DEL PROCESO ELECTORAL ORDINARIO 2010-2011, PARA LA ELECCIÓN DE GOBERNADOR DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA Y DE DIPUTADOS DE MAYORÍA RELATIVA Y DE REPRESENTACIÓN PROPORCIONAL DEL CONGRESO LOCAL.

DE ENTERADO

INFORME DE LOS TRABAJOS DESARROLLADOS POR LA DIPUTACIÓN PERMANENTE, DURANTE EL TERCER AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL DE LA QUINCUAGÉSIMA OCTAVA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO.

Conforme a lo que se dispone en el Artículo 153 de la Ley Orgánica del Congreso, se informa sobre los trabajos desarrollados por la Diputación Permanente que estuvo en funciones durante el Tercer Año de Ejercicio Constitucional de la Quincuagésima Octava Legislatura. 

En este período, que comprendió del 1° de mayo al 31 de agosto de 2011, la Diputación Permanente celebró 17 Sesiones para el desarrollo de  sus trabajos.

En dichas sesiones, se resolvió sobre la aprobación y expedición de 24 decretos, de los cuales 3 corresponden a propuestas planteadas por el Ejecutivo de Estado, 20 a solicitudes presentadas por los Ayuntamientos de diversos municipios y 1 a una solicitud del Consejo de Instituto Coahuilense de Acceso a la  Información Pública. 

Los 24 decretos expedidos en dicho período, se relacionan en el documento que se acompaña como Anexo I, con la mención del número que les corresponde, del asunto a que están referidos y de lo que se resolvió conforme a los mismos.

Para cumplir con el trámite de aprobación de los decretos mencionados se presentaron igual número de dictámenes, cuya formulación se hizo en la siguiente forma: Comisión de Finanzas 23 y Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales 1, los cuales se relacionan en el Anexo II de este informe.

También, en este mismo Periodo se trato un Acuerdo presentado por la Comisión de Fomento Económico, sobre la procedencia de que el Congreso del Estado apruebe una Proposición con Punto de Acuerdo con relación a Cambios en el Programa de Apoyo a la Industria Molinera de Nixtamal (PROMASA), presentada por el Diputado Francisco Tobias Hernández, conjuntamente con las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “José María Morelos y Pavón”, del Partido Revolucionario Institucional. 

Por otra parte, se informa que durante el mismo período, se plantearon 92 Proposiciones con Punto de Acuerdo, con relación a temas considerados de la competencia del Congreso y a otros de importancia o actualidad en el ámbito nacional, estatal y municipal.

Su presentación se hizo por integrantes de la Diputación Permanente o por Diputados que no formaban parte de la misma, en forma individual o conjuntamente con legisladores de su grupo parlamentario.   

La totalidad de las Proposiciones con Puntos de Acuerdo presentadas en el período sobre el que se informa, se relacionan en el Anexo III, con la mención de sus autores y el asunto a que están referidas.

Respecto a lo acordado para el trámite de dichas proposiciones, se informa que 65 fueron tratadas como de urgente u obvia resolución y 27 de no urgente u obvia resolución, mismas que fueron turnadas a Comisiones, para que se emitiera dictamen o informe sobre ellas. 

Así mismo, de las 65 proposiciones tratadas como de urgente y obvia resolución, la Diputación Permanente acordó que 41 de ellas fueran turnadas a Comisiones al determinar que no eran de urgente u obvia resolución y 3 de las mismas fueron retiradas por los ponentes. 

Conforme a lo planteado en dichas proposiciones se aprobaron 21 puntos de acuerdo, los cuales se relacionan en el Anexo IV de este informe, con el señalamiento de la proposición a que están referidos y del trámite realizado para comunicarlos a las instancias cuya intervención se solicitó para la atención de los asuntos tratados en los mismos.   

Respecto a las 68 proposiciones con Puntos de Acuerdo turnadas a Comisiones, se señala que en el Anexo V se consigna la relación de las mismas, con la mención de sus autores, del asunto a que están referidas, y de las Comisiones a las que se encomendó su atención.

En otro orden, se consigna que en el período se expusieron 35 pronunciamientos, los cuales se relacionan en el Anexo VI, con la mención de quienes los presentaron y de los temas a  que están referidos.

Atendiendo a lo dispuesto para turnar la correspondencia y documentación recibida por el Congreso, en este período de receso se hicieron 47 remisiones a las Comisiones del Congreso, las cuales corresponden, principalmente, a iniciativas y solicitudes formuladas por el Ejecutivo del Estado, los Ayuntamientos Municipales y otras instancias gubernamentales; y a planteamientos de diversas organizaciones y ciudadanos, remisiones que se relacionan en el documento que se acompaña como Anexo VII de este Informe.
Pasando a otro apartado, se señala que durante el Periodo a que se refiere este informe, fueron presentadas 3 Propuestas de la Junta de Gobierno, para la celebración de tres períodos extraordinarios de sesiones de la Quincuagésima Octava Legislatura.

Conforme a ello, los días 4 de mayo, 6 y 18 de agosto del año en curso, se celebraron respectivamente el Primero, Segundo y Tercer Períodos Extraordinarios de Sesiones, correspondientes al Tercer Año de Ejercicio Constitucional de la Quincuagésima Octava Legislatura,  

Sobre los asuntos tratados en los mencionados períodos extraordinarios de sesiones, se señala que se expidieron 14 Decretos mismos que se incluyen en la relación contenida en el Anexo I de este Informe; así como, que también se formularon igual número de dictámenes correspondientes a estos decretos y cuya formulación se hizo en la siguiente forma: Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales 5, Comisiones unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Finanzas 1, Comisiones unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Justicia 6 y Comisión de Finanzas 2, los cuales se relacionan en el Anexo II de este Informe, con la mención del asunto a que están referidos.

Asimismo, se dio primera lectura a una Iniciativa de Decreto para la Reforma de los Artículos 82 y 157 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Ejecutivo del Estado, en Materia de Ejecución de Sanciones Penales.  

Finalmente, se hace referencia a la atención que se dio a varios Grupos de Ciudadanos de los Municipios del Estado, los cuales acudieron a este Congreso para plantear y solicitar que se les apoyara en asuntos de su interés. 
En los términos expuestos, se da cuenta al Pleno del Congreso sobre los trabajos desarrollados por la Diputación Permanente, correspondiente al Tercer año de Ejercicio Constitucional de la Quincuagésima Octava Legislatura del Congreso del Estado.
SALTILLO, COAHUILA, A  31 DE AGOSTO DEL AÑO 2011.

EL PRESIDENTE DE LA DIPUTACION PERMANENTE.

DIP. JESUS MARIO FLORES GARZA
Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado: 
Saltillo, Coahuila, a 17 de junio de 2011

HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PALACIO DEL CONGRESO.

La judicialización de la pena es un concepto por el que abogan las nuevas tendencias internacionales, orientadas a que el tratamiento penitenciario se convierta en un auténtico instrumento de reinserción social que elimine, en la medida de lo posible, la intervención política en la modificación de las penas por una parte y, por otra, que abra un control jurisdiccional en favor del sentenciado, donde éste tenga la oportunidad de hacer valer sus garantías y derechos.

En este sentido, la reforma a la Constitución Política del Estado, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio del año 2008, no solo suprimió la tradicional facultad del Ejecutivo de conmutar las penas impuestas en sentencia ejecutoriada, sino que además, dejó en claro que no solo la imposición sino también la duración y modificación de las sanciones penales, por su naturaleza, son facultad propia y exclusiva de la autoridad judicial.

Así pues, con motivo de la reforma constitucional relativa a las sanciones penales, se presenta ante esta H. Legislatura la siguiente iniciativa para reformar diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza, la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza, el Código de Procedimientos Penales y la Ley de Ejecución de Sanciones Privativas y Restrictivas de la Libertad para el Estado de Coahuila, a fin de adecuar nuestra legislación local al nuevo esquema de justicia penal, al tenor de la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El 18 de junio de 2008 se publicó en el Diario Oficial de la Federación una reforma a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que transformó el esquema de procuración, impartición y administración de justicia en materia penal que hasta entonces privaba en nuestro país.

En el contexto de esta reforma, se estableció un nuevo régimen de modificación y duración de las penas regulado en el párrafo tercero del artículo 21 de la Constitución General, al señalar que:

Artículo 21. …

…

La imposición de las penas, su modificación y duración son propias y exclusivas de la autoridad judicial.

La judicialización de la pena, en cuanto su duración y modificación, implica una serie de cambios estructurales que impactan, en primera instancia, al Poder Ejecutivo por lo que concierne al sistema penitenciario pues, hasta el momento, él era el encargado de organizar el sistema penal, así como de ejecutar y modificar las penas.
Este nuevo sistema otorga la facultad de modificación y duración de las penas al Poder Judicial, con base en las circunstancias y conductas que los reos muestren durante su internación. 
En el orden jurídico estatal, diversos ordenamientos se ven en la necesidad de sufrir reformas, a fin de adecuar el marco normativo local con la reforma federal. 

No obstante, realizar una transformación que consolide la transición a este nuevo régimen de justicia penal y del sistema penitenciario es algo complejo. Se requiere de un estudio profundo y una coordinación interinstitucional para analizar las condiciones actuales del sistema penitenciario, así como de una mayor y mejor infraestructura para lograr la reinserción del sentenciado a la sociedad 

En el contexto actual, y conscientes de la inminente transformación que implicará la implementación del nuevo sistema de justicia penal contemplado en la Constitución General de la República, se ha estimado pertinente que los jueces penales -de primera instancia y letrados- sean quienes se encarguen de la etapa de ejecución de sus propias resoluciones.

Lo anterior nos permitirá estar en aptitud de cumplir con el mandato constitucional, implementando la judicialización de la etapa de ejecución de sanciones, al atribuir dichas funciones a los jueces penales del Estado, concediendo tiempo de análisis y reflexión para aplicar en el Estado una reforma integral de conformidad con el nuevo régimen de justicia penal.

En ese sentido, la reforma se ha concentrado en el ámbito de las competencias y el procedimiento para la etapa de ejecución de sanciones, en cuanto a su duración y modificación.

De acuerdo al nuevo régimen de justicia penal, los jueces penales del Estado están en aptitud y competencia de conocer de la ejecución de sus propias resoluciones. Si bien, la posición de algunos estudiosos de la materia recomendaría que en el nuevo modelo de judicialización de la duración y modificación de las penas se acogieran los principios del juicio oral, no existe disposición expresa en dicho sentido, lo que da margen de acción a las entidades para que los propios jueces penales sean competentes de la ejecución.

Asimismo, las resoluciones de los jueces que ponen fin al procedimiento en la etapa de ejecución de sanciones serán impugnables mediante el recurso de apelación, mismo que conocerá el Tribunal Distrital correspondiente. Ello amplía la competencia a los magistrados distritales, al conocer en una segunda instancia de la ejecución de sanciones.

Ahora bien, en cuanto al procedimiento, en la Ley de Ejecución de Sanciones Privativas y Restrictivas de la Libertad para el Estado, se han incorporado los artículos 6  y 6 bis que regulan, respectivamente, las atribuciones de los jueces penales en su carácter de jueces de ejecución y el procedimiento oral para esta etapa.

Así, los jueces penales conocerán y resolverán sobre los beneficios de preliberación que esta misma ley contempla y regula, y que son: libertad preparatoria, remisión parcial de la sanción, modificación de la sanción por incompatibilidad de la pena y liberación definitiva. Respecto de los cuales, serán sus atribuciones:

· Controlar que la ejecución de la pena se realice en estricta conformidad con la sentencia definitiva que la impuso, protegiendo los derechos y garantías que asisten al condenado; 

· Mantener, sustituir, modificar, revocar o cesar la pena y/o beneficio, así como las condiciones de su cumplimiento, en los términos de esta ley; 

· Librar las órdenes de reaprehensión que procedan en ejecución de sentencia; 

· Ordenar la libertad definitiva una vez transcurrido el plazo fijado en la sentencia; 

· Resolver sobre las peticiones o quejas que formulen los internos o sus representantes, en relación con el régimen y el tratamiento penitenciario, en cuanto afecte sus derechos y beneficios; 

· Resolver en audiencia oral las excitativas, peticiones o planteamientos de las partes relativos al otorgamiento o revocación de cualquier beneficio de preliberación dispuesto en la ley.

Mediante la presente reforma, el juez penal no sólo estará facultado para resolver sobre los beneficios de condena condicional que se puedan otorgar en una sentencia, tales como: prisión intermitente, multa sustitutiva, trabajos a favor de la comunidad y el régimen especial en libertad vigilada; sino que además, durante la etapa de ejecución de su resolución, resolverá sobre la concesión de los beneficios de preliberación, además de aquellos procedimientos que tengan por objeto la modificación de la sanción por incompatibilidad con la pena y la libertad definitiva. 

No pasa inadvertido que la posición de especialistas e incluso retomada por algunos Estados, se inclina hacia la instrumentación del Juez de Ejecución con facultades de vigilancia, es decir Jueces de Ejecución y Vigilancia. Sin embargo, el proyecto que ahora se presenta ha establecido que la judicialización de la pena se limite únicamente a intervenir en la etapa de ejecución de sanciones, en aquellos procedimientos que tengan por objeto la concesión o negación de tratamientos semi-institucionales de preliberación a los sentenciados.
De tal suerte que el juez penal en Coahuila no tendrá facultades de vigilancia administrativa, manteniendo dicha atribución el Poder Ejecutivo a través de la Unidad Desconcentrada de Ejecución de Penas y Reinserción Social, dependiente de la Fiscalía General del Estado.

La reforma a la legislación que se propone contempla también la intervención de la Fiscalía General del Estado en su carácter de Ministerio Público, como genuino representante social en la etapa de ejecución de la pena para, en su caso, oponerse y ofrecer pruebas cuando un sentenciado no cumpla con los requisitos para acceder al beneficio solicitado o a la cancelación de la medida adoptada. 

Es importante tomar en consideración que la judicialización del proceso de ejecución no consiste únicamente en generar mecanismos procesales para el control de la pena, sino también permitir que el sentenciado pueda defenderse, ya no de la imputación, sino de una ejecución penal que se distancie de lo señalado en la sentencia que lo condenó. Para ello, el sentenciado continuará con asistencia jurídica, de modo que pueda hacer valer sus derechos y el conjunto de garantías que le asisten en la realidad penitenciaria.

La propuesta de separar las dos partes del universo que representa el sistema penitenciario actual facilitará a la autoridad administrativa, responsable de las prisiones, el manejo de las mismas, fundamentalmente en su dirección, administración y el desarrollo de las tareas de reinserción social, teniendo en los grupos técnico-disciplinarios el instrumento profesional para acreditar la evolución del proceso de reinserción y proporcionar elementos al juez y al Ministerio Público para su buen proceder.

Con la presente reforma se pretende sentar las bases jurídicas que consoliden la ejecución de las sentencias dentro del ámbito del Poder Judicial, asegurando con ello el sistema garantista de ejecución de penas y medidas de seguridad. Se trata de la posibilidad de dotar de mayores herramientas al juzgador, a efecto de que él mismo se constituya en un efectivo garante de los derechos fundamentales de los reos y procesados, con lo cual se sostiene la firme convicción de que se abona en la consolidación del Estado de Derecho que los coahuilenses aspiramos y merecemos. 

Finalmente, para mantener congruencia, el Código de Procedimientos Penales, en su apartado de ejecución de penas, y la Ley Orgánica de la Fiscalía deberán ser reformados para evitar las confusiones que puedan darse entre lo que serán las atribuciones de ejecución y de vigilancia en la etapa posterior al dictado de las sentencias definitivas, así como en la homologación de la terminología. 

Por lo anteriormente descrito y en ejercicio de las facultades que me confieren los Artículos 59, fracción II; 82, fracción I, de la Constitución Política del Estado y 16, Apartado A, fracción I de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, y con fundamento en el Artículo 196, fracción I, de la Constitución Política del Estado, se presenta ante esta Honorable Legislatura para su estudio, resolución y aprobación en su caso, la siguiente iniciativa de:

D E C R E T O

ARTÍCULO PRIMERO. Se modifica la fracción XXIV del artículo 82; se adiciona un tercer párrafo al artículo 157 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 82. …

I. a XXIII. …

XXIV. Otorgar indultos de las penas impuestas por sentencia ejecutoria, previo las formalidades que la ley establezca y en los casos en que la misma determine.

XXV. a XXIX. …

Artículo 157. ...

…

La imposición de las penas, su modificación y duración son propias y exclusivas de la autoridad judicial.
T R A N S I T O R I O S

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO. Todas las solicitudes de libertad preparatoria, remisión parcial de la sanción, modificación de sanción o cualquier otra que se encuentre pendiente de resolución al entrar en vigor este Decreto, serán resueltas por la autoridad administrativa que esté conociendo de ellas.

TERCERO. Se derogan todas las disposiciones legales que se opongan a lo establecido por este Decreto.

Reitero a ustedes las seguridades de mi atenta y distinguida consideración.

ATENTAMENTE

SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN

EL GOBERNADOR INTERINO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA

LIC. JORGE JUAN TORRES LÓPEZ

INICIATIVA DE DECRETO, EN MATERIA DE PROTECCIÓN DE MENORES DE EDAD EN GUARDERIAS Y ESTANCIAS INFANTILES, QUE PRESENTAN EL DIPUTADO FERNANDO DONATO DE LAS FUENTES HERNÁNDEZ Y LOS DEMAS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “JOSÉ MARÍA MORELOS Y PAVÓN” DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, QUE ADICIONA DOS PÁRRAFOS AL ARTÍCULO 17 DE LA LEY DE PROTECCIÓN CIVIL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
HONORABLE PLENO.

Uno de los sectores que merecen mayor atención por parte de la sociedad y el Estado, lo constituye la niñez. Este hecho cobra especial relevancia, cuando por virtud de las necesidades propias de la subsistencia familiar, los padres de los menores deben dejarlos al cuidado de instituciones especializadas, para poder acudir a sus centros de trabajo.
En ese sentido, garantizar la seguridad de las niñas y niños que asisten a guarderías, estancias infantiles y en general, establecimientos y locales donde los menores deben permanecer por tiempos definidos, es una prioridad que debe estar claramente plasmada en la legislación.
Con motivo de los acontecimientos surgidos en la Guardería ABC de Hermosillo, Sonora, la Suprema Corte de Justicia de la Nación inició el expediente 01/2009 de la Facultad de Investigación prevista en el artículo 96 segundo párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, teniendo como principal objetivo, el poder determinar si hubieron notorias violaciones a las garantías individuales de los afectados con el incendio ocurrido el cinco de junio de 2009 en la Ciudad de Hermosillo, Sonora, donde lamentablemente varios menores de edad perdieron la vida y otros quedaron con lesiones, algunas de ellas permanentes.
Derivado de este expediente y luego de una amplia investigación, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los días 14, 15 y 16 de junio de 2010, emitió el dictamen final que además de precisar que se habían incurrido en violaciones graves de garantías individuales, estableció conclusiones de suma relevancia para todo el país, especialmente, en materia de protección civil en cuanto a guarderías y estancias infantiles.
En el Considerando Décimo del dictamen final, relativo a la remisión y publicidad del mismo, el Pleno de la Suprema Corte consideró que el contenido debía ser enviado, entre otros destinatarios, a los Poderes Legislativos de los Estados, a efecto de darle difusión al contenido y a los criterios ahí vertidos, señalando además en su Considerando Noveno, acciones mínimas que se sugería implementar por parte de las autoridades de los tres niveles de gobiernos.
Las acciones señaladas por la Suprema Corte, son las siguientes:
“1. Redimensionar la acción pública para que en toda política legislativa, administrativa o judicial, donde se vean involucrados los derechos de los infantes, se atienda al interés superior del niño, el cual exige medidas de protección reforzada.

2. Revisar la normatividad referente a la seguridad de los menores en los centros a los que eventualmente acceden, tales como hospitales, escuelas, centro de recreación y, muy especialmente, guarderías. Tal normatividad debe atender a las más altas exigencias que demanda la protección de la integridad física de los menores”.

Respecto del primer punto, es de señalar, que en todo momento, este Congreso ha velado por los derechos de los infantes, a través de diversos ordenamientos como el Código Civil; el Código Penal; la Ley de Prevención, Asistencia y Atención de la Violencia Familiar; y la Ley de Asistencia Social, entre otras, que procuran la atención, asistencia y defensa al menor, en cumplimiento a lo que marca la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los tratados internacionales y la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza.
En ese sentido, el Estado de Coahuila de Zaragoza asume su responsabilidad en cuanto a la procuración de los intereses superiores de las niñas y niños, como se refiere en la  propia Ley de Asistencia Social, que precisa en su artículo 4to. lo siguiente:

ARTICULO 4°.- El estado asume la atención y protección de menores en sus aspectos físico, mental y moral, como coadyuvante de los deberes y derechos del padre, madre, y los de las personas que ejerzan la tutela o la patria potestad, sin perjuicio de las disposiciones previstas sobre la materia en los ordenamientos civiles correspondientes.

...

Por otro lado entendemos con claridad, la preocupación de una eficiente protección a la integridad de los menores, en especial en guarderías  y estancias infantiles y la necesidad de una revisión del marco legal en la materia de protección civil, en especial en el sentido técnico operativo que proveen los reglamentos especializados, a efecto de que las observaciones que ha proveído la Suprema Corte de Justicia de la Nación sean incorporadas en dichas disposiciones, atendiendo siempre al interés superior de los menores.
No se omite señalar que conforme la propia Constitución Federal dispone, el dictamen que comentamos de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, no es obligatorio en términos estrictos, ya que como precisa el propio órgano judicial en su dictamen “es un medio de control de la regularidad constitucional con características propias cuyo ejercicio es potestativo y excepcional dado que la resolución que en él se emite no tiene efectos vinculatorios...“ empero, se reconoce el valor que dicho dictamen tiene, tanto por la alta autoridad de quien lo emite, como por la naturaleza de la materia, donde compartimos la preocupación constante de procurar y salvaguardar la integridad física de las niñas y niños.
En ese sentido, y después de haber hecho una revisión a la Ley de Protección Civil, se aprecia que en el artículo 5 fracción X de la Ley se definen los establecimientos que son sujetos de la Ley, encontrándose con que en el mismo se enlistan las guarderías y estancias. 
En ese mismo tenor, en el artículo 17 de la mencionada ley, se precisa que se deberán elaborar programas especiales en la materia, en los términos siguientes:
ARTÍCULO 17.- La Subsecretaría podrá elaborar programas especiales de protección civil, tratándose de grupos sociales específicos, tales como discapacitados, personas adultas mayores, jóvenes, menores de edad y demás grupos vulnerables en el Estado.  

Ahora bien, de la lectura del Dictamen de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y de la ley en materia de protección civil de nuestro Estado, se estima pertinente reformar el citado artículo 17, a efecto de incorporar las recomendaciones conceptuales emitidas por el Alto Tribunal, para que la normatividad establezca, las consideraciones necesarias en materia de protección civil para tutelar debidamente el interés superior de las niñas y los niños. 
Todo ello redimensionando la acción pública, es decir, estructurando la normatividad técnica operativa, para que satisfaga las más altas exigencias en la protección física a los menores, para lo cual se propone además, que en los artículos transitorios, se establezca la necesidad de una revisión y actualización en su caso, de los programas y reglamentos en la materia, procurando atender a las consideraciones señaladas en el Dictamen Final del Expediente 1/2009  emitido por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para establecer las regulaciones técnicas necesarias, que deberán cumplir los establecimientos donde asistan regularmente los menores de edad.
Por lo anteriormente expuesto, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 32, 59 fracción I, 60, 62, 65 y 67 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza y de los artículos 48 fracción V, 181 fracción I, 182, 184, 190, 191, 195, 205 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso, me permito presentar la siguiente Iniciativa de 
DECRETO DE REFORMA
Único: Se adicionan dos párrafos al ARTÍCULO 17 DE LA LEY DE PROTECCIÓN CIVIL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, en materia de protección de menores en guarderías y estancias infantiles, para quedar como sigue:
ARTÍCULO 17.- La Subsecretaría podrá elaborar programas especiales de protección civil, tratándose de grupos sociales específicos, tales como discapacitados, personas adultas mayores, jóvenes, menores de edad y demás grupos vulnerables en el Estado. 
En estos programas, en forma especial y preponderante, se deberá redimensionar la acción pública para que en toda política, donde se vean involucrados los derechos de los menores de edad , se atienda su interés superior, el cual exige medidas de protección reforzada.
La normatividad referente a la seguridad de los menores en los centros a los que eventualmente acceden, tales como hospitales,  centros educativos, escuelas, centros de recreación y, muy especialmente, guarderías y estancias infantiles, entre otros, deberá atender a las más altas exigencias que demanda la protección de la integridad física de los menores.

T R A N S I T O R I O S
PRIMERO. La presente Iniciativa entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado. 
SEGUNDO. Las dependencias responsables de la materia, deberán revisar, y en su caso actualizar, sus programas y reglamentos relativos a la protección civil de los menores de edad en los centros a que se refiere el artículo 17 en su párrafo tercero, atendiendo a las más altas exigencias de los mismos, procurando tomar en cuenta las consideraciones contenidas en la materia de protección civil, en el Dictamen Final del Expediente 1/2009 de la Facultad de Investigación, emitido por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Atentamente

“SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN”

SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, A 31 DE AGOSTO DE 2011

DIPUTADO FERNANDO DONATO DE LAS FUENTES HERNÁNDEZ
Dip. Francisco Tobias Hernández 
Dip. Shamir Fernández Hernández

Dip. Jessica Luz Agüero Martínez 
Dip. Juan Francisco González González

Dip. Hilda Esthela Flores Escalera
Dip. Rogelio Ramos Sánchez

Dip. Enrique Martínez y Morales 
Dip. Jesús Mario Flores Garza

Dip. Ignacio Segura Teniente 
Dip. Cristina Amezcua González 

Dip. Raúl Onofre  Contreras 
Dip. Ramiro Flores Morales

Dip. Salomón Juan Marcos Issa 
Dip. Jesús Salvador Hernández Vélez

Dip. Jaime Russek Fernández 
Dip. José Antonio Campos Ontiveros

Dip. Verónica Martínez García 
Dip. Verónica Boreque Martínez González

Dip. José Isabel Sepúlveda Elias
Dip. Osvelia Urueta Hernández

Dip. Javier Fernández Ortíz
Dip. José Manuel Villegas González

C.  PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA DEL 

H. CONGRESO DEL ESTADO 

P R E S E N T E.-

La Diputada Esther Quintana Salinas en conjunto con los Diputados del Grupo Parlamentario “Lic. Felipe Calderón Hinojosa” del Partido Acción Nacional, que al calce firman, integrantes de la LVIII Legislatura del Congreso del Estado, acudimos con fundamento en los artículos 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; y 48 fracción V, 181fracción I  y demás  relativos   de la  Ley Orgánica del Congreso de  Estado Independiente, Libre y Soberano de  Coahuila de Zaragoza, a presentar ante esta soberanía la siguiente:

INICIATIVA DE REFORMA QUE CREA LA LEY DE FOMENTO A LAS ACTIVIDADES DE LAS ORGANIZACIONES DE LA SOCIEDAD CIVIL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, en base a la siguiente:

Exposición de  motivos.

El concepto de sociedad civil emerge en la historia como ruptura con un poder absoluto y es expresión de la pluralidad, diversidad y diferencia en la sociedad,  su finalidad estriba en desempeñar actividades en busca del bien común, sin ánimo de lucro  y sin lazos con las distintas ideologías políticas.

Según el filosofo y sociólogo alemán Jürgen Habermas, la sociedad civil se caracteriza por dos componentes principales: “por un lado, el conjunto de instituciones que definen y defienden los derechos individuales, políticos y sociales de los ciudadanos y que propician su libre asociación, la posibilidad de defenderse de la acción estratégica del poder y del mercado y la viabilidad de la intervención ciudadana en la operación misma del sistema; por otra parte estaría el conjunto de movimientos sociales que continuamente plantean nuevos principios y valores, nuevas demandas sociales, así como vigilar la aplicación efectiva de los derechos ya otorgados”
. 


 Al respecto, el pensador y político liberal francés  Alexis de Tocqueville definía a la sociedad civil como el conjunto de organizaciones e instituciones cívicas voluntarias y sociales que se desempeñan como mediadores entre los ciudadanos y las autoridades de gobierno.


Es evidente que las diversas definiciones establecidas al término sociedad civil, son semejantes entre si, pues todas ellas reflejan meridianamente  sus características y finalidades.


En nuestro país  la sociedad civil desde hace varias décadas ha iniciado el movimiento de aglutinación y sin duda que en los grandes temas que atañen a la vida de la nación, tales como medio ambiente, derechos humanos, alimentación, salud, educación y en los últimos tiempos, seguridad pública, ha ido cobrando presencia destacada. Y de ahí personajes como la señora Wallace y el señor Martí

La legislación hasta hoy existente en el país ha permitido que se incremente el interés de los ciudadanos comunes por participar y colaborar en actividades que benefician al resto de la población, contribuyendo de manera importante en  el combate a todas aquellas deficiencias que no son cubiertas por alguno de los tres niveles de gobierno.


El especialista en organizaciones de la sociedad civil, Alberto J. Olvera, afirma que las organizaciones de la sociedad civil contribuyen a la construcción de una vida pública auténticamente democrática, al coadyuvar con la creación, estabilización y expansión del estado de derecho, así mismo en la creación de espacios públicos de diálogo entre los actores sociales y políticos.

 
Su existencia permite el fortalecimiento del tejido social al propiciar que éste se sienta respaldado, y a su vez impulsa una cultura de tolerancia y respeto mutuo entre la ciudadanía en general.

 
La legislación a nivel nacional contempla desde el año 2004 la Ley Federal de Fomento a las Actividades Realizadas por las Organizaciones de la Sociedad Civil, normatividad con la que se logró un importante avance en materia de formación y fortalecimiento de las organizaciones civiles de México, dado  que constituye un paso importante en el avance de la institucionalización de una democracia participativa. La relevancia radica en que por primera vez, les es concedido un reconocimiento legal que les permite contar con certeza jurídica y por ende ser sujetos de derechos y obligaciones, les reconoce autonomía e independencia, les hace susceptibles de apoyos y estímulos por parte de la Federación, y se destaca su importancia  y trascendencia en la vida pública, lo que les permite participar de manera activa en la toma de decisiones, que atañen a su actividad. 


La importancia de que la legislación mexicana reconozca a estas  organizaciones va más allá de la expedición de la ley, ello se ve reflejado en el tratamiento especial que los ordenamientos fiscales les proporcionan al permitir que los ingresos  que  reciben  a través de donativos de empresas y particulares, así como los subsidios concedidos por los gobiernos, no sean objeto de gravámenes, como el impuesto sobre la renta, o bien, que puedan ser deducibles de impuestos para aquellos que colaboran económicamente con este tipo de instituciones.


Entidades como Baja California, Veracruz, Zacatecas, Morelos, Hidalgo, Tamaulipas,  Jalisco, Campeche, Tabasco, Michoacán y el Distrito Federal, siguieron el rumbo marcado por la federación y emitieron ordenamientos en el mismo sentido. Mientras que los Estados de Chihuahua y Puebla refieren iniciativas en estudio.


 Algunos de estos Estados  también han decidido establecer lineamientos particulares que beneficien y fomenten la participación y creación de organizaciones de la sociedad civil, tales como subsidios fiscales en materia de impuesto predial, derechos de agua, impuestos sobre nómina y de los impuestos de traslación de dominio, etc. 


La realización de acciones de este tipo por parte de la federación y de los estados refleja que el trabajo que se lleva acabo por las organizaciones es valorado y reconocido por la comunidad y el  gobierno mismo.


 Nuestra Coahuila es una de las  entidades federativas en las que todavía no se legisla sobre organizaciones de esta naturaleza, no obstante el número de organizaciones de la sociedad civil que existen en nuestra entidad; derivado de esto, consideramos oportuno proponer ante esta H. Soberanía la creación de la Ley de Fomento a las Actividades de las Organizaciones de la Sociedad Civil del Estado de Coahuila de Zaragoza.


Este ordenamiento tiene como finalidad el establecimiento de los derechos y obligaciones de las organizaciones de la sociedad civil en el Estado, igualmente, se pretende que cuenten con los medios y mecanismos adecuados para que se les garantice su participación e inclusión en la toma de decisiones que incumba a sus actividades, y se dispone la creación de las bases para el fomento por parte del Estado y sus municipios, de las actividades que realizan estas organizaciones.


La normatividad propuesta  determina como autoridades en materia de fomento a las actividades que realizan las organizaciones civiles,  a la Comisión Estatal de Fomento de las Actividades de las Organizaciones de la Sociedad Civil, la Secretaría Técnica de la Comisión Estatal de Fomento a las Actividades de las Organizaciones de la Sociedad Civil y el Consejo Técnico Consultivo, todas ellas de carácter honorífico.


El objeto de la creación de una Comisión Estatal de Fomento a las Actividades de las Organizaciones de la Sociedad Civil, estriba en  facilitar la coordinación en el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las acciones y medidas para el fomento de las actividades que realizan las organizaciones; por su parte, la Secretaría Técnica fungirá como la encargada de la operación y supervisión de las acciones y programas de fomento y coordinación, con las dependencias de la Administración Pública Estatal y de los Municipios; mientras que el Consejo Técnico Consultivo será el órgano que tendrá como función primordial la de  opinar y emitir recomendaciones respecto de la administración, dirección y operación del Registro Estatal de Organizaciones de la Sociedad Civil, así como concurrir anualmente con la Comisión Estatal para realizar una evaluación conjunta de las políticas y acciones de fomento, en el que tendrán participación directa las organizaciones de la sociedad civil inscritas en el Registro y los representantes de los sectores académico, profesional, científico y cultural del Estado.


Así mismo, determina que las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y de las de los Municipios fomentarán las actividades de las organizaciones a través del  otorgamiento de estímulos y apoyos, establecimiento de medidas, instrumentos de información, incentivos, concertación y coordinación con 

organizaciones para impulsar sus actividades, celebración de convenios de coordinación entre ámbitos de gobierno, a efecto de que éstos contribuyan al fomento de las actividades objeto de esta ley, y para el otorgamiento de los incentivos fiscales previstos en las leyes de la materia.


Se crea el Registro Estatal de Organizaciones de la Sociedad Civil, cuya función consiste en establecer un sistema de información que permita identificar plenamente a las organizaciones que forman parte del mismo, así como contar con un registro detallado de las actividades que desempeñan, si éstas se llevan a cabo adecuadamente y  las sanciones en su caso, a las que hubiera lugar. 


La presentación de esta iniciativa tiene como propósito primordial el dotar de condiciones óptimas a las organizaciones civiles que laboran en el Estado, a favor de todos los Coahuilenses, así como sentar las bases jurídicas que les permitan recibir apoyos y estímulos de manera equitativa y transparente.  


Por lo anteriormente expuesto tenemos a bien presentar ante esta H. Soberanía el siguiente proyecto de:

DECRETO.

Articulo único: Se expide la Ley de Fomento a las Actividades de las Organizaciones de la Sociedad Civil del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar en los siguientes términos:

Ley de Fomento a las Actividades de las Organizaciones de la Sociedad Civil del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Capítulo Primero

Disposiciones Generales

Artículo 1.- La presente ley es de orden público e interés social y tiene como finalidad el establecimiento de:

I. Los derechos y las obligaciones de las organizaciones que cumplan con los requisitos que esta ley establece para ser objeto de fomento de sus actividades;

II. Las figuras legales y bases generales que garanticen el acceso pleno del  derecho de los ciudadanos a participar en las propuestas, programas y acciones públicas  a través de las organizaciones; y

III. Decretar las bases sobre las que el gobierno estatal y los Municipios fomentarán la participación de la sociedad en general, a través de las organizaciones.

Las organizaciones que pretendan constituirse o que se encuentren constituidas en forma de asociaciones o fundaciones de beneficencia o asistencia, seguirán sujetas a la regulación, vigilancia y obligaciones que se establecen en las leyes especiales de la materia, sin embargo podrán participar de los beneficios contenidos en esta Ley, cumpliendo con los requisitos señalados en la misma.

Artículo 2.- Para efectos de esta ley, se entenderá por:

I. Ley: la Ley de Fomento a las Actividades de las Organizaciones de la Sociedad Civil  en el Estado de Coahuila de Zaragoza.

II. Autobeneficio: bien, utilidad o provecho que obtengan los miembros de una organización o sus familiares hasta el cuarto grado civil,  por medio de  la  utilización de los apoyos y estímulos públicos que le hubieren sido otorgados a la organización  con la finalidad de que ésta  lleve a cabo su misión.

III. Beneficio mutuo: bien, utilidad o provecho provenientes de apoyos y estímulos públicos que reciban, de manera conjunta, los miembros de una o varias organizaciones y los servidores públicos responsables y que deriven de la existencia o actividad de la misma; 

IV. Comisión Estatal: La Comisión  Estatal de Fomento a las Actividades de las Organizaciones de la Sociedad Civil; 

V. Secretaría técnica: La Secretaría Técnica de la Comisión Estatal de Fomento a las Actividades de las Organizaciones de la Sociedad Civil.

VI. Consejo: el Consejo Técnico Consultivo;

VII. Dependencias: Las unidades de la Administración Pública del Estado;

VIII. Entidades: Los Organismos, empresas paraestatales, Municipios y organismos paramunicipales y fideicomisos pertenecientes a la Administración Pública del Estado. 

IX. Estado: Estado de  Coahuila de Zaragoza;

X. Organizaciones: Personas morales a que se refiere el artículo 3 de esta ley;

XI. Redes: conjunto de organizaciones que se apoyan entre sí, prestan servicios de apoyo a otras para el cumplimiento de su objeto social y fomentan la creación y asociación de organizaciones, y

XII. Registro: El Registro Estatal de las Organizaciones de la Sociedad Civil y del Sistema de Información del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Artículo 3.- Las agrupaciones u organizaciones mexicanas con registro vigente en el Estado que, sin ánimo de lucro, en beneficio de terceros, con sentido de corresponsabilidad y transparencia, sin fines partidistas, político-electoral o religiosos, podrán acceder a los apoyos y estímulos que establezca esta ley, siempre y cuando realicen alguna de las siguientes actividades:

I. La promoción y defensa de los derechos humanos;

II. Impulsar la realización de obras y la prestación de servicios públicos para beneficio de la comunidad;

III. Promover el desarrollo local, regional y comunitario, de manera sustentable;

IV. Acciones en favor de comunidades rurales y urbanas marginadas;

V. Fomentar el adecuado aprovechamiento de los recursos naturales, la protección del medio ambiente y la conservación y restauración del equilibrio ecológico;

VI. Efectuar acciones de prevención y protección civil;

VII. Brindar atención y apoyo a los grupos vulnerables y en desventaja social en la realización de sus objetivos;

VIII. Suministrar asistencia social en los términos de las leyes en la materia; 

IX. Realizar actividades cívicas enfocadas en la promoción de la participacion ciudadana en los asuntos de interés público;

X. Promoción y fomento educativo, cultural, artístico, deportivo, científico y tecnológico;

XI. Promover, canalizar y colaborar con servicios, materiales y recursos humanos, para la atención de la salud integral de la población, de acuerdo con las disposiciones aplicables a la materia;

XII. Apoyar las acciones a favor del  ordenamiento  territorial y el  desarrollo urbano;

XIII. Proporcionar  asesoría, gestiones y orientaciones  de asistencia técnica, jurídica y social a  personas, grupos, instituciones y asociaciones  en general. 

XIV. Difundir y promover  la equidad de género;

XV. Promover la preservación de la cultura, las tradiciones populares y la restauración y mantenimiento de monumentos y sitios arqueológicos, artísticos e históricos;

XVI. Fomentar acciones para mejorar la economía popular, a través del incremento de las capacidades productivas de las personas;

XVII. Las demás actividades que contribuyan al desarrollo social de la población.

Artículo 4.- Las organizaciones que constituyan capítulos nacionales de organizaciones internacionales registradas en los términos de esta ley, ejercerán los derechos que la misma establece, siempre que sus órganos de administración y representación estén integrados mayoritariamente por ciudadanos mexicanos y que las acciones objeto de fomento, se realicen en el Estado. Para efectos de lo dispuesto en este artículo, las organizaciones internacionales deberán inscribirse en el Registro y señalar domicilio en el Estado.

Capítulo Segundo 

De las Organizaciones de la Sociedad Civil 

Artículo 5.- Para que las organizaciones puedan acceder a los apoyos y estímulos que otorgue la Administración Pública del Estado y de los Municipios, dirigidos al fomento de las actividades que esta ley establece,  sin detrimento a lo estipulado por otras disposiciones jurídicas aplicables, deberán cumplir con las siguientes obligaciones:

I. Inscribirse en el Registro;

II. Destinar la totalidad de sus recursos para el cumplimiento de su objeto, así como proporcionar las facilidades para verificar en todo momento el uso y destino de los apoyos y estímulos públicos y privados que reciban;

III. Contar y mantener disponible la información relacionada con  sus fines, estatutos, programas, actividades, beneficiarios, fuentes de financiamiento nacionales, extranjeras o mixtas, patrimonio, operación administrativa y financiera;

IV. Presentar un informe anual ante la Comisión Estatal respecto de las actividades realizadas y el cumplimiento de sus propósitos, así como el balance de su situación financiera, contable y patrimonial, que reflejen en forma clara su situación y, especialmente, el uso y resultados derivados de los apoyos y estímulos públicos recibidos, para mantener actualizado el Sistema de Información y garantizar la transparencia de sus actividades;

V. Hacer del conocimiento del Registro las modificaciones a su acta constitutiva, los cambios en sus órganos de gobierno, dirección y representación, en un plazo no mayor a cuarenta y cinco días hábiles contados a partir de la modificación respectiva;

VI. Inscribir en el Registro la denominación de las Redes de las que forme parte, o a las que dejen de pertenecer un plazo de treinta días contados a partir de que surja la modificación;

VII. Abstenerse de  contar con  nexos de dependencia o subordinación con partidos políticos  o instituciones religiosas, y evitar realizar  actividades político-partidistas, así como de realizar proselitismo o propaganda con fines religiosos;

VIII. Laborar bajo los principios de imparcialidad y no discriminación en la determinación de los beneficiarios en las actividades que realice.

IX. En caso de disolución, transmitir los bienes que hayan adquirido con apoyos y estímulos públicos, a organizaciones que realicen actividades objeto de fomento y que estén inscritas en el Registro.

Artículo 6.-Las organizaciones que se encuentren inscritas en el Registro serán acreedoras a los siguientes derechos:

I. Ser consideradas como instancias de participación y consulta en la implementación de programas, acciones y objetivos en materia de Desarrollo Social en el Estado;

II. Contribuir en los mecanismos de contraloría social que establezcan u operen dependencias y entidades;

III. Colaborar en la implementación y seguimiento de los programas de apoyo de la Administración Pública del Estado y de los Municipios;

IV. Participar  en la formulación, seguimiento, ejecución y evaluación de las políticas públicas, objetivos y metas de los programas y acciones de la administración pública estatal y municipal en materia de Desarrollo Social;

V. Acceder a los apoyos y estímulos públicos para fomento de las actividades objeto de esta ley, que sean destinados por la Administración Pública Estatal;

VI. Gozar de las prerrogativas fiscales y demás apoyos económicos y administrativos, que determinen las disposiciones jurídicas en la materia;

VII. Recibir donativos y aportaciones;

VIII. Coadyuvar con las autoridades competentes, en los términos de los convenios que al efecto se celebren, en la prestación de servicios públicos relacionados con las actividades objeto de esta ley;

IX. Acceder a los beneficios en la materia, que de acuerdo con los términos de convenios o tratados internacionales celebrados, tengan derecho, siempre y cuando estos se encuentren relacionados con las actividades y finalidades previstas en esta ley; y,

X. Recibir por parte de las dependencias y/o entidades públicas que efectúen programas o acciones en la materia, la asesoría, capacitación y colaboración  que les permita mejorar  su desempeño en el cumplimiento de su objeto y actividades.
Artículo 7.- Las organizaciones no podrán solicitar, ni recibir los apoyos y estímulos públicos previstos en esta ley cuando exista entre sus directivos y los servidores públicos encargados de otorgar o autorizar los apoyos y estímulos, relaciones de interés o nexos de parentesco por consanguinidad o afinidad hasta en cuarto grado.

Artículo 8.- Las organizaciones que reciban apoyos y estímulos públicos, deberán sujetarse a las disposiciones jurídicas y administrativas aplicables en la materia.

Las organizaciones que obtengan recursos económicos de terceros o del extranjero, deberán llevar a cabo las operaciones correspondientes conforme a las disposiciones fiscales vigentes en el territorio nacional o, cuando así proceda, con base en los tratados y acuerdos internacionales de los que el país sea parte.

Capítulo Tercero  

De las Autoridades y las Acciones de Fomento

Artículo 9.- El Ejecutivo del Estado constituirá la Comisión Estatal de Fomento de las Actividades de las Organizaciones de la Sociedad Civil, de carácter honorífico, con el fin de facilitar la coordinación en el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las acciones y medidas para el fomento de las actividades establecidas en el artículo 3 de esta ley.
Artículo 10.- La Comisión Estatal  estará integrada por:

I. El titular de la Secretaría de Gobierno, quien fungirá como Presidente Ejecutivo; 

II. El titular de la Secretaría de Desarrollo Social, quien fungirá  como Secretario Técnico; 

III. El titular de la Tesorería General del Estado; 

IV. El titular de la Secretaría de Medio Ambiente; y  

V. El titular de la Secretaría de Obras Públicas y Transporte;  

VI. El titular de la Secretaría de Educación Y Cultura;  

VII. El titular  de la  Secretaría de  Salud; y 

VIII. El titular del Sistema Estatal para el Desarrollo Integral de la Familia.

Las demás dependencias o entidades de la Administración Pública Estatal participarán a invitación de la Comisión Estatal, cuando se traten asuntos de su competencia.

Por cada miembro propietario de la Comisión Estatal habrá un suplente designado por el titular, quien en su caso deberá tener por lo menos el nivel de  Subsecretario,  Director General o equivalente. El suplente contará con las mismas facultades que los propietarios y podrá asistir, con voz y voto, a las sesiones de la Comisión Estatal cuando el propietario respectivo no concurra

La Comisión Estatal se reunirá de manera ordinaria por lo menos dos veces al año y extraordinariamente, cuando sea convocada por su Presidente o por un tercio de sus integrantes.

Las reuniones que realice la Comisión Estatal  tendrá el carácter de públicas. Sus  decisiones serán tomadas por  mayoría de votos de los miembros presentes, en caso de empate el Presidente tendrá voto de calidad.

EI cargo de integrante  o invitado de la Comisión Estatal será de carácter honorífico; por lo que  sus integrantes no recibirán ninguna remuneración adicional por los servicios que presten.

Artículo 11.- Son atribuciones de la Comisión Estatal:

I. Expedir su reglamento interno;

II. Convocar a las organizaciones que deseen presentar sus proyectos de trabajo, para la distribución  de los recursos destinados a las actividades señaladas en el artículo 3 de esta ley;

III. Definir las políticas públicas para el fomento de las actividades de las organizaciones;
IV. Solicitar a los Ayuntamientos del Estado la información  relativa a los proyectos de las organizaciones, que son apoyados por estas instancias de gobierno, a fin de que realice una distribución más equitativa de los mismos;
V. Evaluar las políticas, programas y acciones de fomento de las actividades que señala esta ley;

VI. Elaborar y publicar en el Periódico Oficial del Estado un análisis en relación con la distribución de los recursos públicos entregados a las distintas organizaciones, determinando  de forma fundada y motivada,  si estos se aplicaron correctamente;

VII. Promover el diálogo continuo entre los sectores público, social y privado para mejorar las políticas públicas relacionadas con las actividades señaladas en esta ley;

VIII. Promover las medidas de simplificación administrativa, que faciliten la realización de las actividades de las organizaciones a que se refiere la presente Ley;

IX. Conocer de las infracciones e imponer las sanciones correspondientes a las organizaciones, conforme a lo dispuesto en esta ley;

X. Las demás que las leyes y reglamentos le establezcan.
Artículo 12.- La Secretaría Técnica será responsable de la operación y supervisión de las acciones y programas de fomento y coordinación, con las dependencias de la Administración Pública Estatal y de los Municipios. Deberá de rendir a la Comisión Estatal un informe anual del trabajo desempeñado y  tendrá las atribuciones siguientes:

I. Coordinar, apoyar y fomentar las iniciativas y gestiones de las organizaciones con las diferentes dependencias y entidades;

II. Proponer a las dependencias y entidades programas de fomento orientados y coordinados para la atención de situaciones generales que puedan ser atendidas por la participación de las organizaciones;

III. Dar trámite y seguimiento a los Acuerdos tomados por la Comisión Estatal e informar al mismo, por conducto de su Presidente. El informe se rendirá semestralmente o antes, si así lo solicita el Presidente del Consejo; y,

IV. Las demás que le asigne la ley o la Comisión Estatal.

Artículo 13.- Las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y de los Municipios fomentarán las actividades de las organizaciones establecidas en esta ley, mediante las siguientes acciones:

I. Otorgamiento de apoyos y estímulos a las organizaciones que desempeñen alguna de las actividades descritas en el  artículo 3 de esta ley;

II. Promover la participación de las organizaciones en los órganos, instrumentos y mecanismos de consulta para la planeación, ejecución y seguimiento de políticas públicas;

III. Establecimiento de medidas, instrumentos de información, incentivos y apoyos en favor de las organizaciones, conforme a su asignación presupuestal;

IV. Concertación y coordinación con organizaciones para impulsar sus actividades previstas en esta ley;

V. Diseño y ejecución de instrumentos y mecanismos que contribuyan a que las organizaciones accedan al ejercicio pleno de sus derechos y cumplimiento de las obligaciones que esta ley establece;

VI. Realización de estudios e investigaciones para apoyo a las organizaciones en el desarrollo de sus actividades;

VII. Celebración de convenios de coordinación entre ámbitos de gobierno, a efecto de que éstos contribuyan al fomento de las actividades objeto de esta ley, y,

VIII. Otorgamiento de los incentivos fiscales previstos en las leyes de la materia.

Artículo 14.- La Comisión Estatal, por sí o a través la Secretaría Técnica, en coordinación con las dependencias y entidades, deberá elaborar y publicar un informe anual de las acciones de fomento y de los apoyos y estímulos otorgados a favor de organizaciones que se acojan a esta ley.

El informe respectivo, consolidado por la Tesorería General del Estado, se incluirá como un apartado específico del informe anual del estado que guarda la Administración Pública Estatal que rinde el Ejecutivo

Capitulo Cuarto 

Del Registro Estatal de las Organizaciones de la Sociedad Civil y Del Sistema de Información 

Artículo 15.- Se crea el Registro Estatal de Organizaciones de la Sociedad Civil, que estará a cargo de la Secretaría Técnica de la Comisión Estatal. Dicho Registro será público y tendrá las siguientes funciones:

I. Inscribir a las organizaciones que soliciten registro, siempre que cumplan con los requisitos que establece esta ley, y otorgarles su respectiva constancia de registro;

II. Conservar constancias del proceso de registro respecto de los casos en los que la inscripción de alguna organización haya sido objeto de rechazo, suspensión o cancelación;

III. Establecer un Sistema de Información que identifique, de acuerdo con lo establecido en el artículo tercero de esta ley, las actividades que las organizaciones de la sociedad civil realicen, así como el cumplimiento de los requisitos con el objeto de garantizar que las dependencias y entidades cuenten con los elementos necesarios para dar cumplimiento a la misma;

IV. Proporcionar a las dependencias, entidades y a la ciudadanía en general la información necesaria que les permita verificar el cumplimiento de las obligaciones que esta ley establece a las organizaciones y, en su caso, solicitar a la Consejo Estatal la imposición de las sanciones correspondientes;

V. Llevar el registro de las sanciones que imponga el Consejo Estatal a las organizaciones;

VI. Mantener actualizada la información relativa a las organizaciones;

VII. Proporcionar de acuerdo a las disposiciones legales vigentes, el acceso a toda la información relativa a las organizaciones pertenecientes inscritas en el Registro;

VIII. Hacer del conocimiento de la autoridad competente, la existencia de actos o hechos que puedan ser constitutivos de delito;

IX. Difundir en el Periódico Oficial del Estado, de manera anual el listado de las organizaciones inscritas en el Registro;
X. Reconocer públicamente las acciones que lleven a cabo las organizaciones civiles que se distingan en la realización de actividades de Desarrollo Social; y

XI. Los demás que establezcan el Reglamento de esta ley y otras disposiciones legales.

Artículo 16.- El trámite  de inscripción al registro será realizado en los módulos que para tal efecto  sean creados, y únicamente podrán ser operados por  el personal designado por la Secretaría Técnica.

Artículo 17.- Las organizaciones que deseen formar parte del Registro, deberán cumplir con los siguientes requisitos:

I. Presentar solicitud de registro, por escrito;

II. Presentar copia certificada de su acta constitutiva en la que conste que su objeto social consiste en realizar alguna de las actividades  señaladas en el e artículo 3 esta ley;

III. Prever en su acta constitutiva o en sus estatutos vigentes, que:

a) La totalidad de los apoyos y estímulos públicos que reciban serán destinados al cumplimiento de su objeto social;

b) No distribuirán entre sus asociados, remanentes de los apoyos y estímulos públicos, donaciones o aportaciones que hubiesen recibido para el cumplimiento de su objeto social;  

c) La determinación de que en caso de disolución, transmitirán los bienes obtenidos con dichos apoyos y estímulos, a otra u otras organizaciones con inscripción vigente en el Registro;

IV. Señalar su domicilio legal;

V. Presentar copia del testimonio notarial que acredite la personalidad y ciudadanía de su representante legal.

Artículo 18.- La presentación de la solicitud de registro deberá estar acompañada de todos los documentos señalados en el artículo anterior, a fin de que el Registro pueda resolver sobre la procedencia de la inscripción en un plazo que no podrá exceder de  treinta días contados a partir de que reciba la solicitud.

Artículo 19.- El Registro resolverá la improcedencia de la solicitud cuando la documentación presentada contenga alguna irregularidad, se compruebe fehacientemente que no cumple con el objeto social que se establece en su acta constitutiva, o bien que ésta contiene las disposiciones señaladas en el artículo 18 de esta ley.

Artículo 20.- El Registro concentrará toda la información que forme parte o se derive del trámite y gestión respecto de la inscripción de las organizaciones en el mismo, así mismo incluirá  la  relacionada con todas las acciones de fomento que las dependencias o entidades emprendan con relación a las organizaciones registradas.

Las dependencias, entidades, organizaciones inscritas,  y el público en general tendrán acceso a la información existente en el Registro, con el fin de  informar el estado que guardan los procedimientos del mismo.

En ningún caso la información con la que cuente el Registro relacionada con los estímulos y apoyos que reciban las organizaciones civiles podrá ser clasificada como información reservada. 

Capítulo Quinto 

Del Consejo Técnico Consultivo  

Artículo 21.- La Secretaría Técnica contará con el apoyo de un Consejo Técnico Consultivo, como órgano de asesoría y consulta, de carácter honorífico que tendrá por objeto proponer, opinar y emitir recomendaciones respecto de la administración, dirección y operación del Registro, así como concurrir anualmente con la Comisión Estatal para realizar una evaluación conjunta de las políticas y acciones de fomento.

Artículo 22.- El Consejo se integrará de la siguiente forma:

I. Un servidor público que designe la Comisión Estatal, quien lo presidirá;

II. Cinco representantes de organizaciones de la sociedad civil inscritas en el Registro, uno por cada Región del Estado, cuya presencia en el Consejo será por tres años, renovándose por tercios cada año. La Comisión Estatal emitirá la convocatoria para elegir a los representantes de las organizaciones inscritas en el Registro, en la cual deberán señalarse los requisitos de elegibilidad, atendiendo a criterios de representatividad, antigüedad, membrecía y desempeño de las organizaciones;

III. Cuatro representantes de los sectores académico, profesional, científico y cultural; la Comisión Estatal emitirá las bases para la selección de estos representantes;

IV. Un representante del Poder Legislativo, siendo éste el Coordinador de la Comisión Legislativa cuya competencia sea afín a la materia que regula esta ley; y

V. Un Secretario Ejecutivo, designado por el Consejo a propuesta del Presidente del mismo.

Artículo 23.- El Consejo sesionará ordinariamente por lo menos dos veces al año, y extraordinariamente, cuando sea convocado por su Presidente o por un tercio de los miembros del Consejo, para que sus decisiones sean validas tendrá que ser tomadas por mayoría de votos de sus integrantes.

La Secretaría Técnica será la encargada de proveer de lo necesario al Consejo y a sus integrantes, a fin de que éste pueda llevar acabo sus funciones.

Artículo 24.- Para el cumplimiento de su objeto, el Consejo tendrá las funciones siguientes:

I. Analizar las políticas del Estado y los municipios en materia de fomento a las actividades señaladas en esta ley, así como formular opiniones y propuestas sobre su aplicación y orientación;

II. Impulsar la participación ciudadana y de las organizaciones en el seguimiento, operación y evaluación de las políticas del Estado  y los municipios señaladas en la anterior fracción;

III. Integrar las comisiones y grupos de trabajo que sean necesarios para el ejercicio de sus funciones;

IV. Sugerir la adopción de medidas administrativas y operativas que permitan el cumplimiento de sus objetivos y el desarrollo eficiente de sus funciones;

V. Coadyuvar en la aplicación de la presente ley;

VI. Emitir recomendaciones para la determinación de infracciones y su correspondiente sanción, en los términos de esta ley. Las recomendaciones carecen de carácter vinculatorio, y

VII. Expedir el Manual de Operación conforme al cual regulará su organización y funcionamiento.

Capítulo Sexto 

De las Infracciones, Sanciones y Medios de Impugnación 

Artículo 25.- Constituyen infracciones a la presente ley, por parte de los sujetos a que la misma se refiere y que se acojan a ella:

I. Realizar actividades de autobeneficio o de beneficio mutuo;

II. Distribuir remanentes financieros o materiales provenientes de los apoyos o estímulos públicos entre sus integrantes;

III. Aplicar los apoyos y estímulos públicos federales que reciban a fines distintos para los que fueron autorizados;

IV. Una vez recibidos los apoyos y estímulos públicos, dejar de realizar la actividad objeto de la organización civil;

V. Realizar cualquier tipo de actividad que pudiera generar resultados que impliquen proselitismo político, a favor o en contra, de algún partido o candidato a cargo de elección popular;

VI. Llevar acabo actividades que  tengan por objeto la realización de proselitismo de índole religioso;

VII. Realizar actividades ajenas a su objeto social;

VIII. No destinar sus bienes, recursos, intereses y productos a los fines y actividades para los que fueron constituidas;

IX. No presentar los  informes que les solicite la dependencia o entidad competente que les haya otorgado o autorizado el uso de apoyos y estímulos públicos;

X. Abstenerse de mantener disponible  la información de las actividades que realicen con la aplicación de los apoyos y estímulos públicos que hubiesen utilizado;

XI. Omitir información o incluir datos falsos en los informes;

XII. No informar al Registro dentro del plazo de cuarenta y cinco días hábiles, contados a partir de la decisión respectiva, sobre cualquier modificación a su acta constitutiva o estatutos, o sobre cualquier cambio relevante en la información proporcionada al solicitar su inscripción en el mismo; y

XIII. No cumplir con cualquier otra obligación que le corresponda en los términos de la presente ley.

Artículo 26.- La Comisión Estatal, a través de la Secretaría Técnica, impondrá a la organización que comenta alguna de las infracciones señaladas en el artículo anterior, las siguientes sanciones:

I. Apercibimiento: cuando la organización incurra por primera vez en alguna de las infracciones señaladas en esta ley, se le apercibirá para que, en un plazo no mayor a treinta días hábiles, contados a partir de la notificación respectiva, subsane la irregularidad;

II. Multa: cuando la organización que haya sido objeto de apercibimiento  y no subsane la irregularidad en el plazo establecido por la fracción anterior y tratándose  del incumplimiento de los supuestos a que se refieren las infracciones VII, VIII, IX, X, XI, XII y XIII del artículo 25 de esta ley; se impondrá una multará hasta por el equivalente a trescientos días de salario mínimo general vigente en el Estado;

III. Suspensión temporal: en caso de reincidencia  respecto de infracciones que hubiesen dado lugar a la imposición de multa, la organización será sancionada  con la suspensión de su inscripción en el Registro por un año, contado a partir de la notificación;

IV. Cancelación definitiva de su inscripción en el Registro: en el caso de infracción reiterada o causa grave. Se considera infracción reiterada el que una misma organización que hubiese sido previamente suspendida temporalmente, se hiciera acreedora a una nueva suspensión temporal, sin importar cuáles hayan sido las disposiciones de esta ley cuya observancia hubiere violado. Se considera como causa grave incurrir en cualquiera de los supuestos a que se refieren las fracciones I, II, III, IV, V y VI del artículo 25 de la presente ley.

Las sanciones a que se refiere este artículo, se aplicarán sin perjuicio de las responsabilidades civiles, penales y administrativas a que haya lugar, conforme a las disposiciones jurídicas aplicables.

En caso de que una organización sea sancionada con suspensión o cancelación definitiva de la inscripción, la Comisión Estatal, por conducto de la Secretaría Técnica, deberá dar aviso, dentro de los quince días hábiles posteriores a la notificación de la sanción, a la autoridad fiscal correspondiente, a efecto de que ésta conozca y resuelva de acuerdo con la normatividad vigente, respecto de los beneficios fiscales que se hubiesen otorgado en el marco de esta ley.

Artículo 27.- En contra de las resoluciones que se dicten conforme a esta ley, su Reglamento y demás disposiciones aplicables, procederán los medios de impugnación  establecidos en la Ley de Procedimiento Administrativo  para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

T R A N S I T O R I O S

Primero.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el periódico oficial del Estado.

Segundo.- La Comisión Estatal convocará a los representantes de las asociaciones y sectores académico, profesional, científico y cultural, con la finalidad de integrar el Consejo Técnico Consultivo, en los términos de esta ley en un plazo no mayor a 180 días, a partir de la entrada en vigor de la ley.

“POR UNA  PATRIA ORDENADA  Y GENEROSA  Y UNA VIDA MEJOR  Y MAS DIGNA PARA  TODOS”.

ATENTAMENTE.

Saltillo, Coahuila a 01 de septiembre de 2011

DIP. ESTHER QUINTANA SALINAS

DIP. MARIO A. DAVILA DELGADO


DIP. RODRIGO RIVAS URBINA

DIP. CARLOS U. ORTA CANALES


DIP. JOSE MIGUEL BATARSE SILVA

FUENTE:

http://www.fundacionpreciado.org.mx/biencomun/bc151/civil.pdf
http://es.wikipedia.org/wiki/Sociedad_civil_(ciencia_pol%C3%ADtica)
REINSERCIÓN  DE LAS ORGANIZACIONES CIVILES EN MÉXICO. ESTUDIO COMPARATIVO DE LA LEY DE FOMENTO EN DIEZ ESTADOS, 2010, Pablo Vargas González, Área de Ciencia Política de la Universidad Autónoma de la Ciudad de México.

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE MODIFICA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA “LEY PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN EL ESTADO DE COAHUILA”, QUE PRESENTA EL DIP. FERNANDO DE LAS FUENTES HERNÁNDEZ, CONJUNTAMENTE CON LOS DEMÁS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “JOSÉ MA. MORELOS Y PAVÓN”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO

PRESENTE.

El suscrito Diputado Fernando Donato de las Fuentes Hernández, del Grupo Parlamentario “José María Morelos y Pavón” del Partido Revolucionario Institucional conjuntamente con  las Diputadas y Diputados que también suscriben el presente documento, con apoyo en lo dispuesto por los artículos 59 fracción I, 60 y 67 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila, así como 37, 48 fracción V, 181 fracción I, 184, 190, 191, 205 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, nos permitimos presentar a esta soberanía la presente Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma los artículos 1º, el tercer párrafo del artículo 3º y la fracción I del artículo 4º de la Ley para el Desarrollo Integral de las Personas con Discapacidad en el Estado de Coahuila, al tenor de la siguiente:
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Un grupo de población que desde hace años ha cobrado especial interés tanto en el ámbito internacional como nacional, es la población con discapacidad. Durante los últimos años, distintas dependencias gubernamentales y la sociedad civil han sumado esfuerzos para promover políticas que propicien la integración social de estas personas en el país.

En este contexto el suscrito recibió la inquietud de un grupo de personas que presentan discapacidad, para solicitar la adecuación de la ley de la materia en el Estado, así como de los alumnos de la carrera de Derecho del Tecnológico de Monterrey Campus Saltillo, preocupados por su entorno social y la situación actual de los discapacitados en el Estado de Coahuila.

Atendiendo a ello y a nuestro permanente interés como Grupo Parlamentario de contribuir a generar un marco legal acorde a las necesidades de las personas con discapacidad, presentamos esta iniciativa con proyecto de decreto para reformar la Ley para el Desarrollo Integral de los Discapacitados en el Estado de Coahuila, con el objetivo de  crear las condiciones en las que nuestra Entidad deberá promover, proteger y asegurar el pleno ejercicio de los derechos humanos y libertades fundamentales de las personas con discapacidad, asegurando su plena inclusión a la sociedad en un marco de respeto, igualdad y equiparación de oportunidades. 

Lo anterior para proporcionar un conjunto de elementos que sirvan para incluir plenamente a este grupo de la población. Coahuila ha sido promotor del progreso de las personas con discapacidad, junto con los organismos internacionales, sin embargo, el marco jurídico estatal en la actualidad requiere actualización, pues no obstante que contamos con una ley que data de 1997, que regula en buena medida la situación jurídica de las personas con discapacidad, en ocasiones los derechos de estas personas son transgredidos, impidiendo su  desarrollo e inclusión a la sociedad; siendo sujetos de discriminación y desigualdad. 
Actualmente, nacer sin discapacidades no significa tener la garantía de continuar así el resto de la vida; y de hecho no es así, pues según el Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática (INEGI), de acuerdo con datos del Censo de Población y Vivienda 2010, en Coahuila casi seis de cada 100 personas (el 5.7 % de la población), tienen una discapacidad y de ellos la mayoría a causa de enfermedades y accidentes.  El INEGI indica que en Coahuila hay 122 mil 185 personas con discapacidad. Para dimensionar el dato se puede decir que el número equivale a casi el total de los habitantes de Acuña. Del total de personas con discapacidad, el 40% fue a causa de enfermedad; el 20.8 % por edad avanzada; el 17.3 % por accidentes y el 14.6 % por nacimiento; un 9.1 % por otras causas. La discapacidad mayor que padecen los coahuilenses es, según el Censo de Población y Vivienda 2010, la de caminar o moverse, presentada por el 53.8 % del grupo vulnerable.
Por tanto, se requiere reformar la Ley para el Desarrollo Integral de las Personas con Discapacidad en el Estado de Coahuila, de manera que se garantice el cumplimiento de los derechos fundamentales de las personas con discapacidad consagrados en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, asegurando así su plena inclusión a la sociedad en un marco de respeto, igualdad y equiparación de oportunidades. 

Consideramos que, a través de las reformas que se proponen en esta iniciativa, es posible actualizar la legislación que requiere nuestro Estado para salvaguardar los derechos humanos sin perjudicar ni alterar los derechos de los discapacitados. 
Por vía de ejemplo, la Ley para el Desarrollo Integral de las Personas con Discapacidad en el Estado de Coahuila no establece para los discapacitados, ciertos derechos fundamentales que debe de garantizar el Estado para su plena inclusión a la sociedad y dentro de éstos últimos, entre otras, refiere el artículo 1º, los objetivos generales de la ley, sin embargo, no se incluye la obligación que tiene el Estado de  promover, proteger y asegurar el pleno ejercicio de los derechos humanos y libertades fundamentales de las personas con discapacidad, y que deberá incluirlos a la sociedad en un marco de respeto, igualdad y equiparación de oportunidades. 

Así mismo en su artículo 3º en donde se establece el significado de “discapacidad” se hace una distinción discriminatoria entre las personas que no poseen ninguna limitación física o mental utilizando el término “normal”,  pues las personas con discapacidad son tan normales como cualquier otro ser humano, pero que ha tenido que enfrentarse a una disminución de carácter física o mental lo que ha propiciado que se genere una barrera ante el entorno social en el que habita y que no le permite desarrollarse y ser incluido en la sociedad, por lo que se propone  una nueva definición en la cual no se haga esta distinción y que incluya, además, a las personas que pudieran ser objeto de alguna discapacidad en un futuro. 

En su artículo 4º la mencionada ley no reconoce expresamente los derechos fundamentales de los discapacitados en su totalidad, sino que se limita a enumerar unos cuantos, y aunque ello no ha  impedido generar condiciones favorables de desarrollo en este grupo poblacional, el que se incluyan en la ley local, permitirá que se les proteja aún más, evitándoles así cualquier vulnerabilidad o violación. 

Por ello, se propone que se incluyan en la ley todos los derechos que establece el orden jurídico mexicano, sin distinción de origen étnico, nacional, género, edad, condición social, económica o de salud, religión, opiniones, estado civil, preferencias sexuales, embarazo, identidad política, lengua, situación migratoria o cualquier otra característica propia de la condición humana o que atente contra su dignidad. 

Por lo que, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 59 fracción I, 60 y 67 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila, así como 37, 48 fracción V, 181 fracción I, 184, 190, 191, 205 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Congreso del Estado, la siguiente:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO

PRIMERO.- Se modifican el artículo 1º, el tercer párrafo del artículo 3º y la fracción I del artículo 4º de la Ley para el Desarrollo Integral de las Personas con Discapacidad en el Estado de Coahuila, para quedar como siguen:

Artículo 1. La presente ley es de orden público y de interés general, sus disposiciones son de observancia obligatoria en el Estado, y tiene por objeto establecer y regular las medidas y acciones tendientes a promover el desarrollo integral de las personas con discapacidad y asegurar el pleno ejercicio de sus derechos humanos y libertades fundamentales; asimismo, motivar a la colectividad para que favorezca la incorporación de este grupo a las diferentes actividades sociales dentro de  un marco de respeto, igualdad y equiparación de oportunidades. 

Artículo 3. …

…
Discapacidad es aquella restricción de la cual es objeto una persona, ya sea congénita o adquirida, que presenta una o más disminuciones de carácter físico, mental, intelectual o sensorial, ya sea permanente o temporal y que al interactuar con las barreras que le impone el entorno social, impide su inclusión plena y efectiva, en igualdad de condiciones con los demás.
…

…

…

…

…

…

…

Artículo 4. …

I. Todos los que establece la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sin distinción de origen étnico, nacional, género, edad, condición social, económica o de salud, religión, opiniones, estado civil, preferencias sexuales, embarazo, identidad política, lengua, situación migratoria o cualquier otra característica propia de la condición humana.

II. …

III. …

IV. …

V. …

ARTÍCULOS TRANSITORIOS.

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Se derogan las disposiciones que se opongan al presente decreto.

Por lo expuesto y fundado, ante esta soberanía respetuosamente solicitamos que las reformas presentadas sean votadas a favor.

SALON DE SESIONES DEL 

H. CONGRESO DEL ESTADO

Saltillo, Coahuila a 01 de septiembre de 2011

Del Grupo Parlamentario “José María Morelos y Pavón” del Partido Revolucionario Institucional

DIPUTADO FERNANDO DONATO DE LAS FUENTES HERNÁNDEZ
Dip. Francisco Tobias Hernández 
Dip. Shamir Fernández Hernández

Dip. Jessica Luz Agüero Martínez 
Dip. Juan Francisco González González

Dip. Hilda Esthela Flores Escalera
Dip. Rogelio Ramos Sánchez

Dip. Enrique Martínez y Morales 
Dip. Jesús Mario Flores Garza

Dip. Ignacio Segura Teniente 
Dip. Cristina Amezcua González 

Dip. Raúl Onofre  Contreras 
Dip. Ramiro Flores Morales

Dip. Salomón Juan Marcos Issa 
Dip. Jesús Salvador Hernández Vélez

Dip. Jaime Russek Fernández 
Dip. José Antonio Campos Ontiveros

Dip. Verónica Martínez García 
Dip. Verónica Boreque Martínez González

Dip. José Isabel Sepúlveda Elias
Dip. Osvelia Urueta Hernández

Dip. Javier Fernández Ortíz
Dip. José Manuel Villegas González

C.  PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA DEL 

H. CONGRESO DEL ESTADO 

P R E S E N T E.-

La Diputada Esther Quintana Salinas en conjunto con los Diputados del Grupo  Parlamentario “Felipe Calderón Hinojosa” del Partido Acción Nacional, que al calce firman, integrantes de la LVIII Legislatura del Congreso del Estado, acudimos con fundamento en los artículos 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; y 48 fracción V, 181 fracción I,  y demás  relativos de la  Ley Orgánica del Congreso de  Estado, a presentar ante esta Soberanía la siguiente:

INICIATIVA DE REFORMA A LOS ARTÍCULOS 183, 184 Y 195 DE LA LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, en base a la siguiente:
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

La Constitución Política de nuestro Estado, establece en su artículo séptimo la prohibición a toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos humanos y libertades de estas personas. La ley establecerá mecanismos a favor de dichas personas, para que el goce de sus derechos de libertad, igualdad, seguridad jurídica y justicia social, sean reales, efectivos y equitativos dentro del estado humanista, social y democrático de derecho que salvaguarda esta Constitución
.


De entre las prerrogativas que el máximo ordenamiento local reconoce y protege a los ciudadanos se encuentra el señalado por el artículo 59,  en donde se establece el derecho a los Diputados, al Gobernador del Estado, al Tribunal Superior de Justicia, a los ayuntamientos, a los organismos públicos autónomos, a los ciudadanos coahuilenses o quienes hayan residido en él por más de tres años y al Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública, para iniciar leyes o decretos.


En el artículo subsecuente se dispone que las iniciativas presentadas por el Gobernador, el Tribunal Superior, los organismos autónomos y los ayuntamientos, pasarán a las comisiones correspondientes, mientras que aquéllas que hubieren sido presentadas por los diputados, se sujetarán a lo dispuesto en la Ley Orgánica del Congreso. 


Así mismo, determina que las que hubiesen sido presentadas por ciudadanos coahuilenses o residentes del Estado, se sujetarán al trámite que establezcan las disposiciones aplicables.


Al respecto, la Ley Orgánica del Congreso del Estado establece en su  artículo 195, que las iniciativas de los diputados se presentarán al Presidente de la Mesa Directiva por lo menos veinticuatro horas antes de la sesión, por escrito y firmadas por su autor o autores, concebidas en los términos en que crea (n) deba expedirse la ley, mientras que el artículo 181, dispone que las iniciativas que sean presentadas por ciudadanos o residentes, se sujetarán a lo establecido en la ley de la materia, además de enumerar en el artículo 184 los que deberán reunir cuando sean presentadas por quienes ostenten tal carácter.


Estos son: la presentación de una exposición de motivos que exprese el objeto de la iniciativa, las consideraciones jurídicas que la fundamentan, el texto del proyecto de ley o decreto, la fecha de presentación, el nombre de quienes suscriben y la solicitud de que sean aprobadas por el Congreso.


En este mismo sentido, la ley de la materia, es decir, la Ley de Participación Ciudadana para el Estado, establece que la iniciativa popular es el derecho de los ciudadanos coahuilenses y de los que sin serlo acrediten haber residido en el Estado por más de tres años, para iniciar leyes, decretos, reglamentos o normas administrativas de carácter general, así mismo, que sea presentada por escrito, dirigida a la autoridad competente para conocer de la misma, señalar un domicilio para oír y recibir toda clase de documentos y/o notificaciones, el lugar donde resida la autoridad, y el nombre y firma de quien la presenta.


Como puede apreciarse, la disparidad de requisitos establecidos a las instituciones y a los ciudadanos es contundente, e impone a un trato distinto.


Los requisitos son sin duda alguna, un filtro que permite garantizar que todas aquellas propuestas presentadas deriven de un análisis previo que justifica su realización y la conveniencia de su aprobación.


Sin duda alguna, la existencia de estos requisitos no es garantía de que la iniciativa planteada sea certera o adecuada, pero sí brinda al legislador la oportunidad de contar con una visión más amplia y cercana a aquella bajo la que se realizó el estudio de la propuesta, teniendo así un panorama más fiel del asunto en cuestión.


Igualmente, se presenta un trato discriminatorio respecto al plazo señalado  para la dictaminación las iniciativas presentadas por ciudadanos coahuilenses, siendo éste de 180 días naturales, mientras que las disposiciones complementarias que rigen el trabajo de las comisiones determina que éstas deberán  dictaminar  en un plazo máximo de 60 días naturales contados a partir de la fecha en la que fueren turnados, 


La generalidad debe constituir una característica de todo ordenamiento legal, de manera tal que comprenda a todos aquellos que se encuentran en las condiciones previstas por ella, sin excepciones de ninguna clase o tratamientos especiales.


Desde esta perspectiva, se vuelve imperativo proponer una reforma que permita la homologación de los requisitos a fin de proporcionar mayor equidad y evitar  que los coahuilenses reciban en el ejercicio de los derechos que les concede la normatividad local, un trato discriminatorio o que atente contra el pleno ejercicio de los mismos.


Por lo anteriormente expuesto, tenemos a bien presentar ante esta H. Soberanía el siguiente proyecto de:

DECRETO No..…

Único: Se modifican el artículo 183, 184 y 195 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, para quedar en los siguientes términos:

ARTÍCULO 183. Las iniciativas presentadas por los sujetos a que se refiere la fracción VII del artículo 181 de esta ley, se dictaminarán en un plazo que no exceda de sesenta días  naturales, contados a partir de la fecha en la que fueren turnadas a la comisión correspondiente.
ARTÍCULO 184. Las iniciativas  realizadas  por los sujetos señalados en el artículo 181 de esta ley, deberán presentarse por escrito y estar firmadas por su autor o autores.  

Asimismo, deberán ser dirigidas a la autoridad competente, contener una exposición de motivos en la que se exprese el objeto de las mismas, las consideraciones jurídicas que las fundamentan, el texto del proyecto de ley o decreto, la fecha de presentación, el nombre de quienes las suscriben, señalar un domicilio para oír y recibir toda clase de documentos y/o notificaciones en el lugar donde resida la autoridad y la solicitud de que sean aprobadas por el Congreso.  

ARTÍCULO 195. Las iniciativas de los diputados se presentarán ante el Presidente de la Mesa Directiva, por lo menos veinticuatro horas antes de la sesión y deberán contener los requisitos establecidos en el artículo 184 de esta ley.

TRANSITORIOS

Único: El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA Y UNA VIDA MEJOR Y MÁS DIGNA PARA TODOS”

Grupo  Parlamentario del Partido Acción Nacional, “Lic. Felipe Calderón Hinojosa

ATENTAMENTE

Saltillo, Coahuila, a  01 de septiembre  del 2011

DIP. ESTHER QUINTANA SALINAS.

DIP. MARIO A. DAVILA DELGADO

DIP. RODRIGO RIVAS URBINA

DIP. CARLOS U. ORTA CANALES

DIP. JOSE MIGUEL BATARSE SILVA

C.  PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA DEL 

H. CONGRESO DEL ESTADO 

P R E S E N T E.-

El Diputado Mario Alberto Dávila Delgado, en conjunto con los diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Lic. Felipe Calderón Hinojosa” del Partido Acción Nacional, que al calce firman, integrantes de la LVIII Legislatura, acudimos con fundamento en los artículos 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; y 48 fracción V, 181 fracción I,  y demás  relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, a presentar ante esta Soberanía la siguiente:

 INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO EN LA QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSOS ARTÍCULOS DE LA LEY DE PROFESIONES PARA EL ESTADO COAHUILA DE ZARAGOZA, en base a la siguiente:
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El Artículo 5 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece claramente, la libertad para que todas las personas puedan dedicarse a la profesión, industria, comercio o trabajo que les acomode, siendo lícitos, y señala la obligación para cada Estado, a fin de que dentro de su territorio, determine cuales son las profesiones que necesitan título para su ejercicio, las condiciones que deban llenarse para obtenerlo y las autoridades que han de expedirlo. 

En estas condiciones, el grupo parlamentario del PAN “LIC. FELIPE CALDERÓN HINOJOSA”, consecuente con la experiencia del medio profesional de la Entidad y  considerando que los lineamientos de la  Ley de Profesiones vigente, tienen que actualizarse a la realidad, ha elaborado el Proyecto de Decreto que se acompaña y en el cual se determina cuales son las profesiones que dentro del Estado requieren título para su ejercicio señalando las condiciones en que los profesionistas deben actuar en el ejercicio de sus actividades. 

Se ha considerado necesario exigir para el ejercicio de las diversas Profesiones enumeradas en el Proyecto que se remite, la existencia de un Título Profesional en cuanto que éste compruebe a la sociedad el hecho de que se han efectuado estudios conformes los planes y programas adecuados, suficientes para garantizar a la propia sociedad la intervención de personas debidamente preparadas para solucionar los problemas que a los que posean tal título se les encomiendan, evitando en esta forma, los múltiples engaños de que son objeto, principalmente a la clase humilde que por desconocimiento o ignorancia de la calidad que reúne un Profesionista titulado, encomienda la solución de los casos que se les presentan a individuos que carecen de los conocimientos indispensables para ayudar a quien lo solicita. 

En la propia Iniciativa se prevé que los profesionistas que se ostenten como tal, forzosamente cuenten con Título y Cedula profesional o con la autorización correspondiente legalmente expedida.

En esta iniciativa planteamos también que los delitos en materia de profesiones serán perseguidos de oficio por el Ministerio Público, y sancionados conforme a los ordenamientos penales aplicables.

La Iniciativa en general tiene el propósito de garantizar la satisfacción de los intereses sociales.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, nos permitimos poner a consideración de esta Soberanía la siguiente Iniciativa con proyecto de:
DECRETO:
Artículo Primero.-  Se reforman los artículos, 1, 6, fracciones IV, XIV, XVI y XVII, 8, segundo párrafo, 17, fracciones II, III y IV, 18, fracciones VII y VIII, 19, fracciones V y VI, 25, fracción II, 27, fracciones XII y XIII, 35, segundo párrafo, 44, primer párrafo, 45, fracciones II y III, y 47, último párrafo; se adicionan los artículos 6, fracciones XVIII y XIX, un párrafo al 10, 14 bis ,17, fracción V, 17 bis,18, fracción, IX, 19, fracciones VII, VIII y IX, 19 bis, 27, fracciones XIV, XV y XVI, un segundo párrafo al 36, 36 bis, un segundo párrafo al 43 y 45 fracciones IV y V de la Ley de Profesiones para el Estado de Coahuila de Zaragoza,  para quedar como sigue:
ARTICULO 1º.- Las disposiciones de esta ley son de orden público, interés social y observancia general en el Estado de Coahuila de Zaragoza y tienen por objeto establecer el marco jurídico de las profesiones que requieren título para su ejercicio profesional, los requisitos para expedirlo y condiciones para obtenerlo, del servicio social de estudiantes y profesionistas, del ejercicio de estos últimos y de sus colegios, para garantizar a la sociedad la calidad de los servicios que se ofrecen, mediante mecanismos permanentes de mejoramiento, autocontrol,  supervisión y corrección.

ARTÍCULO 6º.- …… 

I.-  al III.- …..

IV.- Suspender o cancelar el registro y la cédula a los profesionistas, cuando se determine con base en ésta o en otras leyes y en cumplimiento de sentencia ejecutoriada dictada por autoridad judicial competente;

V.- al XIII.-…….

XIV.- Hacer del conocimiento de las autoridades competentes, las infracciones a esta ley que pudieran constituir la comisión de un delito en el ejercicio de una profesión o en la usurpación de la misma;

XV.- 

XVI.- Difundir por los medios más idóneos, los nombres de los profesionistas y colegios que cuenten con registro; 

XVII.-Ser árbitro a petición de parte, en los conflictos que se susciten entre las agrupaciones de profesionistas, entre los miembros de éstas o con otros profesionistas, o entre profesionistas y sus clientes, emitiendo el laudo correspondiente;

XVIII.- Instaurar los procedimientos administrativos que se deriven de las infracciones previstas en esta ley y demás disposiciones normativas que regulen el ejercicio profesional; y

XIX.- Las demás que deriven de las leyes o reglamentos de la materia

ARTICULO 8º.- ……..

La Secretaría de Educación Pública del Estado, determinará las características físicas y requisitos para los títulos que se expidan en la entidad, así mismo determinará los requisitos para la revalidación y registro de los títulos emitidos por instituciones extranjeras.
ARTICULO 10.- Las profesiones y ramas profesionales que requieren título para su ejercicio en el Estado de Coahuila de Zaragoza, son aquellas derivadas de la conclusión de estudios de los niveles técnico, licenciatura, especialidad, maestría, doctorado o cualquier otro nivel o grado académico provenientes de la educación universitaria, normal tecnológica o de diversa naturaleza que exista al amparo del sistema educativo nacional.

En el Estado de Coahuila de Zaragoza será obligatorio tener título para ejercer en todas sus ramas y especialidades, las siguientes profesiones:

…….

…….

…….

…….

…….

…….

…….

…….

…….

…….

…….

…….

…….

…….

…….

…….

…….

…….

…….

ARTICULO 14 BIS.- Para que pueda registrarse un título profesional expedido por institución que no forme parte del sistema educativo nacional será necesario que la Secretaría de Educación Pública revalide, en su caso, los estudios correspondientes y que el interesado acredite haber prestado el servicio social.

Los títulos expedidos en el extranjero serán registrados por la Secretaría de Educación Pública, siempre que los estudios que comprenda el título profesional sea igual o similar a los que se impartan en instituciones que formen parte del sistema educativo nacional. En los casos en que resulte imposible establecer la igualdad o similitud de estudios en la forma prevista en los términos del párrafo anterior, se establecerá un sistema de equivalencia de estudios, sometiendo, en su caso, a los interesados a pruebas o exámenes, para la comprobación de sus conocimientos.

ARTICULO 17.-  En el estado, los profesionistas gozarán de los siguientes derechos:

I.- ……..

II.- Cobrar honorarios por el servicio efectuado, en consideración a lo previsto en los aranceles, tabuladores o convenios previamente establecidos; a falta de los anteriores, lo que se resuelva en el laudo o resolución que determine juez competente previo el procedimiento correspondiente; 

III.- Agruparse en colegios, en los términos del Capítulo VI de esta ley; 

IV.- Participar en los procesos de certificación voluntaria que se organicen, según lo previsto en el artículo 23 de esta ley; y

V.- Las demás que deriven de esta ley, de su reglamento y de otras disposiciones jurídicas aplicables.

ARTICULO 17 BIS.- Los profesionistas podrán asociarse para ejercer, ajustándose a las prescripciones de las leyes relativas; pero la responsabilidad en que incurran será siempre individual.

ARTICULO 18.-  Quienes ejerzan una profesión deberán:

I.- al VI.-….. 

VII.- Citar en el local donde ofrece sus servicios y en cualquier medio de publicidad que utilice, su grado académico, la institución educativa que se lo otorgó, la clave de registro profesional y, en su caso, el colegio al cual pertenece; 

VIII.- Responder por los daños y perjuicios ocasionados a los clientes de los servicios profesionales conforme a lo previsto por las disposiciones jurídicas aplicables; y

IX.- Cualquier otra derivada de las leyes o reglamentos aplicables en la materia

ARTICULO 19.-  Quienes ejerzan una profesión, en ningún caso podrán:

I.- al IV.- ……..

V.- Disponer o hacer uso de dinero, bienes muebles o inmuebles, o documentos que le sean confiados por sus clientes en el ejercicio profesional; 

VI.- Conferir, sin la debida supervisión, el desempeño de las actividades profesionales o de comisiones relacionadas con ésta, a personas que carezcan de título profesional registrado o de la autorización correspondiente;

VII.- Autorizar con su firma, sin previo análisis y evaluación, como si fuera trabajo propio y con motivo del ejercicio profesional, escritos, recetas, planos, dictámenes y cualquier otro acto análogo efectuado por quien no tenga título profesional registrado o autorización para ejercer;

VIII.- Obtener retribuciones por remitir o recomendar a otros profesionales la atención de sus clientes; y

IX.- Cualquier otra derivada de las leyes o reglamentos aplicables.

ARTICULO 19 BIS.-  Es derecho de los clientes de los servicios profesionales, exigir el cumplimiento de las obligaciones del profesional, tener acceso a los documentos e información relativa del servicio y conocer el contrato y el costo de los servicios prestados.

Es obligación del cliente proporcionar al profesionista toda la documentación e información disponible para el desempeño del servicio adecuado, retribuir al profesionista los honorarios convenidos y cumplir con los términos y condiciones pactadas para la prestación del servicio profesional.

ARTICULO 25.-  En el Estado de Coahuila de Zaragoza las agrupaciones de profesionistas funcionarán como colegios, cuando cumplan los siguientes requisitos:

I.- ……..

II.- Contar con un mínimo de treinta profesionistas legalmente acreditados, para el caso de que la agrupación de profesionistas esté integrada por profesionales a nivel técnico, normal o licenciatura; y mínimo 20 miembros para los casos de los profesionistas que tengan especialidad o en su caso grado de maestría o doctorado; 

III.- ……..

…….

…….

…….

……….

ARTICULO 27.-  Los colegios de profesionistas tendrán las siguientes atribuciones: 

I.- al XI.-………. 

XII.- Participar en la promoción de los procesos de certificación voluntaria; 

XIII.-  Gestionar la obtención de créditos pecuniarios en beneficio de su agrupación, a efecto de ofrecer mejores servicios directos a la comunidad, y para la realización de actividades académicas, de investigación o de intercambio;

XIV.- Establecer conforme a la Ley, los mecanismos que les permitan allegarse fondos para su subsistencia, la realización de sus objetivos y fines esenciales, así como la constitución de su propio patrimonio; y

XV.- Colaborar con los Poderes Públicos en consultas profesionales, así como en investigación científica y técnica siempre que para ello fueren requeridos; y

XVI.- Proponer aranceles para el cobro de los servicios profesionales.

ARTICULO 35.-  ……….

El servicio a que se refiere esta Sección, podrá ser remunerado, pero siempre se buscarán las condiciones para que los honorarios se fijen en montos accesibles a los beneficiarios del servicio. Cuando absorban totalmente las actividades del prestador, dicha remuneración deberá ser en cantidad suficiente para satisfacer sus necesidades en la prestación del servicio.

ARTICULO 36.-  Los profesionistas que presten servicio social, están obligados a ofrecerlo con la calidad del que brindan en su ejercicio regular, y estarán sujetos sin excepción, a las obligaciones que ésta y otras leyes les imponen.

Los profesionistas podrán prestar los servicios de índole social en comunidades de escasos recursos, instituciones públicas o privadas, en agrupaciones de profesionistas, o en donde la Dirección de Profesionistas determine, a través de asesoría, consultas, aportación de datos o ejecución de trabajos de su profesión.

ARTICULO 36 BIS.- Los profesionistas que no estén afiliados a algún colegio de profesionistas, podrán comprometerse con la Secretaría de Educación Pública en el Estado, para la prestación del servicio social profesional y acreditar ante la misma, su cumplimiento para que le sea entregada la constancia correspondiente, la cual deberá entregarse en un evento publico ante el Gobernador del Estado o su representante.

ARTICULO 43.-  El ejercicio profesional puede dar lugar a responsabilidad penal, civil o administrativa, en los términos de las legislaciones aplicables.

Los delitos en materia de profesiones serán perseguidos de oficio por el Ministerio Público, y sancionados conforme a los ordenamientos penales aplicables.
ARTICULO 44.-  Los colegios de profesionistas, los profesionistas, los clientes  que hagan uso de los servicios que ofrezcan estos últimos y, en general, cualquiera persona interesada en el ejercicio profesional, podrá denunciar por escrito ante la Secretaría de Educación Pública del Estado, a quien sin título o autorización legalmente expedidos, ejerza alguna de las profesiones que requieran título y cédula para su ejercicio y  los hechos que consideren como infracción a esta ley.
……..

ARTÍCULO 45.-  Son infracciones de los profesionistas:

I.- …..

II.- Ejercer la profesión habiéndose decretado judicialmente la suspensión o inhabilitación; 

III.- Ejercer la profesión libremente y encontrarse en el supuesto a que se refiere el artículo 20 de esta ley;

IV.- Ejercer una profesión sin tener Titulo y Cedula Profesional o autorización legalmente expedida; y

V.- Abstenerse, sin causa justificada, de prestar los servicios profesionales de índole social estando obligado a ello; 

ARTÍCULO 47.-  La comisión de las infracciones enunciadas en los artículos 45 y de la presente ley, serán sancionadas con:

I.- al IV.- ….. 

…….

La persona que sin ser profesionista se ostente como tal, será sancionada en los términos de la legislación penal. En la imposición de las sanciones se deberá considerar; las circunstancias en que fue cometida la infracción, la gravedad de la misma, las condiciones económicas del profesional o del colegio y la reincidencia si la hubiese.

T R A N S I T O R I O 
ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

 “POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA Y UNA VIDA MEJOR Y MAS DIGNA PARA TODOS”

Saltillo Coahuila, a 12 de Abril del 2011

ATENTAMENTE

DIP. MARIO ALBERTO DÁVILA DELGADO
DIP. ESTHER QUINTANA SALINAS          DIP. CARLOS U. ORTA CANALES

DIP. RODRIGO RIVAS URBINA

      DIP. LOTH TIPA MOTA

DIP. JOSE MIGUEL BATARSE SILVA

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE.-
Iniciativa que presenta el diputado  Carlos Ulises Orta Canales conjuntamente con los  legisladores del Grupo Parlamentario “Lic.  Felipe Calderón Hinojosa” del Partido Acción Nacional; en ejercicio de la facultad legislativa que nos concede el artículo 59 Fracción I, 67 Fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, y con fundamento en los artículos 48 Fracción V, 181 Fracción I, 195, 196 Y 197  de la Ley Orgánica del Congreso Local, presentamos una INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR LA QUE  Se adiciona la Fracción V al artículo 13; se modifica la Fracción I del Artículo 18 y se modifica también la Fracción XVII del artículo 111, todos  DE LA LEY DE DESARROLLO CULTURAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA. Con base en la siguiente:

Exposición de Motivos
El Artículo 4º de la Constitución General de la República, en su último párrafo establece que:
“Toda persona tiene derecho al acceso a la cultura y al disfrute de los bienes y servicios que presta el Estado en la materia, así como el ejercicio de sus derechos culturales. El Estado promoverá los medios para la difusión y desarrollo de la cultura, atendiendo a la diversidad cultural en todas sus manifestaciones y expresiones con pleno respeto a la libertad creativa. La ley establecerá los mecanismos para el acceso y participación a cualquier manifestación cultural.”

La versión digital del Diccionario de la Real Academia Española, define “cultura” de la siguiente forma:

... Conjunto de modos de vida y costumbres, conocimientos y grado de desarrollo artístico, científico, industrial, en una época, grupo social, etc.

..... Conjunto de las manifestaciones en que se expresa la vida tradicional de un pueblo.
En cambio, las definiciones para “arte” son entre muchas otras, las siguientes:

 ..... Virtud, disposición y habilidad para hacer algo.
 ..... Manifestación de la actividad humana mediante la cual se expresa una visión personal y desinteresada que interpreta lo real o imaginado con recursos plásticos, lingüísticos o sonoros.
Todo pueblo, región, municipio, estado o nación siempre tendrán manifestaciones culturales y artísticas; siempre habrá en cada región de un país un cúmulo de costumbres, actividades, conocimientos y modos de expresión considerados como parte de su cultura. Por otra parte, en todo lugar habrá personas que practiquen o dominen alguna de las formas del arte: Arquitectura, Danza, Teatro, Literatura, Música, Pintura, Escultura, Cine, o bien,  las variantes y combinaciones de las anteriores. 
Los artistas suelen ser personas que, en la mayoría de los casos, y de forma independiente, realizan su labor con grandes esfuerzos no solo intelectuales, creativos y físicos, sino económicos. 
Si bien todas las artes requieren de apoyo financiero, lo cierto es que el presupuesto que se destina cada año de parte de las instituciones creadas para apoyar las manifestaciones artísticas es insuficiente, y en muchos casos se destina a la promoción de espectáculos y artistas que no son propiamente de la localidad o estado, o se gasta en eventos que no aportan nada significativo a la sociedad; en otros casos los recursos financieros se aplican en el apoyo de lo que se considera el “proyecto oficial de arte y cultura”, que es lo mismo que decir: “los planes en la materia dictados por el estado”.
En este orden de ideas, es muy difícil para el creador independiente, aquel que no comulga con proyectos políticos del partido en el poder, aquel quien no le interesa que su trabajo forme parte de una agenda de promoción partidista, o aquel que simplemente se niega a formar parte de “proyectos institucionales” con fines meramente políticos o más “oscuros aún”; el obtener apoyo oficial para la promoción y desarrollo de su actividad.
Los artistas locales (en cualquier estado o municipio de la República) en  muchos casos no solo enfrentan la indiferencia, el malinchismo o incluso la discriminación de las autoridades “culturales”; además, son segregados de los espacios destinados a la exhibición de las artes, sean estas plásticas, visuales o escénicas. Violentando con ello lo que dispone el último párrafo del Artículo Cuarto Constitucional. 
La mayoría de las entidades federativas cuentan con una ley de desarrollo cultural, o para la promoción de la cultura y las artes. Nuevo León, por ejemplo, tiene un ordenamiento que se puede considerar de “avanzada” en esta materia; se denomina LEY QUE CREA EL  CONSEJO PARA LA CULTURA Y LAS ARTES DE NUEVO LEON. De este cuerpo legal, por su relevancia, son de citarse las siguientes disposiciones:
ARTICULO 2º.- El CONSEJO PARA LA CULTURA DE NUEVO LEON tendrá por objeto propiciar y estimular las expresiones artísticas, la cultura popular y las diversas manifestaciones que propendan a la preservación y enriquecimiento de la cultura en Nuevo León; proteger, conservar y difundir el patrimonio cultural del estado; y promover los valores culturales de la sociedad nuevoleonesa.
ARTICULO 3o.- El Consejo para la Cultura y las Artes de Nuevo León tendrá las siguientes atribuciones:
III Establecer programas de estímulo y financiamiento a las actividades culturales, privilegiando la integración de fondos financieros de estímulos a los artistas y creadores;
IV.- Proponer directrices en materia de educación artística y diseñar esquemas curriculares y extracurriculares de sensibilización al arte y la cultura dirigidas a los niños y jóvenes del Estado;
V.- Fomentar y coordinar las relaciones de orden cultural y artístico con la Federación, con los Estados, con los Municipios y con instituciones públicas y privadas locales, nacionales e internacionales;

ARTICULO 5o.- El. CONSEJO estará integrado por:
III.- Veinticuatro vocales, que serán:

a) Dos personalidades de reconocida presencia en actividades culturales en el estado;
b) Tres promotores culturales, de los cuales uno de ellos deberá estar especializado en la cultura popular. Se entiende por promotores culturales a aquellas personas de reconocido compromiso con la promoción, difusión, apoyo y estímulo al desarrollo de los valores culturales y las actividades artísticas, entre las que se incluye a promotores independientes, directores de museos, presidentes de patronatos culturales, directores de escuelas de arte y directores de difusión cultural de universidades.
c) Tres personalidades académicas involucradas en el estudio de las siguientes disciplinas: uno de ellos en humanidades, uno en ciencias sociales y uno en ambas disciplinas, este último con experiencia en la investigación de la cultura popular. Se incluye entre dichas personalidades a historiadores, sociólogicos, filósofos y académicos del arte y la cultura.
d) Doce representantes de la comunidad artística, a razón de dos de la comunidad literaria, dos de las artes plásticas, dos de teatro, dos de la danza, dos de la comunidad musical, uno de cine y uno de fotografía.....
g) Un representante de la Sociedad Civil.
El Presidente, el Secretario Técnico y los vocales a que se refieren los incisos a), b), c) y g) serán nombrados por el Gobernador del Estado, previa consulta pública o privada que realice entre la comunidad cultural y los miembros del Consejo. Los nombramientos se harán respecto de personas reconocidas por su compromiso con la cultura, por su solvencia moral y por su trabajo personal.
Los vocales representantes de la comunidad artística mencionados en el inciso d) serán elegidos democráticamente por los artistas de cada disciplina, en los términos previstos por el Reglamento Interno.....

El Estado de Baja California, cuenta con una ley llamada “Ley del Instituto de Cultura de Baja California”

Destacan de entre sus disposiciones, las siguientes:

ARTÍCULO 12.- Para el adecuado cumplimiento de su objeto, el ICBC tendrá las atribuciones siguientes:

II. Fomentar la investigación, preservación, promoción y difusión de la cultura y las artes en general y, particularmente las que identifican a los bajacalifornianos;

IV. Impulsar, apoyar y promover a las personas y grupos interesados en la difusión de la cultura y las artes en el Estado;

XV. Formular estrategias que impulsen el reconocimiento del artista, así como de los promotores y gestores culturales o artísticos, dentro de los sectores público y privado;

XVIII. Promover, organizar y convocar en colaboración con otros órdenes de gobierno, instituciones u organismos públicos o privados, bienales, festivales o cualquier otro evento cultural y/o artístico de interés estatal;

XIX. Conforme a su capacidad presupuestal, promover, coproducir, distribuir y/o vender montajes escénicos, libros, folletos, discos, videos documentales, material didáctico, catálogos y productos artísticos y artesanales...
Estos ordenamientos son incluyentes, se refieren de modo expreso a dar prioridad en el apoyo y distribución de los recursos financieros estatales a los creadores y artistas locales, incluso, la Ley que Crea el Consejo para la Cultura y las Artes de Nuevo León, hace mención expresa del término “independiente”, al referirse a los promotores artísticos que trabajan  de este modo.
En Coahuila tenemos promotores artísticos y culturales independientes, grupos de Danza y de Teatro, artistas plásticos, escritores, músicos y todo un universo de creadores locales que tienen derecho a gozar del apoyo del estado y los municipios en su quehacer en pro de la cultura y el arte. Acceder a los espacios físicos es también un derecho de estos.
Por lo anterior consideramos hacer la siguiente serie de adecuaciones a la Ley de Desarrollo Cultural para el Estado de Coahuila de Zaragoza.
 Por todo lo expuesto, tenemos a bien presentar la presente iniciativa con proyecto de:

DECRETO
ARTÍCULO ÚNICO. Se adicional la Fracción V al artículo 13; se modifica la Fracción I del Artículo 18 y se modifica también la Fracción XVII del artículo 111, todos de LA LEY DE DESARROLLO CULTURAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA; para quedar como sigue:
ARTÍCULO 13.....
I a la IV.
V. De acuerdo a las posibilidades presupuestales, fomentar y apoyar de forma preferente el trabajo de los artistas, grupos y promotores culturales del Estado, facilitándoles además el acceso a los inmuebles destinados a la exposición y demostración de las distintas expresiones del arte....
ARTÍCULO 18....
I.
Afirmar y fortalecer la identidad coahuilense  y nacional a través de las diversas expresiones culturales.

II a la V.....
ARTÍCULO 111....
I a la XVI.
XVII. Promover la realización de festivales, encuentros y reuniones regionales, nacionales e internacionales en materia cultural y artística; y apoyar los festivales y encuentros independientes organizados por los artistas y promotores locales.
XVIII a la XXI..........

TRANSITORIO
Único.-  El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.
Saltillo, Coahuila  a  12 de abril de 2011

A T E N T A M E N T E

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA 

Y UNA VIDA MEJOR Y MAS DIGNA PARA TODOS”

GRUPO PARLAMENTARIO 

“Lic. Felipe Calderón Hinojosa” 
DIP.   CARLOS ULISES ORTA CANALES
DIP. MARIO A. DAVILA DELGADO
DIP. ESTHER QUINTANA SALINAS
DIP. RODRIGO RIVAS URBINA

DIP. LOTH TIPA MOTA
DIP. JOSE MIGUEL BATARSE SILVA

PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA DEL 

H. CONGRESO DEL ESTADO 

P R E S E N T E.-
La Diputada Esther Quintana Salinas en conjunto con los Diputados del Grupo  Parlamentario “Felipe Calderón Hinojosa” del Partido Acción Nacional, que al calce firman, integrantes de la LVIII Legislatura del Congreso del Estado, acudimos con fundamento en los artículos 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; y 48 fracción V, 181 fracción I,  y demás  relativos de la  Ley Orgánica del Congreso de  Estado, a presentar ante esta Soberanía la siguiente:
INICIATIVA DE REFORMA AL ARTÍCULO 142 DE LA LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, en base a la siguiente:
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
La tarea primordial del Poder Legislativo estriba en la  expedición, reforma, derogación y abrogación de leyes y decretos que constituyen el marco normativo bajo el que  ha de regirse  el actuar de la población.

Una característica importantísima de esta tarea, es la calidad de la normatividad que se produce, puesto que de ella depende en gran medida que su aplicación y eficacia tenga el impacto esperado y verdaderamente proporcione el beneficio para el que fue diseñada.

Cuando la normatividad carece de la calidad y cuadratura necesaria para funcionar adecuadamente surgen problemáticas que van más allá de una simple laguna.

Un claro ejemplo de ello, y del que todos los aquí presentes hemos sido testigos, es la acumulación de asuntos pendientes al interior de las Comisiones Legislativas.

Derivado sin duda, de que nuestra normatividad al regular el proceso legislativo establecido, no determina un plazo limite para que las comisiones desahoguen los asuntos que les son remitidos por el Pleno, ya que aún y cuando la propia Ley Orgánica señala en su artículo 142 que las comisiones deberán dictaminar, acordar e informar, según sea el caso, sobre los asuntos de su competencia, en un plazo que no exceda de 60 días naturales, también posibilita a que se disponga de mayor tiempo, siempre que la mayoría de los  integrantes lo soliciten.

Es aquí, donde se encuentra la laguna que entorpece la culminación del proceso legislativo, y que ha permitido que tanto en las legislaturas pasadas como en ésta, exista un rezago importante en la dictaminación de los asuntos, pues no se estipula el tiempo adicional con el que contará la comisión para resolver el asunto en definitiva.

Ante este panorama, es necesario realizar las reformas que nos permitan dar mayor eficacia al proceso legislativo y a su vez, se evite la acumulación de asuntos en el seno de las comisiones legislativas.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, ponemos a consideración de esta Soberanía el siguiente proyecto de: 
DECRETO No..…

Único: Se modifican el segundo párrafo  y se adiciona un tercer párrafo al artículo 142 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, para quedar en los siguientes términos:

ARTICULO 142. ……….  

Cuando alguna comisión juzgase necesario disponer de mayor tiempo, deberá solicitar la ampliación del plazo establecido en el párrafo anterior hasta por 60 días naturales más, a fin de dictaminar, acordar o informar sobre un asunto. Transcurrido este plazo no se concederá ninguna otra prorroga, por lo que la Comisión respectiva tendrá que resolver en definitiva la suerte del asunto.

Esta solicitud deberá ser suscrita por la mayoría de sus integrantes y presentada al Pleno o a la Diputación Permanente, antes de que expire el plazo a que se refiere el primer párrafo de este artículo. 
TRANSITORIOS
Único: El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.
“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA Y UNA VIDA MEJOR Y MAS DIGNA PARA TODOS”

ATENTAMENTE

Saltillo, Coahuila, a 12 de abril del 2011
DIP. ESTHER QUINTANA SALINAS
DIP. MARIO A. DAVILA DELGADO

DIP. RODRIGO RIVAS URBINA
DIP. CARLOS U. ORTA CANALES

DIP. LOTH TIPA MOTA
DIP. JOSE  MIGUEL BATARSE SILVA

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE.- 

Iniciativa que presenta el diputado Mario Alberto Dávila Delgado conjuntamente con los  legisladores del Grupo Parlamentario “Lic.  Felipe Calderón Hinojosa” del Partido Acción Nacional que al calce firman; en ejercicio de la facultad legislativa que nos concede el artículo 59 Fracción I, 67 Fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, y con fundamento en los artículos 48 Fracción V, 181 Fracción I, 195, 196 Y 197  de la Ley Orgánica del Congreso Local, presentamos una INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO PARA ADICIONAR EL ARTÍCULO 278 BIS AL CÓDIGO PENAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA y REFORMAR EL ARTÍCULO 381 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES DEL ESTADO DE COAHUILA CON BASE EN LA SIGUIENTE:

Exposición de Motivos

Los avances médicos cursan generalmente por delante del derecho, que se retrasa en su acomodación a las consecuencias de aquéllos. Este asincronismo entre la ciencia y el derecho origina un vacío jurídico respecto de problemas concretos, que debe solucionarse, si no es a costa de dejar a los profesionales de la salud y a la sociedad misma en situaciones determinadas de indefensión.

 Las distintas técnicas médicas han sido generadoras de tales vacíos, por sus repercusiones jurídicas de índole administrativas, civiles o penales. Por lo tanto, es precisa una revisión y adaptación del derecho.
En nuestra legislación, para determinar una presunta negligencia de un médico, se requiere una denuncia, sin necesidad de haber comprobado de manera fehaciente que se ocasionó un daño a un individuo. 

Por lo tanto, debe establecerse y probarse un nexo causal entre la negligencia y el daño a la salud, pero además, si la responsabilidad aplicada es para el profesional de la salud por responsabilidad subjetiva (por culpa), es el paciente quien deberá probar la conducta negligente del profesional. 

Se propone adicionar el Código Penal para el Estado de Coahuila, para establecer la figura de la exención de responsabilidad profesional, es decir, que no se constituya en un delito, cuando los daños a la salud o a la vida de las personas sean considerados como reacciones colaterales o complicaciones propias de los tratamientos indicados por los profesionales de la salud.
Cabe analizar si es que la vía penal es la más idónea para reclamar los daños por mala praxis, cuando no todos los casos deben ser sancionados con prisión o reclusión. 

Por otra parte, se reforma el Código de Procedimientos Penales, ya que resulta indispensable que además de tener título oficial en la ciencia, técnica o arte relativos al punto sobre el cual dictaminarán, los peritos, en el caso de que el punto sobre el que deba dictaminarse, corresponda a las ciencias médicas, los peritos deberán ser profesionales certificados por los Colegios, Academias Nacionales o Consejos de Medicina de la especialidad correspondiente, con el fin de que cuenten con las actualizaciones en el avance de la lex praxis que es el conjunto de prácticas médicas aceptadas generalmente como adecuadas para tratar a los enfermos en el momento, en concreto, que estén actualizados en la materia para la cual deban dictaminar.
Por lo anteriormente expuesto y fundado, nos permitimos poner a consideración de esta Soberanía la siguiente Iniciativa con Proyecto de:
D E C R E T O:

PRIMERO.- Se adiciona el artículo 278 Bis al Código Penal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 278 BIS.- EXENCIÓN DE RESPONSABILIDAD PROFESIONAL. No existirá delito, cuando los daños a la salud o a la vida de las personas, considerados como reacciones colaterales o complicaciones propias de los tratamientos indicados por médicos con título, especialidad u otros grados académicos legalmente expedidos por instituciones con reconocimiento oficial de validez de estudios, no tengan como causa determinante la violación de un deber de cuidado que el o los médicos podían y debían observar según las circunstancias del caso; para lo cual el Ministerio Público o el juzgador, según se trate de la averiguación previa o el proceso, deberán tomar en cuenta, el dictamen pericial médico, rendido en términos de lo especificado en el Artículo 381, tercer párrafo, del Código de Procedimientos Penales del Estado de Coahuila.

SEGUNDO.- Se reforma el artículo 381 del Código de Procedimientos Penales del Estado de Coahuila, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 381. CLASIFICACIÓN Y CAPACIDAD DE PERITOS. …………. 
……………

En caso de que el punto sobre el que deba dictaminarse, corresponda a las ciencias médicas, los peritos deberán ser profesionales certificados por los Colegios, Academias Nacionales o Consejos de Medicina de la especialidad correspondiente.
………...

………..
TRANSITORIO

Único.-  El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

Saltillo, Coahuila  a 12 de abril de 2011

A T E N T A M E N T E

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA  Y UNA VIDA MEJOR Y MAS DIGNA PARA TODOS”

GRUPO PARLAMENTARIO  “Lic. Felipe Calderón Hinojosa”

DIP.  MARIO ALBERTO DÁVILA DELGADO 

DIP. RODRIGO RIVAS URBINA                DIP. ESTHER QUINTANA SALINAS

DIP. CARLOS ULISES ORTA CANALES         DIP. LOTH TIPA MOTA
DIP. JOSÉ MIGUEL BATARSE SILVA

C.  PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA DEL 

H. CONGRESO DEL ESTADO 

P R E S E N T E.-

El Diputado Carlos Ulises Orta Canales, en conjunto con los diputados integrantes del Grupo  Parlamentario “Lic. Felipe Calderón Hinojosa” del Partido Acción Nacional, que al calce firman, integrantes de la LVIII Legislatura, acudimos con fundamento en los artículos 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; y 48 fracción V, 181 fracción I,  y demás  relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, a presentar ante esta Soberanía la siguiente:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO PARA REFORMAR DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE PROCURACIÓN DE JUSTICIA PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA , CÓDIGO PENAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA Y CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES DE COAHUILA,  en base a la siguiente:
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La modernización en todos los campos de la vida social, exige que las autoridades, quienes tienen la responsabilidad de ejercer actos de gobierno sobre las personas y de administración sobre los bienes, actualicen sus procedimientos para hacer más eficiente su actuación.

 En el ámbito administrativo, es en donde más se da esta exigencia para las autoridades, por tratarse del mejor aprovechamiento de los recursos con que se cuenta para poder otorgar mejores servicios.

Además de buscar una optimización de los recursos con los que cuenta la autoridad para el cumplimiento de sus funciones a favor de los individuos, se debe contar con un marco jurídico que brinde seguridad a los ciudadanos y que actualice el principio legal de que en un régimen de derecho, la autoridad únicamente puede hacer lo que la ley le permite.
Sin embargo, esto no sucede en el caso de los bienes que se encuentra asegurados con motivo de una causa penal, en donde la autoridad únicamente resguarda los bienes, confinándolos a un lugar específico y sin posibilidad de que éstos sean aprovechados por quienes tienen derechos sobre ellos o por alguna otra persona que pueda sacarles provecho.

Tal situación atenta contra las normas básicas de la eficacia y la eficiencia, porque, por un lado, los bienes asegurados y confinados a un lugar específico, generalmente bodegas o depósitos, quedan sujetos a las inclemencias del paso del tiempo y, consecuentemente, a su deterioro. 

Por otro lado, para el Estado mantener en resguardo los bienes asegurados sin posibilidad de aprovecharlos, implica un gasto económico que va en detrimento de las finanzas públicas, ya que se trata de recursos erogados que no son recuperados bajo ningún concepto.

Al respecto, se propone reformar diversos ordenamientos jurídicos con el firme propósito de dar claridad sobre la utilización de dichos bienes, principalmente a cargo del Estado, y en caso de que no sean de utilidad para las dependencias públicas, sean destinados a Organizaciones no Gubernamentales, Instituciones de beneficencia, de investigación científica u otras análogas con un fin de lograr un mejor aprovechamiento y para que no se encuentren confinados a un lugar durante un lapso de tiempo considerable, bajo el consabido riesgo del deterioro.
Por lo anteriormente expuesto y fundado, nos permitimos poner a consideración de esta Soberanía el siguiente proyecto de:

D E C R E T O:

PRIMERO: Se reforma el artículo 386 de la Ley de Procuración de Justicia del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 386.- ABANDONO DE BIENES. ………

………

Como excepción a lo dispuesto en el  párrafo anterior y según la naturaleza de los bienes, que en lugar de su enajenación o de su utilización por parte del Estado, sean destinados a Organizaciones no Gubernamentales. Instituciones de beneficencia, de investigación científica u otras análogas, según sus necesidades.

SEGUNDO: Se reforma el artículo 135 del Código Penal para el Estado de Coahuila, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 135. VENTA Y DESTINO DE LOS BIENES QUE SE  DECOMISAN. ……..

Como excepción a lo dispuesto en el  párrafo anterior y según la naturaleza de los bienes, que en lugar de su enajenación o de su utilización por parte del Estado, sean destinados a Organizaciones no Gubernamentales. Instituciones de beneficencia, de investigación científica u otras análogas, según sus necesidades.

TERCERO: Se reforma el artículo 715 del Código  de Procedimientos Penales de Coahuila, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 715. VENTA O DESTRUCCIÓN DE INSTRUMENTO DEL DELITO. …………

Como excepción a lo dispuesto en el  párrafo anterior y según la naturaleza de los instrumentos u objetos, que en lugar de su enajenación, sean destinados a Organizaciones no Gubernamentales. Instituciones de beneficencia, de investigación científica u otras análogas, según sus necesidades.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.  Se derogan las disposiciones que se opongan al presente decreto.

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA Y UNA VIDA MEJOR Y MAS DIGNA PARA TODOS”

Saltillo Coahuila, a 12 de Abril del 2011

ATENTAMENTE

DIP. CARLOS U. ORTA CANALES 

DIP. ESTHER QUINTANA SALINAS             DIP. MARIO A. DAVILA DELGADO

DIP. RODRIGO RIVAS URBINA

        DIP. LOTH TIPA MOTA

DIP. JOSE MIGUEL BATARSE SILVA

C.  PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA DEL 

H. CONGRESO DEL ESTADO 

P R E S E N T E.-

El Diputado Carlos Ulises Orta Canales, en conjunto con los diputados integrantes del Grupo  Parlamentario “Lic. Felipe Calderón Hinojosa” del Partido Acción Nacional, que al calce firman, integrantes de la LVIII Legislatura, acudimos con fundamento en los artículos 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; y 48 fracción V, 181 fracción I,  y demás  relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, a presentar ante esta Soberanía la siguiente:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE CREA LA “LEY PARA EL CONTROL DE VIDEO CÁMARAS URBANAS PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA”, en base a la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Nuestra sociedad vive una situación compleja en el ámbito de seguridad pública, sabedores de la necesidad de implementar novedosos mecanismos de vigilancia en nuestras calles, hoy proponemos la creación de una Ley para el Control de Video Cámaras Urbanas que atienda a las características de nuestro orden jurídico vigente y a las necesidades de nuestro Estado, y así dar la pauta para que se respeten los derechos fundamentales de las personas.

La utilización de la Video Cámaras Urbanas ya ha sido puesta en marcha en diversas partes de nuestro País, incluso en nuestra entidad en diversos municipios, entre ellos Saltillo y Torreón existen Video Cámaras Urbanas,  para vigilar puntos estratégicos las 24 horas del día, Por ello, debemos asegurar que no se realizarán estas actividades violentando la privacidad de las personas sin que éstas tengan protección jurídica alguna.

Por un lado, esta propuesta se encamina a garantizar el respeto a la vida privada y datos personales de los habitantes de Coahuila, en términos de las Fracciones II, III y IV del segundo párrafo del Artículo 6º de la Constitución Federal, donde se establece que la información referida a esos tópicos debe ser protegida por la Ley, que toda persona tiene derecho a acceder gratuitamente a sus datos personales, y que deben existir mecanismos de acceso y procedimientos de revisión expeditos; así, en el texto normativo que sugerimos, se incluye un capitulo de “Derechos de Interesados” en el que se puntualiza, entre otras cosas, que para efectos del citado precepto Constitucional las grabaciones se entenderán en posesión de un Comité de Video Cámaras Urbanas, que toda grabación en la que aparezca una persona identificada o identificable se considerará dato personal y por tanto información confidencial, y en las que no aparezca alguna una persona física identificada o identificable, serán información reservada; bajo este esquema, se puntualiza cual será el procedimiento para que una persona pueda tener acceso a una grabación en la que figure, y la manera en que podrá solicitar su cancelación total, o bien, su cancelación parcial.
Por otro lado, se establecen como objetivos, grabar o captar imágenes con o sin sonidos en lugares públicos o privados abiertos a la ciudadanía por los Cuerpos de Seguridad Pública Estatal y Municipales, por otras autoridades en los inmuebles que estén a su disposición, o bien, por prestadores de servicio de Seguridad Privada, esto para brindar herramientas útiles y eficaces para la investigación de delitos y la documentación de faltas administrativas relacionadas con la seguridad pública. 
Para aumentar nuestra seguridad, hoy tenemos la necesidad de permitir ser observados y grabados; en este sentido, la implementación del sistema de Video Cámaras Urbanas se justifica en el párrafo noveno del Artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual señala que la seguridad es una función de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y Municipios; asimismo, el Artículo 2º de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública establece que la seguridad pública tiene como fines salvaguardar la integridad y derechos de las personas, así como preservar las libertades, el orden y la paz pública y que comprende, entre otras cosas, la prevención especial y general de los delitos, la investigación para hacerla efectiva, la sanción de las infracciones administrativas, así como la investigación y persecución de delitos. 
En ese orden de ideas, el sistema de Video Cámaras Urbanas se presenta como una forma adecuada de salvaguardar la integridad y derechos de las personas, preservar sus libertades, además de constituir un medio para la prevención de hechos punibles, y una herramienta útil para la investigación de los mismos. 
Bajo ese esquema, en el que el objetivo primordial es reglamentar las Video Cámaras Urbanas para que pueda constituirse como un medio para brindar herramientas útiles a la investigación de delitos y a la documentación de faltas administrativas relacionadas con la seguridad pública, sin que se violenten los derechos relacionados con los datos personales y la vida privada, se sugiere que esta actividad se rija por los siguientes principios: 
Es de alto riesgo para la sociedad ser video grabada sin que exista la reglamentación correspondiente, en la que se establezca el uso y destino de las imágenes, quiénes estarán autorizados para acceder a las mismas, es decir, el control en el proceso de grabación, almacenamiento, conservación, tratamiento y destrucción. 
Con la Ley de Video Cámaras Urbanas, se crea el fundamento legal necesario para realizar esas actividades, los términos y condiciones para desarrollarlas, se establecen los criterios que deben considerarse para autorizar la instalación de videocámaras, los aspectos que deben cumplirse para garantizar el respeto a los derechos fundamentales de las personas, garantizando que cualquier individuo puede acceder a estas grabaciones, e incluso lograr su cancelación si se demuestra que se le están violentando sus garantías individuales; y además, se establecen sanciones aplicables a quienes teniendo alguna responsabilidad, incumplan con sus deberes. 
Experiencias de Países como España y Argentina, en los que actualmente son vigentes leyes que regulan las Video Cámaras Urbanas, nos indican que reglamentar la captación y/o grabación de imágenes es útil para garantizar a los ciudadanos que se respetarán sus derechos fundamentales y que el destino de la información obtenida por actividades de la Video Cámaras Urbanas constituirá una herramienta para preservar el orden público así como la paz social. De esta manera, con el uso de videocámaras se incrementa el nivel de protección de los bienes y derechos de las personas, y al reglamentarse, se evitan posibles excesos.
Por lo anteriormente expuesto y fundado, nos permitimos poner a consideración de esta Soberanía el siguiente proyecto de:

D E C R E T O:

ARTÍCULO ÚNICO: Se crea la Ley para el Control de Video Cámaras Urbanas para el Estado de Coahuila de Zaragoza en los siguientes términos:

CAPÍTULO I

Generalidades

ARTÍCULO 1º.- La presente Ley es de orden e interés público y tiene por objeto regular la utilización, por los cuerpos de seguridad pública estatal y municipales o por prestadores de servicio de seguridad privada, de videocámaras para grabar o captar imágenes con o sin sonido en lugares públicos o en lugares privados con acceso al público, así como su posterior tratamiento; o bien por otras autoridades, en los inmuebles que estén a su disposición.

El Control de Video Cámaras Urbanas en vías públicas será función exclusiva de los cuerpos de seguridad pública estatal y municipales.

En lugares privados con acceso al público, se podrá solicitar a los cuerpos de seguridad pública el servicio de Control de Video Cámaras Urbanas.

ARTÍCULO 2º.- En la aplicación  de esta  Ley deberán respetarse las garantías individuales de las personas. En lo no previsto por la presente Ley, se aplicará supletoriamente la Ley del Procedimiento Administrativo para el Estado de Coahuila.

ARTÍCULO 3º.- Para los efectos de esta Ley, se entenderá por:

I. Actividad Preparatoria: Todo acto tendiente a la obtención de grabaciones y/o captación de imágenes con o sin sonido.

II. Captar: Recibir imágenes con o sin sonido por medio de videocámaras;

III. Comité: Comité para el Control de Video Cámaras Urbanas del Estado de Coahuila;

IV. Faltas administrativas: Las infracciones a las leyes, reglamentos estatales o municipales, que no siendo hechos punibles tipificados en las normas penales, pongan en peligro la consecución de los objetivos descritos en el Artículo 2 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza;

V. Grabar: Almacenar imágenes con o sin sonido en cualquier medio de soporte, de manera que se puedan reproducir;

VI. Ley: Ley para el Control de Video Cámaras Urbanas del Estado de Coahuila;

VII. Presidente: Presidente del Comité para el Control de Video Cámaras Urbanas del Estado de Coahuila;

VIII. Fiscal: Fiscal General del Estado de Coahuila;

IX. Reglamento: Reglamento de la Ley para el Control de Video Cámaras Urbanas del Estado de Coahuila; 

X. Sistema de Control de Video Cámaras Urbanas: Conjunto de acciones, instrumentos, procedimientos, mecanismos, normas e instituciones, con el fin de lograr la captación de imágenes con o sin sonido por los cuerpos de seguridad pública estatal o municipales o de seguridad privada que realicen en términos de la presente Ley.; y
XI. Videocámara: Cámaras fijas o móviles, equipos de grabación, o bien, todo medio técnico análogo, digital, óptico o electrónico y, en general, cualquier sistema que permita captar o grabar imágenes con o sin sonido; 

ARTÍCULO 4º.- La captación, grabación, reproducción y tratamiento de imágenes con o sin sonido, así como las actividades preparatorias necesarias, se deberán realizar con estricto apego a esta Ley.

ARTÍCULO 5º.- La captación o grabación de imágenes con o sin sonido realizadas con estricto apego a esta Ley, no se considerarán violatorias de la intimidad personal o familiar.

Para garantizar el respeto a la imagen y honor de las personas, la información recabada deberá manejarse en términos de esta Ley. 

CAPÍTULO II

Principios

ARTÍCULO 6º.- La captación o grabación de imágenes con o sin sonido en términos de esta Ley, se regirá por los siguientes principios: 

I. Proporcionalidad, en su doble aspecto de idoneidad y de intervención mínima:

A. Idoneidad: Sólo podrá emplearse la videocámara cuando resulte adecuado, en una situación concreta, para la seguridad pública, de conformidad con lo dispuesto en esta Ley.

B. Intervención mínima: La ponderación, en cada caso, entre la finalidad pretendida y la posible afectación por la utilización de la videocámara al derecho a la intimidad de las personas, al honor y a la propia imagen;

II. Riesgo razonable: En la utilización de videocámaras fijas, consistente en prever la proximidad de un daño o afectación a la seguridad pública;

III. Peligro concreto: Aplicable en la utilización de videocámaras móviles, y que se entiende como la contingencia inminente, que sea precisa o determinada, y que provoque algún daño  o afectación a la seguridad pública. 

No se podrán utilizar videocámaras para captar y/o grabar al interior de inmuebles privados, salvo consentimiento del propietario o de quien tenga la posesión, o cuando  exista orden judicial, así como en los casos señalados en el Artículo 1º de esta Ley, cuando se afecte la intimidad de las personas. Se prohíbe grabar conversaciones de naturaleza estrictamente privada. 

Las imágenes y sonidos obtenidos accidentalmente en estos casos deberán ser destruidas inmediatamente.

CAPÍTULO III

Comité para el Control de Video Cámaras Urbanas

ARTÍCULO 7º.- El Comité será un órgano de la Fiscalía General del Estado de Coahuila, con independencia técnica, de gestión y para emitir resoluciones; estará integrado por:

I. Un representante del Fiscal General del Estado, que será su Presidente y que tendrá derecho a voz; únicamente en caso de empate tendrá voto de calidad;

II. Un representante del Poder Legislativo, que no podrá ser Diputado, nombrado por la Comisión de Seguridad Pública del Congreso del Estado, con derecho a voz y voto;

III. Un representante de la Comisión Estatal de los Derechos Humanos que tendrá derecho a voz y voto; y

IV. Un representante de las Secretarías de Seguridad Pública ó análogos de los Ayuntamientos, que realicen actividades de Control de Video Cámaras Urbanas,  con derecho a voz y voto.

El Comité nombrará un Secretario Técnico que se encargará de dar seguimiento a las sesiones, llevar actas y registros, documentar los trabajos y archivos, así como de las demás funciones que señale el Reglamento.

ARTÍCULO 8º.- Serán facultades del Comité:

I. Llevar el alta y registro de la instalación fija de videocámaras;

II. Ordenar el retiro de instalaciones fijas de videocámaras;

III. Ordenar la destrucción de grabaciones en los casos establecidos por esta Ley;

IV. Autorizar la conexión de las videocámaras de Prestadores de Servicio de Seguridad Privada, al sistema de Control de Video Cámaras Urbanas aplicado por cualquier cuerpo de Seguridad Pública Estatal o Municipal, sólo para que éstos reciban imágenes o sonido del prestador del servicio;

V. Autorizar la conexión al Sistema de Control de Video Cámaras Urbanas implementado por cualquier cuerpo de Seguridad Pública Estatal o Municipal, de videocámaras que un particular haya colocado en un lugar abierto al público, del cual sea propietaria o poseedora legítima, sólo para que estos cuerpos reciban imágenes o sonido del prestador de servicio;

VI. Resolver sobre las solicitudes de cancelación, oposición o rectificación de datos personales;

VII. Conocer de las infracciones cometidas a la presente Ley, para su remisión a las autoridades competentes en términos del Artículo 41 de esta Ley; 

VIII. Certificar que el contenido de una videograbación fue obtenido en términos de la presente Ley; 

IX. Determinar la custodia y destino temporal de las videograbaciones que estime oportuno;

X. Dar aviso al superior jerárquico que corresponda, del uso indebido que se esté dando a un Sistema de Control de Video Cámaras Urbanas; 

XI. Realizar inspecciones y visitas de supervisión a cuerpos de Seguridad Pública y Privados, así como a los Sistemas de Control de Video Cámaras Urbanas y privadas que se establezcan en términos de la presente Ley, a efecto de determinar si se cumplen con los objetos y alcances de la misma, para con ello emitir los acuerdos que correspondan; y

XII. Las demás que señale la Ley y su Reglamento. 

ARTÍCULO 9º.- El Comité deberá sesionar por lo menos una vez cada quince días; para sesionar válidamente se necesitará la presencia de más de la mitad de sus miembros; podrá sesionar a petición de cualquiera de sus miembros o a solicitud de cualquier autoridad de seguridad pública que lo requiera, las veces que sea necesario. 

Los miembros del Comité no recibirán remuneración alguna; durarán en su cargo tres años, tiempo durante el cual solo podrán ser removidos por falta grave valorada por el superior jerárquico o por faltar injustificadamente a tres sesiones consecutivas del Comité.

Las resoluciones que emita deberán ser aprobadas por la mayoría de los presentes en la sesión.

El Fiscal podrá asistir a las sesiones del Comité cuando lo estime necesario,  a quien podrá otorgarse el uso de  la voz.  

ARTÍCULO 10.- El Comité deberá rendir un informe cada tres meses ante el Consejo Estatal de Seguridad Pública, en el que detalle de manera integral los trabajos desarrollados en la entidad en materia de Control de Video Cámaras.

CAPÍTULO IV

De los Consejos Municipales de Control de Video Cámaras Urbanas

ARTÍCULO 11.- Los Ayuntamientos de los Municipios en que se realicen actividades de Control de Video Cámaras Urbanas, estarán facultados para integrar un Consejo Municipal de Control de Video Cámaras Urbanas, en términos de su Bando o Código Municipal, cuya resolución pueda tener efectos en su demarcación territorial; así mismo, podrán realizar inspecciones a quien ejecute actividades de Control de Video Cámaras Urbanas en su Municipio para verificar el  cumplimiento de esta Ley, debiendo informar cualquier irregularidad al Comité; de la misma manera, podrán emitir opiniones sobre asuntos que conozca el Comité, cuyo efecto recaiga en su Municipio.

ARTÍCULO 12.- Los consejos municipales de Control de Video Cámaras Urbanas se regirán por esta Ley, el Reglamento y las reglas de operación que emita su respectivo Cabildo.

CAPÍTULO V

De la Instalación de Videocámaras

ARTÍCULO 13.- La instalación fija de videocámaras por la autoridad será comunicada al Comité, a efecto de que éste lleve el registro de las mismas y el seguimiento y destino de las imágenes y audio que se obtenga, así como de la supervisión del uso adecuado de ésta y de las grabaciones que se obtengan. La instalación de videocámaras fijas deberá ser comunicada al Comité en los términos y bajo los formatos que el Reglamento establezca. 

El Comité podrá emitir los acuerdos y recomendaciones necesarios, respecto de los avisos de instalación de videocámaras, a afecto de que se respeten los derechos fundamentales de las personas y el debido cumplimiento de la presente Ley, las cuales serán obligatorias y en caso de no acatarse se podrá ordenar el retiro de las videocámaras. 

Tratándose de edificios públicos video vigilados por algún prestador de servicio de Seguridad Privada, la autoridad que lo tenga bajo su resguardo deberá realizar el aviso correspondiente.

Tratándose de lugares privados de acceso al público, el prestador de servicio o particular deberá garantizar los derechos fundamentales de las personas.
En caso de no presentarse por el Comité observaciones o recomendaciones al aviso de instalación de videocámaras en un término de quince días, podrá proceder  a la instalación de las mismas. 

ARTÍCULO 14.- Toda autoridad Estatal o Municipal, Organismo Descentralizado, Desconcentrado, Autónomo o de participación que determine la instalación de videocámaras en sus instalaciones con fines de seguridad, deberá  dar aviso al Comité para su conocimiento y deberá poner a disposición del Comité las grabaciones cuando éste las solicite, dicha solicitud deberá estar debidamente fundada y motivada. 

ARTÍCULO 15.- Queda prohibida la instalación fija de videocámaras en instalaciones y lugares en los que se vulneren los derechos fundamentales de alguna persona. El Comité podrá ordenar el retiro de videocámaras que contravengan lo anterior. 

ARTÍCULO 16.- En la autorización para la instalación de videocámaras que se emita por el Comité, se deberá establecer:
I. Señalar las medidas que deben adoptarse para garantizar el respeto de las disposiciones legales vigentes y de los derechos fundamentales de las personas;

II. El lugar concreto que será objeto de captación y/o grabación de imágenes con o sin sonido;

III. Las limitaciones o condiciones de uso, de grabación de imágenes con o sin sonido;

IV. El nombre y domicilio legal de las personas encargadas del manejo del sistema de tratamiento de imágenes con o sin sonido; y

V. La localización que deberán tener los anuncios pictográficos referidos en el Artículo 32 de esta Ley.

ARTÍCULO 17.- El Comité podrá revocar los acuerdos o la autorización de instalación de video cámaras, en caso de que no se respeten los lineamientos especificados en su resolución, o cuando concurran nuevas circunstancias por las que se puedan vulnerar los derechos fundamentales de las personas, o en su caso, cuando se den cambios de las personas encargadas del sistema respectivo, sin ser comunicado al Comité. 

CAPÍTULO VI

El Uso de Videocámaras

ARTÍCULO 18.- En la instalación de videocámaras fijas, conforme al principio de proporcionalidad, el Comité se cerciorará de que la captación o grabación de imágenes con o sin sonido contribuirá a la protección de los edificios e instalaciones públicas y de sus accesos, así como a constatar la posible comisión de hechos punibles, o bien, de faltas administrativas que pongan en peligro la Seguridad Pública.

ARTÍCULO 19.- En el supuesto de que el Comité estime que la utilización del equipo de videocámara fue incorrecta, ordenará a la autoridad o en su caso a los prestadores de Servicios de Seguridad Privada a cargo de la custodia de la grabación, procedan de manera inmediata a su destrucción, de lo cual deberán informar al Comité dentro de las siguientes veinticuatro horas, en caso de no hacerlo dentro del término señalado, se iniciará procedimiento de sanción, así como del retiro del sistema de videocámaras en cuestión. 

ARTÍCULO 20.- La autoridad que capte o grabe imágenes con o sin sonido y en su caso los Prestadores de Servicios de Seguridad Privada autorizados para el efecto, deberán entregar al Comité los siguientes informes: 

I. Un informe diario de todas aquellas cámaras o sistemas que hayan detectado la posible comisión de hechos delictivos o de faltas administrativas, comunicándose si se dio parte a las autoridades, remetiéndose copia de las grabaciones respectivas.

II. Un informe semanal de los trabajos y eventos detectados por el sistema de Control de Video Cámaras Urbanas que informa, así como del trato y custodia que se dio a las grabaciones. 

III. Un Informe Mensual de las destrucciones de las grabaciones que se realicen por órdenes del Comité o bien en cumplimiento de la presente Ley.  

IV. Los informes que les sean requeridos. 

En caso de no rendir los informes antes descritos, se procederá a la aplicación de las sanciones respectivas. 

Así mismo, el Comité deberá tener a su disposición las grabaciones o cualquier información que considere conveniente y que tenga relación con actividades de Control de Video Cámaras Urbanas.

ARTÍCULO 21.- La autoridad o prestador de servicio de seguridad privada, que obtenga grabaciones en términos de la presente Ley, deberá dar a éstas, el siguiente tratamiento: 

I. En caso de que se detecte por el sistema de Control de Video Cámaras Urbanas, la comisión de un posible hecho punible o falta administrativa relacionada con la seguridad pública, deberá dar parte a las autoridades de forma inmediata, poniendo a su disposición copia de las grabaciones, e informando de ello al final de la jornada al Comité.

II. El resto de las grabaciones deberán ser almacenadas en los respaldos a cargo del responsable del sistema y no ser entregadas a persona o autoridad alguna, salvo que así sea ordenado por el Comité, el Ministerio Público o la Autoridad Jurisdiccional respectiva.  

III. Si durante el término que se establece en la fracción siguiente le es solicitada copia de las grabaciones por el Comité o por las autoridades antes señaladas, deberá ponerla a disposición dentro del término de 24 horas. 

IV. Si dentro del término de treinta días no es solicitada copia de la grabación, se procederá a su destrucción inmediata y dar el aviso al Comité. 

V. El término para la destrucción de las grabaciones podrá aplicarse por acuerdo del Comité. 

CAPÍTULO VII

De las Videocámaras Móviles
ARTÍCULO 22.- La utilización de videocámaras móviles para captar o grabar imágenes con o sin sonido, atenderá a las siguientes reglas:

I. Los cuerpos de Seguridad Pública y Privados podrán utilizarlas libremente en lugares públicos, en términos del Artículo 6º de esta Ley. 

II. La utilización en lugares privados estará sujeta a la previa autorización del propietario o poseedor del lugar, autorización de la que deberá quedar constancia por escrito.

III. Los cuerpos de Seguridad Pública o Privada que obtengan grabaciones a  través del uso de videocámaras móviles, en los cuales se documente la posible comisión de hechos punibles y faltas administrativas relacionadas con la seguridad pública, deberán ponerlas a disposición de manera inmediata del encargado del sistema de Control de Video Cámaras Urbanas del cuerpo de que se trate, y este a su vez dar aviso al Comité; lo anterior, con independencia de la remisión de las grabaciones con o sin responsable de los hechos a la autoridad competente. 
IV. Los responsables de los sistemas de videograbación, deberán cumplir respecto de las grabaciones obtenidas con videocámaras móviles lo establecido en los Artículos 20 y 21 de la presente Ley. 
ARTÍCULO 23.- Los vehículos de las diversas corporaciones policíacas que porten videocámaras no necesitan de autorización alguna para su operación. 

La captación y/o grabación de imágenes con o sin sonido hechas por videocámaras instaladas fijamente en vehículos de corporaciones policíacas deberán cumplir con las obligaciones establecidas en la presente Ley, como si se tratare de cámaras fijas. 

ARTÍCULO 24.- En ningún caso se autorizará la grabación y/o captación exclusiva de sonido, salvo que exista una orden judicial.

CAPÍTULO VIII

Administración y Destino de Información

ARTÍCULO 25.- En el manejo de toda grabación, invariablemente se observará una secuencia de resguardo, integrada por todas aquellas medidas necesarias para evitar que las grabaciones sean alteradas, ocultadas o destruidas, así como para garantizar su autenticidad; las grabaciones se mantendrán en lugar seguro y protegido, sin que puedan tener acceso personas no autorizadas en su manejo. Al momento de transferir una grabación, se debe dejar constancia de ello en un documento de resguardo, asentándose una reseña de la información contenida en la grabación, sus características específicas de identificación, fecha, hora, nombre, firma de quien recibe y de quien entrega, así como el lugar donde se depositará, y en su caso el motivo y la parte de la grabación de la que se haya expedido copia.

Quien tenga bajo su custodia grabaciones, será responsable de su guarda, inviolabilidad e inalterabilidad, hasta en tanto no haga entrega de la misma a otro y lo asiente en el documento de resguardo en términos de lo establecido en el párrafo anterior.

ARTÍCULO 26.- Al realizarse cualquier grabación cumpliendo los requisitos establecidos en esta Ley, y si en ella existen elementos útiles para la investigación de un hecho punible, será certificada por el Comité y se pondrá a disposición del Ministerio Público o la autoridad jurisdiccional correspondiente; cuando sean hechos punibles que no se persigan de oficio, se enviará a la Fiscalía General del Estado, o bien, a la Delegación de la Procuraduría General de la República, según corresponda.

La certificación del Comité versará sobre la forma, términos y fecha en que fue obtenida la grabación, así como del manejo y administración que se ha dado a la misma. La validación de los contenidos o respecto de la alteración o no de las grabaciones, en su caso corresponderá a la Institución del Ministerio Público y Servicios Periciales de la Fiscalía General del Estado.

Tratándose de captación o manejo de las  imágenes, el personal autorizado, en caso de advertir la posible comisión de un hecho punible, deberá dar aviso inmediato a su superior jerárquico, así como al Ministerio Público. 

Tratándose de hechos que pudieran ser constitutivos de faltas administrativas relacionadas con la seguridad pública, se informará al órgano sancionador competente. En ambos casos, se deberá remitir un informe pormenorizado al Comité. 

ARTÍCULO 27.- Si la grabación captara hechos que pudieran ser constitutivos de faltas administrativas relacionadas con la seguridad pública, se remitirán de inmediato al órgano competente en los términos establecidos en el Artículo anterior, para que en su caso se inicie el procedimiento respectivo.

ARTÍCULO 28.- Toda grabación será destruida en un plazo máximo de treinta días contados a partir de la fecha de su captación, salvo que estén relacionadas con hechos punibles descritos en alguna figura típica, investigaciones, estudios en materia de seguridad pública, faltas administrativas relacionadas con la seguridad pública o que formen parte de un procedimiento jurisdiccional.

ARTÍCULO 29.- Cualquier persona que por razón del ejercicio de sus funciones tenga acceso a las grabaciones, deberá observar el debido sigilo en relación con las mismas, siendo de aplicación, en caso contrario, lo dispuesto en la presente Ley en materia de sanciones y otros ordenamientos que infrinja con su conducta.

ARTÍCULO 30.- Se prohíbe proporcionar a las autoridades y a los particulares, las imágenes con o sin sonido obtenidas por actividades del Control de Video Cámaras Urbanas, salvo en los casos establecidos en esta Ley.

ARTÍCULO 31.- La autoridad, o en su caso los prestadores de servicios de Seguridad Privada que capten o graben imágenes, tendrán a su cargo las grabaciones obtenidas y la responsabilidad sobre su destino, incluida su inutilización o destrucción. 

CAPÍTULO IX

Derechos de los Particulares

ARTÍCULO 32.- Toda persona tiene derecho a que se le informe en que lugares se realizan actividades de Control de Video Cámaras Urbanas y que autoridad o prestador de servicio de Seguridad Privada las realiza, para tal efecto, se deberán colocar anuncios pictográficos que contengan la leyenda “ESTE LUGAR ES VIDEO VIGILADO POR CÁMARAS URBANAS”, el nombre de la autoridad o prestador de servicio de Seguridad Privada que realiza dicha actividad, y en caso de realizar grabaciones, el término en que se destruirán así como indicar los derechos de acceso, rectificación y oposición que se pueden ejercer en términos de esta Ley.

No será necesario señalar el lugar específico en que se ubica el equipo de grabación.

ARTÍCULO 33.- Para los efectos del segundo párrafo del Artículo 6º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, toda grabación realizada por actividades de Control de Video Cámaras Urbanas se entenderá en posesión del Comité,  hasta en tanto no sea puesta a disposición de las Autoridades de Procuración y Administración de Justicia.

ARTÍCULO 34.- Toda grabación en la que aparezca una persona identificada o identificable se considerará dato personal y por tanto información confidencial; las grabaciones en la que no aparezca alguna persona física identificada o identificable, tendrán el carácter de información reservada.

Se exceptúa de la presente disposición,  las grabaciones en las que se presuma la comisión de hechos punibles o faltas administrativas relacionadas con la seguridad pública, en las cuales al ser puestas a  disposición del Ministerio Público, de ser posible se realizará con la identificación de las personas que en ella aparecen, sin que por ello proceda hacer del conocimiento de tales hechos y datos personales a los medios de comunicación. 

ARTÍCULO 35.- Toda persona que figure en una grabación podrá tener acceso a la misma y solicitar su cancelación.

Para tal efecto, la persona que razonablemente considere que figura en una grabación o su legítimo representante, deberá solicitar al Comité acceso a la grabación mediante escrito al que anexe copia de alguna identificación oficial y/o una fotografía del interesado.

El Comité requerirá a la autoridad o al prestador de servicio de Seguridad Privada la grabación, por lo que deberá ponerse a su disposición en un término no mayor a cinco días contados a partir de que se realice el requerimiento.

ARTÍCULO 36.- El Comité deberá cotejar la solicitud, así como la identificación y foto anexadas con la grabación, y de advertir que el solicitante no figura en ésta, le negará el acceso. 

En caso de que el solicitante figure en la grabación, se fijará día y hora a fin de que se le muestre, y podrá en ese momento solicitar su cancelación u oposición, o bien rectificación de algún documento derivado de la grabación, solicitud que será resuelta por el Comité en su sesión próxima inmediata.

En tanto que no exista una resolución firme sobre el acceso a una grabación, ésta no se podrá destruir.

ARTÍCULO 37.- La cancelación podrá ser total o parcial; la primera consistirá en borrar totalmente una o varias secuencias de imágenes, y la segunda en hacer ilegible o indescifrable alguna parte de una o varias secuencias de imágenes.

La rectificación nunca tendrá por efecto la alteración de alguna grabación, sino únicamente la corrección de documentos escritos que se hayan elaborado a partir de la captación o grabación de imágenes con o sin sonido.

La oposición al tratamiento de sus datos personales será procedente cuando la grabación en que consten se haya realizado sin que existieran motivos fundados para ello, o bien sin cumplir las especificaciones establecidas en la autorización otorgada por el Comité, y traerá como consecuencia borrar totalmente las secuencias de imágenes con o sin  sonido de que se trate. 

ARTÍCULO 38.- También tendrán derecho a acceder a alguna grabación en los términos de este Capítulo y el  Reglamento, las personas que razonablemente consideren que en alguna grabación existen datos referentes a una afectación que hayan sufrido en sus bienes o derechos.

ARTÍCULO 39.- El ejercicio de los derechos establecidos en el presente Capítulo, podrá ser negado en virtud de los peligros que pudieran derivarse para la Seguridad Pública del Estado y Municipios, así como para la protección de los derechos y libertades de terceros o las necesidades de las investigaciones que se estén realizando.

CAPÍTULO X

Sanciones

ARTÍCULO 40.- Para garantizar el debido cumplimiento de esta Ley, se aplicará:

I. Multa de 100 a 500 días de salario mínimo general vigente en el Estado, destitución del cargo e inhabilitación para desempeñar cargos públicos hasta por tres años, al servidor público encargado de la custodia de las grabaciones que dé acceso a éstas a un tercero sin derecho a ello; la misma sanción se aplicará al servidor público que no proporcione grabaciones a la autoridad correspondiente en la forma y términos que dispone esta Ley;

II. Multa de 400 a 1,000 días de salario mínimo general vigente en el Estado, al prestador de servicio de Seguridad Privada que realice actividades de Control de Video Cámaras Urbanas y no cumpla con lo establecido en la presente Ley, apercibiéndole de que en caso de reincidir se le cancelará la autorización correspondiente; 

III. Multa de 200 a 1,000 días de salario mínimo general vigente en el Estado, destitución del cargo e inhabilitación para desempeñar cargos públicos hasta por cinco años, al servidor público que participe en la difusión de grabaciones obtenidas al amparo de la presente Ley;

IV. Multa de 100 a 500 días de salario mínimo general vigente en el Estado, al servidor público que sea superior jerárquico, de quienes estén encargados del manejo del sistema de tratamiento de imágenes con o sin sonido, o bien, al prestador de servicio de Seguridad Privada, que permitan la operación de los sistemas de Control de Video Cámaras Urbanas, en condiciones distintas a las establecidas en la autorización; y

V. Multa de 200 a 2,000 días de salario mínimo general vigente en el Estado al prestador de servicio de Seguridad Privada que participe en la difusión de grabaciones obtenidas al amparo de la presente Ley; la misma sanción se aplicará al prestador de servicio de Seguridad Privada que no proporcione grabaciones a la autoridad correspondiente en la forma y términos que dispone esta Ley así como al encargado de la custodia de las grabaciones que dé acceso a éstas a un tercero sin derecho a ello, independientemente de la cancelación de la autorización.

Lo obtenido por la imposición de estas multas se destinará a la Dirección General de Prevención de Delito y Atención a Víctimas u Ofendidos de la Fiscalía General del Estado de Coahuila.
ARTÍCULO 41.- La aplicación e imposición de las sanciones previstas en la presente Ley se realizará en los siguientes términos: 

I. El Comité, recibida la queja o conocidos los hechos, actos y responsables, ordenará integrar el expediente correspondiente.

II. El Secretario Técnico podrá realizar las diligencias y actividades que estime necesarias y oportunas para  la debida integración del expediente respectivo.

III. Integrado el expediente se presentará en sesión del Comité, el cual acordará remitir el mismo acompañado de la solicitud de sanción al superior jerárquico u órgano facultado para imponer sanciones al responsable. 

IV. La imposición de las sanciones se realizará en términos de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila. 

CAPÍTULO XI

Medios de Defensa

ARTÍCULO 42.- Contra las resoluciones dictadas en  la aplicación de esta Ley, procederá conforme a lo previsto en la Ley del Procedimiento Administrativo del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

Tratándose de acceso, rectificación, cancelación y oposición de datos personales, procederá de manera directa o luego de agotar la revisión, el recurso de inconformidad en términos de la Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales para el Estado de Coahuila.

T R A N S I T O R I O S

ARTÍCULO PRIMERO.- La presente Ley entrará en vigencia al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

ARTÍCULO SEGUNDO.- El Poder Ejecutivo deberá emitir y publicar el Reglamento en un plazo no mayor de noventa días naturales contados a partir de la entrada en vigencia de la presente Ley.

ARTÍCULO TERCERO.- El Comité deberá llevar al cabo su sesión de instalación dentro de los quince días naturales contados a partir de la entrada en vigencia de la presente Ley. 

ARTÍCULO CUARTO.- Las autoridades y prestadores de servicio de Seguridad Privada que actualmente realicen actividades de Control de Video Cámaras Urbanas, deberán avisar al Comité de tal actividad, en formato libre en un plazo no mayor de quince  días naturales contados a partir de la instalación del Comité. En el caso de los  prestadores de servicio de Seguridad Privada, que al inicio de la vigencia de la presente se encuentren enlazados a los sistemas de seguridad pública, deberán solicitar la ratificación de su autorización al Comité, quien  deberá resolver en un plazo de treinta días.  

ARTÍCULO QUINTO.- En un plazo no mayor de 120  días naturales contados a partir de que entre en vigencia el presente Decreto, deberán realizarse las reformas conducentes a las leyes que se relacionen con esta Ley. 

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA Y UNA VIDA MEJOR Y MAS DIGNA PARA TODOS”

Saltillo Coahuila, a 12 de Abril del 2011

ATENTAMENTE

DIP. CARLOS U. ORTA CANALES 

DIP. ESTHER QUINTANA SALINAS

DIP. MARIO ALBERTO DAVILA DELGADO

DIP. RODRIGO RIVAS URBINA

DIP. LOTH TIPA MOTA

DIP. JOSE MIGUEL BATARSE SILVA

C.  PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA DEL 

H. CONGRESO DEL ESTADO 

P R E S E N T E.-

El Diputado Carlos Ulises Orta Canales, en conjunto con los diputados integrantes del Grupo  Parlamentario “Lic. Felipe Calderón Hinojosa” del Partido Acción Nacional, que al calce firman, integrantes de la LVIII Legislatura, acudimos con fundamento en los artículos 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; y 48 fracción V, 181 fracción I,  y demás  relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, a presentar ante esta Soberanía la siguiente:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE CREA LA “LEY DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA”, en base a la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El artículo 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece la responsabilidad del Estado para indemnizar a los particulares, por los daños que con motivo de su actividad administrativa irregular les cause en sus bienes o derechos, por lo tanto, las personas que sean afectadas por los actos relacionados con la actividad administrativa del Estado, tendrán derecho a una indemnización conforme a las bases, límites y procedimientos que establezcan las leyes secundarias; en este caso, la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

Lo anterior constituye un trascendente avance de nuestro orden jurídico, puesto que se cumple un imperativo de justicia; se afianza el valor de la seguridad jurídica; se amplía la esfera de tutela jurídica de los gobernados; se dota a los administrados de un nuevo medio de defensa frente a la Administración Pública; se combate la impunidad del Estado, y se mejora gradualmente la prestación de los servicios públicos. 

El propósito de integrar en nuestro ordenamiento jurídico un sistema de responsabilidad patrimonial del Estado, se basa en que actualmente, estas figuras existen dentro del derecho privado que resuelve controversias entre particulares, más no han sido contempladas en el ámbito del derecho público, a pesar de que se ha convertido en una exigencia cada vez más reiterada de los ciudadanos que requieren procedimientos claros y ágiles para protegerse frente a la actividad irregular del Estado, lo cual se traducirá en un mecanismo de equidad en las cargas públicas, para que quien sufre un daño, el Estado lo repare o indemnice. 

A efecto de evitar indebidas interpretaciones que pudieran surgir sobre el espíritu de esta Ley, en el sentido de contraer al Estado financieramente hablando, entendemos las posibles repercusiones que pudiera tener en el ejercicio del gasto por parte del Estado, sin embargo, con la prudencia que el tema amerita, estamos considerando que deberá tomarse en cuenta que con toda oportunidad en las Leyes de Ingresos y Presupuestos de Egresos del Gobierno Estatal y municipios, se incluya un apartado especial en las leyes de Ingresos y Presupuestos de Egresos, para el pago de indemnizaciones por daños causados por la actividad irregular que pudieran lesionar a las personas y a su patrimonio. 

Un aspecto medular de la ley que se propone, consiste en, el brindar mayor seguridad jurídica al procedimiento de responsabilidad patrimonial del Estado, ya que otorga a los particulares vías para que indistintamente puedan reclamar sus derechos, bien sea por el administrativo o a través de los recursos ordinarios, que se dirigen ante la propia autoridad administrativa, a fin de que ésta emita su fallo.

Es particularmente importante, establecer la carga de la prueba para el particular reclamante, toda vez que por la misma naturaleza y campo de acción del Estado, se vería en la dificultad de estar acreditando pruebas sobre hechos que le son imputados, cuando la actividad de éste, se encuentra encaminada a la prestación de servicios preferentemente, de tal manera que el sentido de que sea el propio particular quien tenga que acreditar las supuestas lesiones patrimoniales, viene a confirmar la máxima jurídica de que “el que afirma esta obligado a probar”. Sin embargo el Estado no queda absolutamente desligado de esta obligación, ya que le corresponderá probar, en su caso, la participación de terceros o del propio reclamante en la producción de los daños y perjuicios ocasionados al mismo, aún por negligencia propia o en su caso, la existencia de la fuerza mayor que lo exonere de la responsabilidad patrimonial. 

En base a lo anterior, se refuerza el sentido de la acreditación de probanzas, considerándose una serie de supuestos que permitan corroborar los hechos que se reclaman, en que la causa o causas productoras del daño sean claramente identificables, la relación causa-efecto entre lesión patrimonial y la acción administrativa imputable al Estado deberá probarse plenamente; y en su defecto, la causalidad única o concurrencia de hechos y condiciones causales, así como la participación de otros agentes en la generación de la lesión reclamada, deberá probarse a través de la identificación precisa de los hechos relevantes para la producción del resultado final. 

No se puede hablar de daños y perjuicios sino trae aparejada una indemnización a los particulares, y la determinación de los montos a pagar según sea el caso, considerando daño emergente, reparación equitativa, e integral, de acuerdo a las condiciones económicas del afectado, la comprobación de la actividad irregular, o la actuación deficiente o ilegal del servidor público.

 En este punto cabe aclarar que se establecen términos y condiciones para dar aplicabilidad al procedimiento, al considerar que la posibilidad de reclamar la indemnización prescribe en un año, contados a partir de que se produce la lesión o a partir del momento en que cesen sus efectos. Así como los montos a indemnizar, se establecen de acuerdo a estándares de ingresos saláriales elevados al mes. 

Una vía alterna que se establece a fin de poder resolver una controversia derivada de haber causado daños en el patrimonio de los particulares por parte del Estado, es a través de la suscripción voluntaria de “convenios indemnizatorios” entre las partes involucradas, en cuanto a los montos indemnizatorios y a la forma de pago respectivo, de tal forma que mediante esta vía se evita cualquier litis. 

Una figura jurídica especialmente relevante, es la capacidad que se le otorga al Estado para que éste ejerza acción de repetición en contra del servidor público que haya actuado o dejado de actuar debidamente o actuado de manera ilegal provocando daños u perjuicios a particulares. Esta propuesta obedece a no permitir la impunidad de los servidores públicos ni solapar las irresponsabilidades de su actuación sino garantizar fundamentalmente el derecho de los particulares a su integridad patrimonial. Sin embargo, habrá que tomar en cuenta que una considerable parte de las lesiones patrimoniales que se producen a particulares no necesariamente provienen de la realización u omisión de un conducta, sino fundamentalmente de errores de organización de una área administrativa o de servicios, en las cuales es difícil determinar la culpabilidad o no, en lo particular de algún servidor público. 

En resumen, podríamos concluir, diciendo que la iniciativa que hoy se presenta tiene dos objetivos fundamentales: contribuir a dar mayores garantías al individuo frente al Estado, al establecer la facultad de exigirles indemnización cuando incurra en una actividad irregular, lo cual representa un antecedente jurídico, político y social sin precedente en la historia de nuestra entidad, y segundo, que esta medida sin lugar a dudas, favorecerá la eficiencia y profesionalización en los servicios que presta el Estado, haciendo del mismo un organismo con mayor responsabilidad, pero también más justo y más democrático. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, nos permitimos poner a consideración de esta Soberanía el siguiente proyecto de:

D E C R E T O:

ARTÍCULO ÚNICO: Se crea la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de Coahuila de Zaragoza, en los siguientes términos:

Capítulo Primero

Disposiciones generales 

Artículo 1. Las disposiciones de la presente Ley son de orden público e interés general. Tiene por objeto fijar las bases y procedimientos para reconocer el derecho a la indemnización de quienes, sin obligación jurídica de soportarlo, sufran daños en cualquiera de sus bienes y derechos como consecuencia de la actividad administrativa irregular del Estado. 

La responsabilidad extracontractual a cargo del Estado es objetiva y directa, y la indemnización deberá ajustarse a los términos y condiciones señalados en esta Ley y en las demás disposiciones legales a que la misma hace referencia. 

Para los efectos de este ordenamiento legal, por actividad administrativa irregular se entenderá, aquella que cause daño a los bienes y derechos de los particulares que no tengan la obligación jurídica de soportarlo, en virtud de no existir fundamento legal o causa jurídica de justificación para legitimar el daño de que se trate. 

Artículo 2. Son sujetos de esta Ley, los entes públicos del Estado de Coahuila. 

Para los efectos de la presente, se entenderá por entes públicos, los Poderes Judicial, Legislativo y Ejecutivo del Estado, los organismos públicos autónomos, las dependencias, las entidades de la Administración Pública del Estado, la Fiscalía General del Estado, los municipios del Estado, los organismos descentralizados, loa fideicomisos públicos y las empresas en las que participen de forma mayoritaria el Poder Ejecutivo del Estado, así como cualquier otro ente público de carácter estatal o municipal. 

No quedan comprendidos en ellos, los notarios y corredores públicos, los concesionarios o cualquier otra persona física o moral que en ejercicio de alguna patente, permiso o concesión, preste un servicio público. 

Artículo 3. Se exceptúan de la obligación de indemnizar, de acuerdo con esta Ley, además de los casos fortuitos y de fuerza mayor, los daños y perjuicios que no sean consecuencia de la actividad administrativa irregular del Estado, así como aquellos que se deriven de hechos o circunstancias que no se hubieran podido prever o evitar según el estado de los conocimientos de la ciencia o de la técnica existentes en el momento de su acaecimiento y en los casos en los que el solicitante de la indemnización sea el único causante del daño. 

Artículo 4. Las indemnizaciones por responsabilidad patrimonial que sean reclamadas al Estado, habrán de ser reales, evaluables en dinero, directamente relacionadas con una o varias personas y ser desiguales a las que pudieran afectar al común de la población. 

Artículo 5. Los entes públicos que pudieran incurrir en responsabilidad patrimonial, deberán proponer en su presupuesto de egresos del año que corresponda, una partida para cubrir las posibles indemnizaciones a que hubiere lugar en los términos de esta Ley. 

Artículo 6. Los entes públicos, tomando en cuenta la disponibilidad de recursos para el ejercicio fiscal correspondiente, cubrirán las erogaciones derivadas de responsabilidad patrimonial, hasta dicha disponibilidad. 

Artículo 7. A falta de disposición expresa en esta Ley, se aplicarán las disposiciones contenidas en la Ley de Procedimiento Administrativo para el Estado de Coahuila de Zaragoza, el Código Fiscal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, el Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza y los principios generales del derecho.

Artículo 8. Los entes públicos tendrán la obligación de denunciar ante el Ministerio Público, a toda persona que directa o indirectamente participe, coadyuve, asista o simule la producción de daños con el propósito de acreditar indebidamente la responsabilidad patrimonial del Estado o de obtener la indemnización a que se refiere esta Ley, con independencia de lo señalado en el artículo 20 de la misma.

Capítulo Segundo 
De las indemnizaciones 

Artículo 9. La indemnización por responsabilidad patrimonial del Estado derivada de la actividad administrativa irregular, deberá pagarse al reclamante de acuerdo a las modalidades que establece esta Ley, tomando en consideración la disponibilidad presupuestal a que se refiere el artículo 6 y conforme a las bases siguientes: 

a) Deberá pagarse en moneda nacional. 

b) Podrá convenirse su pago en especie. 

c) La cuantificación de la indemnización se calculará de acuerdo a la fecha en que la lesión efectivamente se produjo o la fecha en que haya cesado, cuando sea de carácter continuo. 

Artículo 10. El monto de la indemnización por daños y perjuicios materiales, se calculará de acuerdo con los criterios establecidos por la legislación aplicable. 

Artículo 11. Independientemente de lo previsto en el artículo que antecede, los montos también se calcularán de la siguiente forma: 

I. En el caso de daños personales: 

a) Corresponderá una indemnización con base en los dictámenes médicos correspondientes, conforme a lo dispuesto para riesgos de trabajo en la Ley Federal del Trabajo; y 

b) Además de la indemnización prevista en el inciso anterior, el reclamante o causahabiente tendrá derecho a que se le cubran los gastos médicos que en su caso erogue, de conformidad con lo que la propia Ley Federal del Trabajo disponga para riesgos de trabajo. 

II. En el caso de daño moral, la autoridad administrativa o jurisdiccional que corresponda, calculará el monto de la indemnización de acuerdo con los criterios establecidos en el Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, debiendo tomar en consideración los dictámenes periciales ofrecidos por el reclamante; 

III. En el caso de muerte, el cálculo de la indemnización se hará de acuerdo a lo dispuesto en el Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, debiendo y demás disposiciones legales aplicables. 

Capítulo Tercero 
Del Procedimiento 

Artículo 12. Los procedimientos de responsabilidad patrimonial de los entes públicos se iniciarán por reclamación de la parte interesada, la cual deberá formularse dentro de los treinta días naturales siguientes a aquél en que se hubiera producido la lesión patrimonial o a partir del momento en que hubiesen cesado sus efectos lesivos, si fuesen de carácter continuo. 

Artículo 13. El interesado deberá presentar por escrito su reclamación ante la contraloría interna u órgano interno de control de la dependencia a la que se atribuya la responsabilidad patrimonial.

El escrito de reclamación deberá presentarse conforme a lo establecido en la Ley de Procedimiento Administrativo para el Estado de Coahuila de Zaragoza. 

Artículo 14. La nulidad o anulabilidad de actos administrativos por la vía administrativa, no presupone, por sí misma, derecho a la indemnización.

Artículo 15. El daño  que se cause al patrimonio de los particulares por la actividad administrativa irregular del Estado, deberá acreditarse tomando en consideración los siguientes criterios:

I. En los casos en que la causa productora del daño sea identificable, probar fehacientemente la relación causa-efecto entre la lesión patrimonial y la acción administrativa irregular imputable al Estado; y 

II. En su defecto, la causalidad única o concurrencia de hechos y condiciones causales, así como la participación de otros agentes en la generación de la lesión reclamada, a través de la identificación precisa de los hechos que produjeron el resultado final, examinando rigurosamente las condiciones o circunstancias originales o sobrevenidas que hayan podido atenuar o agravar la lesión patrimonial reclamada. 

Artículo 16. La responsabilidad del Estado deberá probarla el reclamante que considere lesionado su patrimonio, por no tener la obligación jurídica de soportarlo. 

Por su parte, al Estado corresponderá probar, en su caso, la participación de terceros o del propio reclamante en la producción de los daños y perjuicios irrogados al mismo; que no son consecuencia de actividad administrativa irregular; que derivan de hechos o circunstancias imprevisibles o inevitables, según los conocimientos de la ciencia o de la técnica existentes en el momento de su acaecimiento, o bien, la existencia de fuerza mayor o caso fortuito, que lo exoneran de la responsabilidad patrimonial exigida. 

Artículo 17. Las resoluciones que se dicten con motivo de las reclamaciones, deberán contener elementos relativos a relación de causalidad entre el funcionamiento del servicio público o actividad administrativa y la lesión producida y, en su caso, la valoración del daño causado, así como el monto en dinero o en especie de la indemnización, explicando los criterios utilizados para su cuantificación. 

Artículo 18. El derecho a reclamar indemnización prescribe en treinta días, que se computarán a partir del día siguiente a aquél en que se hubiera producido la lesión patrimonial o a partir del momento en que hubiesen cesado sus efectos lesivos, si fuesen de carácter continuo. 

Artículo 19. Los reclamantes afectados podrán celebrar convenio con los entes públicos, a fin de dar por concluida la controversia, mediante la fijación y el pago de la indemnización que las partes acuerden. Para la validez de dicho convenio se requerirá, según sea el caso, la aprobación de la contraloría interna o del órgano interno de control correspondiente. 

Artículo 20. Las reclamaciones que sean notoriamente improcedentes, serán desechadas de plano. 

Cuando se trate de reclamaciones de indemnización que sean presentadas con dolo o mala fe y resulten improcedentes, la autoridad que conozca de la reclamación sancionará al promovente con una multa de 500 a 1000 veces el salario mínimo general vigente en la zona. 

Capítulo Cuarto 
De la concurrencia 

Artículo 21. Tratándose de concurrencia acreditada de los entes públicos, el pago de la indemnización deberá distribuirse proporcionalmente entre todos los causantes de la lesión patrimonial reclamada, de acuerdo con su respectiva participación. Para tal efecto, las autoridades administrativas tomarán en cuenta, entre otros, los siguientes criterios de imputación, mismos que deberán graduarse y aplicarse de acuerdo con cada caso concreto:

I. Deberán atribuirse a cada ente público los hechos o actos dañosos que provengan de su propia organización y operación, incluyendo las de sus órganos administrativos desconcentrados;

II. Los entes públicos responderán únicamente de los hechos o actos dañosos directamente imputables a éstos; 

III. Los entes públicos que tengan atribuciones o responsabilidad respecto de la prestación del servicio público cuya actividad haya producido los hechos o actos dañosos responderán de los mismos, sea por prestación directa o con colaboración interorgánica; 

IV. Los entes públicos que hubieran proyectado obras que hayan sido ejecutadas por otros, responderá de los hechos o actos dañosos causados, cuando los segundos no hayan tenido el derecho de modificar el proyecto por cuya causa se generó la lesión patrimonial reclamada. Por su parte, los entes públicos ejecutores responderán de los hechos o actos dañosos producidos, cuando éstos no hubieran tenido como origen deficiencias en el proyecto elaborado; y 

V. Cuando en los hechos o actos dañosos concurra la intervención de la autoridad federal y la local, la primera responderá en los términos de la legislación aplicable, mientras que los entes públicos locales, responderán en los términos de la presente Ley. 

Artículo 22. No procederá la reclamación de indemnización patrimonial, cuando el reclamante se encuentre entre los propios causantes de la lesión demandada. 

Capítulo Quinto
Del derecho del Estado de repetir
contra los servidores públicos
Artículo 23.- El Estado podrá repetir de los servidores públicos el pago de la indemnización cubierta a los particulares en los términos de la presente Ley cuando, previa substanciación del procedimiento administrativo disciplinario previsto en la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila, se determine su responsabilidad, siempre y cuando la falta administrativa haya tenido el carácter de grave. El monto que se le exija al servidor público por este concepto formará parte de la sanción económica que se le aplique. 

La gravedad de la falta se calificará de acuerdo a los criterios que se establecen en la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos citada. 

Artículo 24.- Los servidores públicos podrán impugnar las resoluciones administrativas por las cuales se les imponga la obligación de resarcir los daños y perjuicios que haya pagado el Estado con motivo de las reclamaciones de indemnización respectivas, por medio del recurso previsto en la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila

TRANSITORIOS

PRIMERO.- La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado

SEGUNDO.- Los asuntos que se encuentren en trámite en las dependencias o entidades relacionados con la indemnización a los particulares, derivados de las faltas administrativas en que hubieren incurrido los servidores públicos, se atenderán hasta su total terminación de acuerdo a las disposiciones aplicables a la fecha en que inició el procedimiento administrativo correspondiente. 

TERCERO.- El Gobierno del Estado, los ayuntamientos y demás entidades a que se refiere esta Ley, a partir del ejercicio fiscal 2012 incluirán en sus respectivos presupuestos una partida que haga frente a su responsabilidad patrimonial. 

CUARTO.- Se derogan todas las disposiciones legales y reglamentarias que se opongan al presente ordenamiento.

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA Y UNA VIDA MEJOR Y MAS DIGNA PARA TODOS”

Saltillo Coahuila, a 12 de Abril del 2011

ATENTAMENTE

DIP. CARLOS U. ORTA CANALES 

DIP. ESTHER QUINTANA SALINAS

DIP. MARIO ALBERTO DAVILA DELGADO

DIP. RODRIGO RIVAS URBINA

DIP. LOTH TIPA MOTA

DIP. JOSE MIGUEL BATARSE SILVA

Dictamen de las Comisiones Unidas de Cultura y Actividades Cívicas y de Equidad y Género  de la Quincuagésimo Octava Legislatura, relativo a la Proposición con Punto de Acuerdo en relación a  “LA ROTONDA DE COAHUILENSES DISTINGUIDOS”., presentado por el Diputado Loth Tipa Mota Natharen en conjunto con los integrantes del grupo parlamentario “Lic. Felipe Calderón Hinojosa” del Partido Acción Nacional; y,

  RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 20 de Octubre del año 2009, se trató lo relativo a la proposición a que se alude en el proemio de este Dictamen.

SEGUNDO.  De conformidad con los artículos 129 y 130 de la Ley Orgánica del Congreso, se dispuso que la susodicha proposición fuera turnada a estas Comisiones Unidas de de Cultura y Actividades Cívicas y de Equidad y Género  para efecto de emitir dictamen sobre la misma; y,

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que estas Comisiones Unidas, con fundamento en los artículos 112 y 115 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, son competentes para emitir el presente dictamen por el acuerdo tomado por el Pleno del Congreso.

SEGUNDO. Que la Proposición con Punto de Acuerdo en relación a  “LA ROTONDA DE COAHUILENSES DISTINGUIDOS”., presentado por el Diputado Loth Tipa Mota Natharen en conjunto con los integrantes del grupo parlamentario “Lic. Felipe Calderón Hinojosa” del Partido Acción Nacional, se basa entre otras en  las siguientes consideraciones:

El 19 de Febrero de 1910, hace casi 100 años,  se publicó en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, el Decreto 1118 por el que el Congreso del Estado designa un lugar que lleva el nombre de “Rotonda de Coahuilenses Distinguidos” establecido en el Panteón de Santiago en la Ciudad de Saltillo, lugar en donde se guardarían los restos mortales de quienes revistieran esta calidad por sus acciones en bien del Estado.

A pesar de que el nombre oficial es “Rotonda de Coahuilenses Distinguidos”, en una visita al lugar, nos percatamos que el enunciado que enmarca dicho apartado en el Panteón de Santiago es “Rotonda de los Hombres Ilustres”. Y efectivamente, se encuentran ocupadas las 24 fosas por hombres que marcaron la historia del Estado de Coahuila, los cuales me permito mencionar como tributo a su actuar:

1. Nazario Ortiz Garza (1893-1991)

2. Lic. Francisco García Cárdenas (1900-1977)

3. Gral. Lucio Blanco (1879-1922)

4. Gral. Vicente Dávila Aguirre (1886-1960)

5. José García Rodríguez (1872-1948)

6. Carlos Pereyra 

7. Prof. Leopoldo Villarreal Cárdenas (1874-1956)

8. Prof. Carlos Espinoza Romero (1894-1973)

9. Prof. José Rodríguez González (1880-1974)

10.  Gral. Andrés S. Viesca (1827-1908)

11.  Prof. Federico Berrueto Ramón (1900-1980)

12.  Oscar Flores Tapia (1913-1998)

13.  Prof. Ildefonso Villarello Velez (1905-1973)

14. Gral. Victoriano Cepeda (1826-1892)

15.  Lic. Don Juan Antonio de la Fuente (1814-1867)

16.  Gral. Adolfo Huerta Vargas (1875-1917)

17. Manuel Acuña (1849-1873)

18. Mayor Salvador Treviño (1888-1914)

19.  Don Rubén Herrera (1888-1933)

20. Antonio Narro (?-1912)

21. Prof. A. M. Avilés (1876-1930)

22. Gral. De Brigada Jesús Carranza, Cap.1º Ignacio Peraldi, Tte. Abelardo Carranza.

23. Prof. Rubén Moreira Cobos (1875-1954)

24. Prof. Severino Calderón González (1904-1971)

El propósito original de los autores de este punto de acuerdo era modificar el nombre de la rotonda para que se incluyeran también a Mujeres Distinguidas de Coahuila, pues pasados 100 años, el reconocimiento se ha hecho únicamente a personas del sexo masculino que, con justificada razón, se encuentran en dicho lugar, pero es claro que existen también mujeres que marcaron el desarrollo de Coahuila. 

Entre ellas, y solamente en forma enunciativa no exhaustiva, podemos nombrar a las siguientes, que se destacaron principalmente en labores educativas y culturales:

1. Carmen Guerra de Weber, (Saltillo) Primer directora de la Academia de Teatro y Danza Clásica en Saltillo

2. Carmelita Harlan Laroche, (Saltillo) Pintora destacada de Coahuila.

3. Carmen Aguirre de Fuentes (Saltillo) Primer directora de Teatro en Coahuila.

4. Carmelita Valdez (Saltillo) Primer Directora de la Escuela de Danza Folklórica de Coahuila.

5. Enriqueta Ochoa (Torreón) Poeta reconocida a nivel nacional, quien fue merecedora de un homenaje en Bellas Artes a su fallecimiento.

6. Nancy Cárdenas (Parras) Reconocida Productora, Directora y Escritora de Teatro.

7. Profa. Rosita Herlinda Saucedo Maldonado (Piedras Negras) Maestra destacada, Poeta, merecedora de la Medalla Ignacio M. Altamirano entregada por el Presidente Adolfo López Mateos.

Sin embargo, el simple cambio de nombre resultaría incongruente con las instalaciones que existen en la Rotonda en cuestión, pues se agotaron las fosas para recibir  restos mortales, así que incluir el nombre de “Rotonda de Hombres y Mujeres Distinguidos de Coahuila” en un lugar en donde reposan únicamente quienes en vida fueron personas del sexo masculino, carece de sentido.

Es así que en este punto de acuerdo se propone un acercamiento de los Poderes Legislativo y Ejecutivo con dos finalidades:

Primero, encontrar una solución de lugar para seguir honrando a quienes marcaron la vida de este Estado, ya sea adecuando la rotonda ya existente o estableciendo un nuevo sitio donde ubicarlo; pues conforme transcurra el tiempo tendremos más hombres y mujeres a quienes distinguir; y,

Segundo, que una vez resuelto lo anterior, se adecue el nombre del lugar donde reposarán los restos mortales de los Coahuilenses distinguidos y se incluyan expresamente a las mujeres que con su labor también han forjado la historia del Estado, con la finalidad de propiciar que se reconozca también a personas del sexo femenino. 

El Estado de Coahuila es respetuoso de la garantía de igualdad, en la que se incluye la razón de género y promotor de una cultura de equidad entre hombres y mujeres, por lo que reconocer también a las mujeres distinguidas de Coahuila es consistente con las acciones la emprendidas en la materia.

Por las razones expuestas, presentamos a esta soberanía la siguiente:

Proposición con Punto de Acuerdo:

Único.- Se turne la presente proposición con punto de acuerdo a las Comisiones de Cultura y Actividades Cívicas y Equidad y Género a fin de procurar un acercamiento con las autoridades ejecutivas estatales que considere necesarias para dar solución a lo aquí planteado.

TERCERO.- Se establece en la Proposición con Punto de Acuerdo que estas Comisiones son coincidentes con la propuesta del Diputado Loth Tipa Mota en apreciar la necesidad de designar un nuevo lugar en que reposen los restos mortales de los hombres y mujeres coahuilenses que han dado realce al nombre del estado de Coahuila, pues efectivamente como lo señala en su Punto de Acuerdo, aún cuando en el estado hemos sido respetuosos de la garantía de igualdad y promotores de la equidad y género, por lo que se considera necesario que se establezca una nueva rotonda de personajes ilustres de nuestro Estado en el que se incluya el reconocimiento de igual manera tanto de hombres como mujeres distinguidas en Coahuila, que con su trayectoria y su labor diaria, tanto en el ámbito educativo, social, cultural, laboral y familiar, han forjado nuestra historia y enaltecen el nombre de nuestro Estado.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden resulta pertinente emitir el siguiente 

DICTAMEN

Único.- Por las razones expuestas, estas Comisiones Unidas de Cultura y Actividades Cívicas y de Equidad y Género, estiman procedente realizar una atenta solicitud al Ejecutivo del Estado a fin de que conforme a sus facultades y tomando en consideración lo dispuesto en las Ley Sanitaria en la materia, se designe al lugar donde reposen los restos mortales de los Hombres y Mujeres Coahuilenses distinguidos que con su labor han forjado la historia del Estado, como la “ Rotonda de Mujeres y Hombres Coahuilenses Distinguidos”.
Asi lo acuerdan los Diputados y Diputadas integrantes de las Comisiones Unidas de Cultura y Actividades Cívicas y de Equidad y Género de la Quincuagésima Octava Legislatura del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández (coordinador), Diputado Ramiro Flores Morales, Diputado Carlos Ulises Orta Canales, Diputado José Antonio Campos Ontiveros , Diputado Raúl Onofre Contreras, Diputada Veronica Boreque Martínez González (coordinadora), Diputada Hilda Esthela Flores Escalera, Diputada Cecilia Yanet Babún Moreno, Diputada Esther Quintana Salinas, Diputada Veronica Martínez García,  y Diputada Osvelia Urueta Hernández. Saltillo Coahuila a 17 de agosto de 2011.

COMISION DE CULTURA Y ACTIVIDADES  CIVICAS
	NOMBRE
	VOTO Y FIRMA

	DIP. FRANCISCO TOBÍAS HERNANDEZ

COORDINADOR


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA



	DIP. RAMIRO FLORES MORALES


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA



	DIP. CARLOS ULISES  ORTA CANALES


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA



	DIP. JOSE ANTONIO CAMPOS ONTIVEROS


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA



	DIP. RAUL ONOFRE CONTRERAS


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA




COMISION DE EQUIDAD Y GÉNERO
	NOMBRE
	VOTO Y FIRMA

	DIP. VERONICA BOREQUE MARTINEZ GONZALEZ

COORDINADOR


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA



	DIP. HILDA ESTHELA FLORES ESCALERA


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA



	DIP. CECILIA YANETE BABUN MORENO


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA



	DIP. ESTHER QUINTANA SALINAS


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA



	DIP. VERONICA MARTINEZ GARCIA


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA



	DIP. OSVELIA URUETA HERNANDEZ


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA



	DIP. RAMIRO FLORES MORALES


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA




PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTA EL DIP. JAIME RUSSEK FERNÁNDEZ Y DEMÁS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “JOSÉ MARÍA MORELOS Y PAVÓN” DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL POR EL QUE SE SOLICITA AL TITULAR DE LA SECRETARIA DE TURISMO SE EJECUTEN LAS ACCIONES NECESARIAS PARA PROMOVER E IMPULSAR EL DESARROLLO DEL TURISMO EN NUESTRO PAÍS.
El turismo es generador de divisas, generador de empleos, influye de manera importante sobre el ingreso nacional y también actúa como un factor que contribuye a la expansión del mercado nacional.
El turismo desempeña un papel de suma importancia en la evolución económica de nuestro país y ha venido experimentando un crecimiento de manera continua  llegando a convertirse en uno de los sectores que crecen con mayor rapidez en el mundo entero.
En Marzo pasado, el presidente Felipe Calderón señaló que México debe ser uno de los cinco principales destinos turísticos en todo el mundo y firmó el Acuerdo Nacional por el Turismo con todos los sectores relacionados con esta industria.
Este convenio contiene 10 ejes estratégicos para fortalecer al turismo como palanca del desarrollo nacional.
Nosotros en Coahuila queremos apoyar estos ejes y contribuir al cumplimiento de los objetivos, queremos trabajar coordinadamente. Diversificar la estrategia en materia de turismo es fundamental, nuestro estado tiene dos potenciales turísticos como el turismo paleontológico y el cinegético, si logramos que estos dos puntos se desarrollen, no dudamos, que nuestro estado sea clave en esta palanca de desarrollo y sea parte del atractivo para el turismo internacional.
Según la empresa consultora “pwc”, las perspectivas para este sector en las próximas dos décadas son muy favorables. Sus estudios estiman que para 2020, el flujo de turistas internacionales en el mundo se ubicará en más de 1,560 millones de llegadas. 
México hoy ocupa el octavo sitio a nivel mundial en recepción de turismo extranjero y el doceavo en captación de divisas. Actualmente, visitan el país 20 millones de turistas cada año, y los empleos generados en este sector de la economía suman 1.8 millones y pronto se llegarán a ingresos anuales por 10 mil millones de dólares.
Estamos de acuerdo en la importancia de este sector, sabemos que su propuesta económica significa un proyecto de fortaleza para nuestro país, pero debemos considerar que las organizaciones que conforman esta industria enfrentan  problemas muy complejos de oferta, demanda, competencia, financiamiento y globalización. 
Para seguir siendo competitivos y maximizar las oportunidades en los entornos locales, regionales e internacionales, las empresas turísticas requieren de un análisis estratégico, producto de una profunda investigación, guiado por un criterio objetivo y con visión.
Por lo anteriormente expuesto, y en ejercicio de las facultades que me otorgan los Artículos 48 en su fracción V, 208, 209, 211, 212 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila, y debido a la gravedad de la situación solicito que sea tratado como de URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN la siguiente:
Proposición con Punto de Acuerdo
Primero.- Enviar una atenta solicitud al titular de la Secretaría de Turismo para que en ejercicio de las atribuciones, analice la viabilidad de trazar un plan estratégico que coadyuve a la diversificación de la oferta turística nacional y considere para Coahuila el desarrollo del turismo paleontológico y cinegético.
Segundo.- A fin de crecer y expandir este sector se contemple un programa de financiamiento e implementación de estímulos para impulsar a pequeñas y medianas empresas que brinden servicios turísticos.
Tercero.-  Se promuevan acuerdos de cooperación y coordinación con el sector privado y social para el impulso, fomento y desarrollo de la actividad turística.

ATENTAMENTE

Saltillo, Coahuila a 31 de  Agosto de 2011

Por el Partido Revolucionario Institucional

DIP. JAIME RUSSEK FERNÁNDEZ.
Dip. Fernando Donato de las Fuentes 
Dip. Shamir Fernández Hernández


Hernández

Dip. Jessica Luz Agüero Martínez 
Dip. Juan Francisco González González

Dip. Hilda Esthela Flores Escalera
Dip. Rogelio Ramos Sánchez

Dip. Enrique Martínez y Morales 
Dip. Jesús Mario Flores Garza

Dip. Ignacio Segura Teniente 
Dip. Cristina Amezcua González 

Dip. Raúl Onofre  Contreras 
Dip. Ramiro Flores Morales

Dip. Salomón Juan Marcos Issa 
Dip. Jesús Salvador Hernández Vélez

Dip. Francisco Tobias Hernández 
Dip. José Antonio Campos Ontiveros

Dip. Verónica Martínez García 
Dip. Verónica Boreque Martínez González

Dip. José Isabel Sepúlveda Elias
Dip. Osvelia Urueta Hernández

Dip. Javier Fernández Ortíz
Dip. José Manuel Villegas González

PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTA EL  DIPUTADO MARIO ALBERTO DÀVILA DELGADO, CONJUNTAMENTE CON LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “FELIPE CALDERÓN HINOJOSA”, DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL QUE AL CALCE FIRMAN, EN RELACION AL INCUMPLIMIENTO RELACIONADOS CON LA FALTA DE PAGO DE LAS APORTACIONES POR PARTE DEL ESTADO DE COAHUILA A LOS MUNICIPIOS DE ACUÑA, MONCLOVA Y TORREÓN EN RELACIÒN AL SUBSIDIO PARA LA SEGURIDAD PÚBLICA DE LOS MUNICIPIOS Y DE LAS DEMARCACIONES TERRITORIALES DEL DISTRITO FEDERAL(SUBSEMUN), PARA EL EQUIPAMIENTO DE LAS CORPORACIONES DE SEGURIDAD PÚBLICA EN LOS MUNICIPIOS.

La seguridad pública es un factor indispensable para el desarrollo; esta es una función a cargo de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios y que para prevenir y combatir frontal y eficazmente a la delincuencia, deben fortalecerse los elementos prioritarios y estratégicos como la debida coordinación, cooperación y dirección de las políticas de seguridad pública, de los tres órdenes de gobierno.

En lo que respecta a la Federación, el artículo 10 del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2010 establece la aportación de recursos para la creación del Subsidio para la Seguridad Pública de los Municipios y las Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal (SUBSEMUN) que consiste en otorgar subsidios a los municipios y al Gobierno del Distrito Federal para la seguridad pública en sus demarcaciones territoriales, con objeto de fortalecer el desempeño de sus funciones en materia de seguridad pública, salvaguardar los derechos e integridad de sus habitantes y preservar las libertades, el orden y la paz públicos.

Los subsidios a que se refiere el citado precepto jurídico, serán destinados para los conceptos y conforme a las reglas que establezca el Ejecutivo Federal, con el propósito de profesionalizar y equipar a los cuerpos de seguridad pública en los municipios y demarcaciones territoriales del Distrito Federal, así como mejorar la infraestructura de las corporaciones en el marco de las disposiciones legales aplicables.

De esta manera, se pretende dar cauce a la participación corresponsable de los tres órdenes de gobierno en la profesionalización y equipamiento de los cuerpos de seguridad pública, el mejoramiento de la infraestructura de corporaciones de los Municipios y las Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal.

Sin embargo, el pasado 23 de agosto del presente año, se dio a conocer que el Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública (SESNSP) denunció ante la Auditoría Superior de la Federación (ASF) al Gobierno del Estado de Coahuila durante la gestión de Humberto Moreira por haber retenido los recursos del Subsidio para la Seguridad Pública de los Municipios (Subsemun). 1

Los municipios de Torreón, Monclova y Acuña fueron las alcaldías que denunciaron no haber recibido del Gobierno Estatal los recursos del Subsemun o que les fueron entregados en forma tardía, según el oficio SESNSP/DGAJ/0123/2011 que envió la Dirección General de Asuntos Jurídicos del SESNSP a la ASF.

En la denuncia ante la ASF, el SESNSP señala que los municipios de Monclova, Torreón y Acuña informaron, a través de los oficios DPPM/249/2010, SUBSEMUN/415/2010 y PMPAL/529/2010, respectivamente, que el Gobierno Estatal de Coahuila “no les ministró el recurso federal”, o bien, lo hizo en forma tardía.

Incluso, se informa que la Dirección General de Vinculación y Seguimiento del Secretariado Ejecutivo del SNSP solicitó la intervención al Secretariado Ejecutivo del Consejo Estatal de Coahuila, sin embargo, no obtuvo respuesta.

Al no entregar los recursos a los municipios, el Gobierno Estatal incumplió con las reglas de operación del Subsemun.

Por lo anteriormente señalado propongo a ésta soberanía la siguiente

Proposición con punto de acuerdo:

Que por las características del caso solicitamos sea resuelto por la vía de Urgente u Obvia resolución.

ÚNICO.- Solicitar al Gobernador del Estado, Lic. Jorge Juan Torres López, informe a ésta soberanía, las  razones por las cuales el Gobierno del Estado de Coahuila, incumplió con la aportación de recursos a los municipios de Acuña, Monclova y Torreón por concepto del Subsidio para la Seguridad Pública de los Municipios y las Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal (SUBSEMUN) contraviniendo los convenios y reglas de operación del citado programa de apoyos en materia de Seguridad Pública.

Fundamos esta petición en los artículos 48, Fracción V, 49 Fracción IV, 207, 208, 209 y 211 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila. 

1 http://www.vanguardia.com.mx/acusanahmvporsubsemunantelaasf-1075523.html

ATENTAMENTE

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA Y UNA VIDA MEJOR Y MÁS DIGNA PARA TODOS”

Saltillo, Coahuila, a 1 de septiembre de 2011

DIP. MARIO ALBERTO DAVILA DELGADO

DIP. ESTHER QUINTANA SALINAS

DIP. RODRIGO RIVAS URBINA

DIP. CARLOS ULISES ORTA CANALES
DIP. JOSE M. BATARSE SILVA

Compañeras diputadas.

Compañeros diputados.

Iniciare este punto solicitando a todos lo que integramos la quincuagésima octava legislatura de este H. Congreso del Estado, que respetuosamente brindemos un minuto de silencio por las hermanas y hermanos fallecidos en es acto incalificable ocurrido en nuestro vecino estado de Nuevo León, pero también que este minuto valga por todos los inocentes que han sido victimas de la ola de violencia que agobia a nuestro país.

Señor Presidente de la mesa directiva, respetuosamente solicito se ponga a consideración mi propuesta y podamos brindar este humilde testimonio de solidaridad con las victimas de esta desgracia.

El tema es inevitable, tan inevitable como que la violencia se ha vuelto parte de nuestra vida y de nuestro paisaje. Hasta, pareciera que ya aceptamos convivir con ella. Esto, es lo realmente peligroso.

¿Por qué digo, que pareciera que ya la adoptamos? Porque solo cuando acontece algo como lo sucedido en el Casino Royale, o en el Caliente o en un lugar de asistencia masiva, como el Territorio Santos Modelo, salimos a la calle y protestamos, inundamos las redes sociales con mensajes de indignación e ira y buscamos la autoridad culpable para reprocharle su ineficiencia en el combate.

Todos, ciudadanos, servidores públicos, funcionarios de gobierno, cámaras de todos los sectores productivos, organizaciones no gubernamentales, reaccionamos y nos pronunciamos en contra de estos actos inhumanos, unos clamando justicia, otros culpando a los tres ordenes de gobierno y a los diferentes poderes que lo conforman.

Pero lo más triste, es como, esos ordenes y poderes gubernamentales, nos culpamos unos a otros de la situación de inseguridad y violencia que vive nuestro país.
Que si la competencia es del gobierno federal, que si es del municipal o que los gobiernos de las entidades federativas no han hecho nada por evitar el crecimiento de la violencia, o que la estrategia del gobierno federal, desde su concepción es unilateral, por lo tanto, como nadie fue invitado, hay que dejarlo solo.
La población ya esta cansada de esto, de ser un país de reacción en lugar de prevención, de ser un país en el que en vez de asumir la culpa, la calumnia al otro es la constante.
Compañeras diputadas, compañeros diputados, es tiempo de dejar a un lado todos los intereses de grupo o individuales y asumir el compromiso que tenemos con nuestros representados. Es momento de pensar y aplicar soluciones, no podemos darnos el lujo de perder el tiempo espiando en el pasado, o buscando culpables entre nosotros, o lo más grave, evadiendo nuestra responsabilidad.

No podemos darnos el lujo, de cederle espacios al ¡TERRORISMO! en México

En un acto de reflexión y humildad debemos aceptar que todos, gobierno y sociedad, hemos fallado en esta lucha.

Debemos reconocer, cada orden y poder de gobierno, que este problema ha rebasado las estrategias seguidas hasta el momento. Lo anterior esta demostrado con las estadísticas, los índices y los testimonios que vivimos cada día en este país.

Es momento de que el gobierno federal, no solo invite a todos los actores a sumarse, sino que es el momento de adoptar un cambio de estrategia, es momento que nuestro Presidente de la República, Lic. Felipe Calderón Hinojosa, reconozca que la tormenta lejos de escampar, amenaza en convertirse en un huracán.

Puntualizo, nadie aquí, en pleno juicio, se ha pronunciado en contra del ataque a la delincuencia organizada, no, en eso tiene todo nuestro apoyo cada una de las instituciones responsables de velar por la integridad física y el patrimonio de los ciudadanos, así como los responsables de la procuración de justicia.

El problema nuevamente, es el método, la estrategia, pero sobre todo la soledad, la falta de coordinación, la falta de voluntad de asumir al enemigo y de unir sinergias con los posibles aliados naturales para combatirlo.

El problema es complejo, por lo tanto no tiene una solución sencilla. Requiere de múltiples acciones integradas, no solo, de combate frontal, sino de prevención del delito.

Es necesario, que las estrategias propuestas tengan vigencia, a corto mediano y largo plazo, pero sobre todo, que exista continuidad en el tiempo una vez definidas y adoptadas: que sean un compromiso institucional, no sexenal.

Es claro y ya se ha dicho en esta máxima tribuna, de cada peso que gastamos en el combate a la delincuencia organizada, solo 6 centavos, se destinan a la prevención del delito. No hay balance entre lo destinado al combate frontal reactivo y  a la prevención.

Si hoy tenemos cifras contundentes de que pasamos de ser simples transportadores y puerto de paso, a tener una población creciente de consumidores de sustancias ilegales. No entiendo, porque no actuamos con la misma fuerza para prevenir las adicciones, para ayudar a aquellos que por múltiples causas, sociales o económicas han caído en esta enfermedad destructora de la familia y la sociedad.

Es necesario que nuestro Sistema de Salud refuerce planes, programas y presupuesto para la atención de la violencia en todos los espacios, no exclusivamente en el ámbito familiar, así mismo debe incrementar las campañas preventivas de adicción, así como los centros de atención a victimas y centros de rehabilitación.

Igualmente, es necesario que cada una de las propuestas ya comentadas en distintos foros, simposios, conferencias y propuestas académicas como la de la Universidad Nacional Autónoma de México, más haya del análisis, se pongan en práctica todas aquellas que resulten positivas y adecuadas al contexto que hoy vivimos y nos conduzca hacia el futuro al que aspiramos a arribar.

Estas propuestas incluyen, la profesionalización de los cuerpos de seguridad, así como de los encargados de procurar la justicia. La adecuación de nuestro marco legal, local y federal, no solo en materia de seguridad y procuración de justicia, sino en cada una de las asignaturas pendientes que tienen a nuestro país en el atraso eterno: me refiero a las grandes reformas estructurales: energéticas, económicas, laborales, de salud, educación y sobre todo en seguridad pública.

Otro aspecto que no podemos olvidar es  nuestra juventud, a nuestros ninis y a los que no lo son, que cada día, al no encontrar incentivo u opciones para desarrollarse plenamente son presa de la delincuencia organizada y el narcotráfico, cada vez a menor edad.

Y nos podemos pasar meses tratando el tema, pero la sociedad ya no puede esperar más, es tiempo de actuar, es tiempo de que los lideres de este país asuman su liderazgo, tomando decisiones a favor de la sociedad que sienten las bases para solucionar de fondo este problema de seguridad pública, combatiéndolo en sus dos aristas principales: en la oferta y en la prevención de la demanda.

Por todo lo antes expuesto, con el propósito de adecuar la estrategia adoptada en contra del crimen organizado y el narcotráfico, para que esta en verdad contribuya a la erradicación de la violencia de nuestro país, presento la siguiente proposición con Punto de Acuerdo con carácter de Urgente y Obvia Resolución, y con las facultades que nos otorga el artículo 48 fracción V así como el artículo 49 fracción IV de la ley Orgánica del Congreso del Estado y con fundamento en los artículos 207, 208, 209, y demás relativos del citado ordenamiento, Sometemos al Pleno del Congreso la siguiente proposición con Puntos de Acuerdo.
Primero.- Que esta LVIII Legislatura, envíe una respetuosa petición al Presidente de la República, para que convoque, de inmediato, a los Gobernadores de las Entidades Federativas y Municipios para que juntos, unidos y con el consenso de todos, se establezca un Programa de Seguridad, Procuración de Justicia y Prevención del Delito, a corto, mediano y largo plazo.

Segundo.- Que el presente punto de acuerdo se envíe a los Congresos de los Estados y a la Asamblea Legislativa del Distrito Federal para que se sumen al presente punto de acuerdo.
Saltillo, Coahuila a martes 30 de agosto de 2011
Atentamente

Diputado Profr. Jesús Contreras Pacheco
PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTA LA DIPUTADA VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA CONJUNTAMENTE CON LOS DIPUTADOS QUE INTEGRAN LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA “JOSÉ MARÍA MORELOS Y PAVÓN” DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR EL QUE SE SOLICITA AL EJECUTIVO FEDERAL LA INSTALACIÓN DE UN DESTACAMENTO PERMANENTE DE LA POLICÍA FEDERAL EN LA CIUDAD  DE TORREÓN.
Compañeros Diputados, el pasado 9 de agosto en la sesión permanente, se dio lectura a una Proposición con Punto de Acuerdo presentada por el compañero Diputado Shamir Fernández Hernández y demás integrantes de la fracción Parlamentaria “José María Morelos y Pavón” del Partido Revolucionario Institucional, para solicitar la presencia de fuerzas federales en la Comarca Lagunera de Coahuila. 
El Punto de Acuerdo fue aprobado por unanimidad y se giraron instrucciones para proceder a lo correspondiente.
Sin embargo, el sábado 20 de este mismo mes, apenas 11 días después de aprobado este punto de acuerdo, se suscitaron hechos lamentables que pusieron a Torreón en los titulares nacionales e internacionales. 
Me refiero a lo acontecido durante el partido del Santos Monarcas en las afueras del Territorio Santos Modelo. Quienes estuvieron ahí, y quienes lo vivimos en trasmisión directa, no dábamos cabida a lo que estaba sucediendo. 
El alcalde Eduardo Olmos ha reiterado su exhorto al gobierno federal para que se sume a la prevención, investigación y persecución del delito en acciones que arrojen resultados tangibles, el tiroteo a que nos referimos sembró el pánico entre los miles de aficionados que se encontraban en el estadio y la angustia a quienes desde su casa no sabían cómo actuar por encontrarse ahí algún familiar cercano.

Este compañeros, no es el México que queremos, este no es el México que soñamos dejar a nuestros hijos, un México con miedo, un México sin libertad.

Como Coahuilenses, nos preocupa la crisis de inseguridad que se vive en todo el país, todos hemos repudiado los lamentables hechos del casino en la ciudad de Monterrey, 

El Presidente Felipe Calderón ha reiterado que continuará con la lucha contra el crimen organizado, que su estrategia dará los resultados que los Mexicanos estamos esperando y ha decidido enviar  a Nuevo León tres mil agentes, mil 500 enviados por la Secretaría de la Defensa Nacional (Sedena) y una cantidad igual provenientes de la Policía Federal.

Está bien, entendemos que es necesario, pero.. y Torreón? Coahuila también es México y hemos vivido ataques igualmente lamentables en los que han perdido la vida decenas de personas, jóvenes principalmente, Bar Ferrari, Bar Juanas, Quinta Italia Inn, por mencionar algunos.

La policía municipal ha sido un blanco permanente de la delincuencia organizada, se han contabilizado más de 55 agresiones directas que han dejado como saldo más de 45 oficiales heridos y más de 17 agentes fallecidos siendo el Director de Seguridad Pública de Torreón, el  jefe de policía que más atentados y ataques ha recibido en el país, hay que recordar que como parte de la estrategia del gobierno federal, Torreón es un Municipio que cuenta con mando militar en la corporación policiaca municipal.

La situación es muy crítica, la propuesta del Alcalde Eduardo Olmos de crear un destacamento de la Policía Federal en la región se encuentra plenamente justificada y como lo señala el compañero Diputado en su Proposición con Punto de Acuerdo. 

“Hoy más que nunca se hace necesario sumar esfuerzos para lograr una mayor coordinación entre los tres niveles de gobierno y consolidar la seguridad pública como una Política de Estado, la cual debe estar en todo momento, por encima de cualquier diferencia política, la solución implica la participación activa de sociedad y gobierno y anteponer el bien colectivo de paz y tranquilidad”.

Por lo anteriormente expuesto, y en ejercicio de las facultades que me otorgan los  Artículos 48 en su fracción V, 208, 209, 211, 212 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila, y debido a la gravedad de la situación solicito que sea tratado como de URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN la siguiente:
PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO

Único. Se solicite con todo respeto al Ejecutivo Federal, gire instrucciones precisas al Secretario de Seguridad Pública, a fin de que se instale un destacamento permanente de la Policía Federal en la Ciudad  de Torreón, a fin de lograr una óptima coordinación entre los tres órdenes de gobierno en el combate al crimen organizado.
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PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTA EL DIP. JOSE MANUEL VILLEGAS GONZALEZ Y DEMÁS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “JOSÉ MARÍA MORELOS Y PAVÓN” DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL POR EL QUE SE SOLICITA AL DELEGADO DE LA SECRETARÍA DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES SE SUPERVISE EFICIENTEMENTE LA REALIZACIÓN DE OBRAS DE CONSERVACIÓN Y MANTENIMIENTO DE CARRETERAS QUE NO SON NECESARIAS POR ENCONTRARSE EN BUEN ESTADO.

El país atraviesa por una crisis  económica aguda, la pobreza aumenta y el nivel de vida es cada día peor, ante estas condiciones es importante que los presupuestos asignados para las dependencias federales se apliquen con eficiencia y responsabilidad.

Cada trimestre la Secretaría de Hacienda da a conocer subejercicios presupuestales, la Auditoría Federal  en su informe anual da a conocer del manejo deshonesto e irresponsable del presupuesto por los  funcionarios.

En este contexto, sólo me quiero referir a un tema, la conservación y mantenimiento de carreteras.

En estos tres últimos años, por las labores que desempeño en este Congreso, me ha tocado viajar por las carreteras de nuestro estado, principalmente en el tramo Saltillo-Torreón. En general las carreteras están en buen estado.

Lo que me llama la atención, es que la conservación y mantenimiento de carreteras se da en  tramos que no lo necesitan, incluso da la impresión a quienes circulamos frecuentemente por este tramo, que la carretera es intencionalmente destruida para volverla a construir, hasta cambian de lugar apenas unos metros, sin modificar en absoluto la ruta o generar algún beneficio para el conductor,  esto es muy lamentable ya existen carreteras que realmente lo necesitan y siguen ahí sin la suficiente atención.

Creo que mejor esos recursos debían canalizarse  a otras obras prioritarias dentro del sector comunicaciones y transportes y a las entidades federativas que se le asignaron. Coahuila tiene asignado este año 444.3 millones, que representa el 4.17% del gasto nacional 2011 aprobado a conservación y mantenimiento de carreteras, equivalente a un monto de 10 mil 652.6 millones de pesos.

Cuando existan recursos que no se apliquen a mantenimiento porque las carreteras no lo ocupen, dichos recursos podrían asignarse por ejemplo, al mantenimiento y rehabilitación de caminos rurales.

La conservación y mantenimiento de carreteras consiste en prolongar en buen estado la carpeta asfáltica, en la realización de trabajos de prevención y corrección de  problemas que se presentan, a causa de su uso, y así brindar al usuario el nivel de servicio para el que la carretera fue diseñada.

En junio de este año, la Secretaría de Hacienda envió a la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, el esquema integral de la estructura programática, en el se especifican en general los programas que se aplicarán en 2011, me refiero para este caso el de supervisión, inspección y verificación de conservación de carreteras.

Creo que la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, Dependencia responsable y la delegación federal correspondiente en el estado, debería poner más atención a este tipo de actividades, ya que si no existe una supervisión de obras adecuada, seguiremos viendo como se hacen obras sin ocuparse.

En septiembre, la Secretaría de Hacienda entrega el proyecto de presupuesto para el año 2012 a la Cámara de Diputados, esperemos que lo presupuestado para conservación y mantenimiento, que propone la Secretaría de Comunicaciones y Transportes este bien sustentado.

Por lo anteriormente expuesto, y en ejercicio de las facultades que me otorgan los Artículos 48 en su fracción V, 208, 209, 211, 212 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila, y debido a la gravedad de la situación solicito que sea tratado como de URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN la siguiente:

Proposición con Punto de Acuerdo

UNICO.- Se envíe un exhorto al responsable de la Delegación de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes en el Estado para que se considere evitar la realización de obras de conservación y mantenimiento de carreteras que no son necesarias porque están en buen estado, y que en su lugar se aplique dicho recurso en otras obras que si lo requieren o se destine a la rehabilitación de caminos rurales en la entidad. Asimismo, se de cumplimiento puntual a los apartados programáticos: Supervisión, inspección y verificación de conservación de carreteras y supervisión y verificación de la calidad en la construcción y conservación de carreteras.
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PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTA EL DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ Y DEMÁS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “JOSÉ MARÍA MORELOS Y PAVÓN” DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL POR EL QUE SE SOLICITA AL GOBIERNO FEDERAL Y A LAS INSTITUCIONES CORRESPONDIENTES EN MATERIA DE SALUD A REALIZAR UNA CAMPAÑA PERMANENTE EN LO QUE RESPECTA A LA DONACIÓN DE ÓRGANOS Y TEJIDOS, EN UN MARCO SEGURO, TRANSPARENTE Y APEGADO A LA LEGALIDAD.

Durante las últimas décadas, poco a poco, gradualmente, el trasplante de células, tejidos y órganos humanos ha revolucionado el mundo de la medicina convirtiéndose en una práctica mundial que ha prolongado y mejorado la calidad de vida de miles de personas. La certeza del desarrollo de la tecnología médica, brinda una esperanza de vida que genera un aumento de la demanda de éstas prácticas, pero su demanda crece más rápido que su oferta y a pesar del noble incremento de la donación de órganos existe una gran escasez de órganos disponibles.
Para el caso específico de nuestro país, existe una escasa cultura en materia de donación de órganos y tejidos, de acuerdo a datos de la Organización Mundial de la Salud, en nuestro país apenas el 70 por ciento de la población tiene conciencia de la importancia de estos procedimientos, pero un porcentaje menor está dispuesta a donar alguna parte de su cuerpo para salvar la vida de otra persona.
Sabemos que este tema ha sido llevado a tribuna no solo por este Congreso, sino por los Congresos Locales de otros estados, pero el problema sigue latente, el listado de donantes no es suficiente para cubrir la creciente demanda que se tiene, ya que aún hace falta una verdadera conciencia de donación de manera altruista, sin la búsqueda del beneficio económico o sin el temor de ser víctimas del  tráfico de órganos.
Datos presentados por el Centro Nacional de Trasplantes en su informe anual, correspondiente al año 2010, da a conocer que el número de donaciones ha aumentado, pero también la demanda. 
En el último día del mes de Junio del 2011 este Centro reportó 2,082 trasplantes realizados, en donde el 49 por ciento corresponde al trasplante de córnea, el 48.7 por ciento a trasplante de riñón y el 2.3 por ciento restante corresponde a trasplante de hígado, corazón e hígado-riñón.
Actualmente en lo que va del presente año, el número de personas que requieren recibir un trasplante son cerca de 15,037, de las cuales el 51.6 por ciento se encuentra en espera de recibir un trasplante de riñón, el 45.7 por ciento de cornea, el 2.3 por ciento de hígado y el 0.4 por ciento de riñón-páncreas, páncreas y pulmón.
México cuenta actualmente con 385 centros hospitalarios donde se realiza el trasplante o procuración de órganos con infraestructura y profesionales de nivel internacional. Lo importante en este momento es impulsar la infraestructura médica, fortalecer la organización, capacitar a médicos, enfermeras y psicólogos en la procuración de órganos. El objetivo es que cuando alguien quiera donar, pueda hacerlo en un marco seguro, transparente y apegado a la legalidad.
En México se tiene la tecnología y los cirujanos, ambos con calidad, pero falta incrementar el número, sobre todo de especialistas.  Ya que con los que se tienen no son suficientes. .
Por lo anteriormente expuesto, y en ejercicio de las facultades que me otorgan los Artículos 48 en su fracción V, 208, 209, 211, 212 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila, y debido a la gravedad de la situación solicito que sea tratado como de URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN la siguiente:
Proposición con Punto de Acuerdo
UNICO.- Se envíe una atenta solicitud al Gobierno Federal y Estatal, para que, en conjunto con las Instituciones correspondientes en materia de salud: 

a) Se desarrollen campañas permanentes para implementar sistemas de donación altruista, voluntaria y no remunerada de órganos, células y tejidos.

b) Se trabaje arduamente en generar una cultura y sensibilización social, que la gente tenga conocimiento de los beneficios y la satisfacción de salvar una vida.

c) Se garantice mediante un marco legal que ser un donante no lo pone en riesgo del tráfico de órganos y el turismo de trasplantes.

d) Se garantice la eficacia de la donación y los trasplantes cumpliendo con las normas internacionales y se impulse la creación de centros de apoyo en los hospitales para informar sobre el bienestar de los donantes vivos, o familiares de fallecidos con servicios de atención psicológica y de salud apropiados con un seguimiento a largo plazo.  
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PRONUNCIAMIENTO que presenta la Diputada Boreque Martínez González conjuntamente con las diputadas y los diputados del Grupo Parlamentario “José María Morelos y Pavón” del Partido Revolucionario Institucional con motivo del nacimiento de Doña Josefa Ortiz de Domínguez un 5 de septiembre de 1773
Compañeras y compañeros diputados:

La Fracción Parlamentaria del PRI y, en general, esta Legislatura ha cuidado reconocer y destacar la participación femenina en todas las justas, hitos y episodios trascendentes de nuestra Patria. Este interés supera, por mucha, el mero cumplimiento formal de una moda: es un vehículo importante para recordarnos el importante papel que ha desempeñado el género femenino en la historia y conformación de nuestra Nación. 

Doña Josefa Ortiz de Domínguez
 nace un 5 de septiembre de 1773 en el seno de una familia de españoles de clase media, siendo bautizada el 16 de septiembre de 1768 con los nombres de María de la Natividad Josefa. Su padre, Juan José Ortiz, fue capitán de un regimiento y murió en acción de guerra, cuando ésta contaba con pocos años de edad. Tras la muerte de su madre, María Manuela Girón, se hizo cargo de su educación su hermana María, la cual solicitó su ingreso en el Colegio de San Ignacio de Loyola. 

Su vida es constancia de esfuerzo, dedicación y rompimiento de paradigmas. Durante los años que permaneció en el colegio aprendió a leer, escribir y nociones básicas de matemáticas, además de lo que se consideraba en la época que debía aprender una señorita de su clase social, de este modo aprendió a bordar, coser y cocinar

En el año 1791 contrajo matrimonio con el Miguel Domínguez, quien, gracias a sus buenas relaciones con el virrey Félix Berenguer de Marquina, fue nombrado Corregidor de Querétaro en el año 1802. Durante estos primeros años de matrimonio, Josefa por su parte se hizo cargo de las labores domesticas y de la crianza y educación de los dos hijos de su esposo, puesto que Miguel era viudo cuando contrajeron matrimonio. 

Sus intereses y natural inquietud superó la mera actividad doméstica pues defendió sus intereses de clase y también se hizo eco de las reivindicaciones de indios mexicanos, los cuales vivían en condiciones lamentables. Por este motivo durante toda su vida, intentó que se reconocieran los derechos de los indígenas y además aprovechó su posición, como mujer del corregidor, para llevar a cabo numerosas obras de caridad.

De acuerdo con las crónicas de la época, en 1808 se produjo la invasión napoleónica de España, la cual tuvo como consecuencia el inicio de la guerra de la Independencia y la formación de las juntas de gobierno, ante la ausencia de Fernando VII. Las noticias llegadas de España en 1808 parece que iniciaron el movimiento independentista de México, ya que tras las primeras muestras de apoyo al rey comenzó a fraguarse en algunas mentes la idea de separarse totalmente de España. 

Tras un intento fallido del virrey para formar una junta de gobierno independiente se produjeron las primeras conspiraciones destinadas a acabar con el orden establecido. Miguel Domínguez, como corregidor, apoyó al virrey en su decisión de formar una Junta de gobierno, pero ante la imposibilidad de llevar estos planes a la práctica, se hizo partidario de los ideales independentistas, parece que a instancias de su mujer, que se convirtió en una firme colaboradora del movimiento.

Así, tras los primeros momentos de confusión, cada vez se hizo más claro para muchos, la necesidad de construir en México un Estado en el que imperaran los valores democráticos. Esto influyó notablemente en el matrimonio Domínguez, que abrió su casa a unas hipotéticas reuniones literarias, aunque en realidad se mantenían reuniones de carácter político, con posterioridad en ellas se tomarían decisiones para iniciar el movimiento revolucionario en la zona, bautizado tiempo después como la conspiración de Querétaro.

El 13 de septiembre de 1810 se informó al juez eclesiástico Rafael Gil de León, que se estaba preparando una conspiración en Querétaro para proclamar la independencia de México, puesto que se estaban almacenando armas en las casas de los simpatizantes del movimiento revolucionario. Rápidamente dicho juez informó al corregidor Domínguez para que interviniera en el asunto. 

Miguel Domínguez, aunque no participó de forma activa en las reuniones que se mantenían en su casa, conocía perfectamente a los implicados en la conspiración, pero fingiendo ignorar la situación, comenzó a realizar los registros que el juez le ordenaba. Tras informar a su esposa de que la conjura había sido descubierta por las autoridades españolas, decidió encerrarla en su habitación para evitar que informara a los implicados, en un intento de salvar a su familia y a él mismo de posibles represalias, puesto que eran conocidas tanto sus inclinaciones políticas como las de su mujer. Pero Josefa decidió intervenir y avisar a los revolucionarios ganándose, así, su lugar en la historia. De este modo elaboró una nota con letras impresas sacadas de periódicos; para evitar que se reconociera su propia caligrafía; y decidió enviársela al capitán Allende a través del alcaide Ignacio Pérez, el cual cabalgó en busca del capitán y al no encontrarle en San Miguel el Grande, entregó la misiva al padre Miguel Hidalgo.

Tras su detención, Josefa Ortiz de Domínguez fue conducida al convento de Santa Clara y su marido al de Santa Cruz, ambos situados en la ciudad de Querétaro. Miguel fue juzgado y destituido, pero fue liberado gracias a la intervención popular, puesto que durante los años que ejerció como corregidor había demostrado su apoyo a las clases más desfavorecidas, ya que con anterioridad, se había mostrado contrario a aplicar la medida propuesta por virrey, para sanear la economía y recaudar fondos, de poner en venta los bienes de las obras pías, instituciones benéficas que arrendaban tierras a bajo precio. 

Josefa, por su parte, fue trasladada a México D.F., en el año 1814 y fue recluida en esta ocasión en el convento de Santa Teresa. Tras celebrarse su juicio, fue declarada culpable de traición, a pesar de los intentos de su marido, que ejerció de abogado defensor. Los últimos años de cautiverio los pasó en el convento de Santa Catalina de Sena, considerado más estricto que los anteriores. 

Tras la proclamación de la Independencia, el 18 de mayo de 1822 Agustín Iturbide se proclamó emperador de México y ofreció a Josefa un puesto en su corte, para que fuera dama de honor de su esposa, Ana Duarte de Iturbide. Para Josefa esto fue del todo intolerable y renunció a ocupar el mencionado puesto, ya que pensaba que la constitución de un Imperio, era totalmente contraria a los ideales por los que se había luchado durante la guerra.

Falleció en México D.F., el 2 de marzo de 1829, a la edad de sesenta y un años. Sus restos fueron enterrados en el convento de Santa Catalina, aunque algún tiempo después fueron trasladados a Querétaro, donde reposan junto con los de su marido, en el Panteón de queretanos ilustres, en un mausoleo construido en su honor en 1847 en el antiguo huerto del convento de la Cruz.

Sirvan, pues, estas líneas para recordar a esta gran mujer en el marco, además, del mes Patrio. Es cuanto.
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PRONUNCIAMIENTO QUE PRESENTA EL DIPUTADO MARIO ALBERTO DÁVILA DELGADO CONJUNTAMENTE CON LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “LIC. FELIPE CALDERÓN HINOJOSA” DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL QUE AL CALCE FIRMAN, EN RELACION A LOS DESVÍOS DE RECURSOS PÚBLICOS EN EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
La necesidad primordial de cualquier administración pública sin importar el nivel de gobierno, será siempre la de satisfacer las necesidades de su población, esto siempre con la premisa de mantener una hacienda pública saneada, recurriendo de una manera responsable en primer lugar a sus fuentes ordinarias de ingresos, como los recaudados por las propias autoridades locales, participaciones en impuestos a nivel federal, derechos, productos y aprovechamientos, siendo solamente en los casos que los recursos sean insuficientes para cubrir las demandas de la entidad, conveniente la adquisición de créditos. 
Según expertos, el manejo de la deuda pública debe ser cauteloso, ya que si la política de endeudamiento excede las capacidades reales para cubrir el servicio de deuda, ya sea por la manera indiscriminada en que se recurre a créditos, se destine a inversiones no recuperables, a gasto corriente o ha pago de deuda, se comprometen en exceso los ingresos futuros, estableciendo de esta manera una carga a las futuras generaciones, ya que esto lleva a caer en un circulo vicioso de la deuda, desequilibrando indefinidamente la situación financiera de la entidad.  
Las deficiencias administrativas de nuestro Estado, han ido disminuyendo de una manera notable la aptitud del gobierno para dar solución a las necesidades que en forma cada ves mas apremiante demandan los ciudadanos, tal como se ha ido observando en los últimos tiempos en nuestra entidad con la desaparición de programas sociales, como la tarjeta del hogar, guarderías, uniformes escolares, etc., limitándolos solo a las áreas rurales, así como despidos totalmente fuera de la ley de algunos trabajadores del Estado, todo esto debido a la manera irresponsable en que se han utilizado los recursos públicos estatales, llevándolos a campañas electorales y a enriquecer a unos cuantos funcionarios y prestanombres, antes que destinarlos a cubrir las verdaderas necesidades de nuestro Estado.

Nuestro Grupo Parlamentario no se cansó de advertir la manera irresponsable en la que nuestro Estado estaba siendo endeudado y no se tomaron en cuenta la gravedad de las acusaciones, sino  hasta el momento en que las autoridades estatales no pudieron pagar la deuda y al verse exigidas por los acreedores, tuvieron que informar la deuda pública que asciende a 33 mil 867 millones de pesos, dejando endeudado a  Coahuila hasta por 30 años, siendo una deuda histórica y llevándonos a ser los mexicanos mas endeudados del País

Desde esta tribuna, solicitamos al Gobernador del Estado, Jorge Juan Torres López, para que dé a conocer  a detalle cuál fue el destino de los recursos de la deuda pública, asimismo, solicitamos se sancione a los responsables del enorme lastre que tendrán que llevar durante más de un cuarto de siglo, distintas generaciones de coahuilenses.

Por una Patria Ordenada y Generosa y más Digna para Todos.

Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional

“Lic. Felipe Calderón Hinojosa”

Saltillo, Coahuila., a 1 de septiembre de 2011
DIP. MARIO A. DAVILA DELGADO

DIP. RODRIGO RIVAS URBINA

     DIP. ESTHER QUINTANA  SALINAS

DIP. CARLOS U. ORTA CANALES          DIP.   JOSE MIGUEL BATARSE SILVA

PRONUNCIAMIENTO que presenta el Diputado Enrique Martínez y Morales conjuntamente con las diputadas y los diputados del Grupo Parlamentario “José María Morelos y Pavón” del Partido Revolucionario Institucional con respecto a la Soberanía Alimentaria que se está perdiendo en México.

Compañeras y compañeros diputados:

En los tiempos difíciles que nos han tocado vivir, el tema de la inseguridad ocupa los primeros lugares en la agenda pública. En diversos foros se ha sostenido que una solución sostenible en el tiempo, no se encuentra en la fuerza o en las armas. Son la educación, la reducción de las desigualdades sociales, la competitividad y el fortalecimiento de los valores los ejes donde debiera enfocarse la atención. La lamentable violencia que se vive no es sino el síntoma más perceptible de una enfermedad profunda, crónica, dolorosa. 

Mientras parte del discurso dominante se ocupa de cuánto debieran o no intervenir gobiernos extranjeros en las acciones contra la inseguridad en México, y el atentado contra nuestra soberanía que esto significaría, la patria se nos está yendo por otro lado: la alimentación. 

La alimentación es el motor del crecimiento de los pueblos. Al inicio de la era cristiana, éramos 200 millones de habitantes en el planeta. Mil años después, esta cifra sólo se incrementó en 100 millones más. Todavía en 1,750 no éramos más de 800 millones de seres humanos. Fue la revolución agrícola, que con cultivos de más rendimiento, mejores herramientas, uso eficiente del capital y utilización de fertilizantes, le arrancó la camisa de fuerza al crecimiento y posibilitó la aparición de la revolución industrial.

¿Cómo anda México al respecto? De acuerdo con cifras de la Confederación Nacional Campesina (CNC), nuestro país importa el 95% de la soya que consume, 74% del arroz, 42% del trigo y el 25% del maíz. En cifras globales, importamos más del 42% del total de los alimentos que consumimos. 

Desde 1996, posterior a una Cumbre Mundial de la Alimentación organizado por la Organización para la Alimentación y la Agricultura, la FAO, de Naciones Unidas, el término soberanía alimentaria se utiliza para destacar la posibilidad que tiene cada país para definir sus propias políticas agrarias y alimentarias. Importar alimentos presenta, al menos, una doble problemática: nos deja en una posición de vulnerabilidad ante los precios internacionales, los que no siempre podrán pagarse, y se desintegra el sector productivo agropecuario del país.

En una auditoría de desempeño que en 2008 realizó la Auditoría Superior de la Federación  a la SAGARPA, se señaló que el 75 por ciento de la tierra cultivable está en proceso de desertificación. De acuerdo con el Octavo Censo Agrícola, Ganadero y Forestal del INEGI, hay unas 7 y medio millones de hectáreas (una cuarta parte del total) que no se cultivan por diversas razones, entre las que destaca la ausencia de apoyos focalizados. ¿Cómo producir en estas circunstancias? 

El gran delincuente comienza siendo un pequeño delincuente. Quien infringe la ley para comer, rápidamente encontrará en su inobservancia, un modo de vida. Las cifras hablan de 20 millones de mexicanos en pobreza alimentaria. Si hablamos de mexicanos con algún grado de desnutrición, los números crecen hasta 40 millones, más de una tercera parte de la población.  

La violencia que se vive, sin duda, es lamentable. Pero, insisto: es sólo la cara más visible de una enfermedad que el país sufre en las entrañas.

¿Se quiere, en verdad, hacer algo? Parte de la solución al problema de inseguridad se encuentra en nuestro campo. Ahí también hay patria, ahí también debemos ser soberanos. 

Es cuanto. 

SALÓN DE SESIONES DEL H. CONGRESO DEL ESTADO

SALTILLO, COAHUILA A 1 DE SEPTIEMBRE DE 2011

DEL GRUPO PARLAMENTARIO “JOSÉ MARÍA MORELOS Y PAVÓN”

DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL

DIP. ENRIQUE MARTÍNEZ Y MORALES
Dip. Fernando Donato de las Fuentes 
Dip. Shamir Fernández Hernández


Hernández

Dip. Jessica Luz Agüero Martínez 
Dip. Juan Francisco González González

Dip. Hilda Esthela Flores Escalera
Dip. Rogelio Ramos Sánchez

Dip. Francisco Tobias Hernández 
Dip. Jesús Mario Flores Garza

Dip. Ignacio Segura Teniente 
Dip. Cristina Amezcua González 

Dip. Raúl Onofre  Contreras 
Dip. Ramiro Flores Morales

Dip. Salomón Juan Marcos Issa 
Dip. Jesús Salvador Hernández Vélez

Dip. Jaime Russek Fernández 
Dip. José Antonio Campos Ontiveros

Dip. Verónica Martínez García 
Dip. Verónica Boreque Martínez González

Dip. José Isabel Sepúlveda Elias
Dip. Osvelia Urueta Hernández

Dip. Javier Fernández Ortíz
Dip. José Manuel Villegas González

PRONUNCIAMIENTO QUE PRESENTA EL  DIPUTADO RODRIGO RIVAS URBINA, CONJUNTAMENTE CON LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMANETARIO “FELIPE CALDERÓN HINOJOSA”, DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL, QUE AL CALCE FIRMAN, EN RELACION AL CINISMO CON EL QUE ACTÚA HUMBERTO  MOREIRA.

La administración de Humberto Moreira como gobernador, se distinguió por llevar a cabo una serie de actos en la Administración Pública del Estado que indignaron a la sociedad como es el caso de la deuda pública y desafortunadamente, siguen apareciendo muchas irregularidades y posibles actos de corrupción, como ya lo acaban de exponer mis compañeros en sus puntos de acuerdo.

El día de hoy Coahuila es noticia a nivel nacional, con el penoso tema de que funcionarios del Estado con el objeto de solicitar créditos por 3 mil millones de pesos a los bancos para endeudar más al Gobierno del Estado, falsificaron documentos oficiales. 

Por lo cual los diputados de Acción Nacional presentamos una denuncia el pasado 30 de junio, sin embargo, hasta el día de hoy no se vislumbran avances en esa causa penal y lo que resulta más grave es que los coahuilenses desconocemos el destino de los recursos de la deuda.

También sabemos, que el día de hoy, Coahuila sufre un nivel de endeudamiento histórico, lo cual resulta contrastante con la administración anterior que señaló que dejo cero deuda al final de su mandato.

Es decir en cinco años, el Estado contrajo cantidades desproporcionadas y recientemente se aprobó el "Decreto por el que se autoriza al estado de Coahuila de Zaragoza a contratar empréstitos para ser destinados al refinanciamiento de la deuda pública estatal a su cargo que se indica, y a celebrar las demás operaciones financieras y actos jurídicos que se señalan", en el cual todavía se dan mayores facilidades para que el Gobierno del Etado adquiera deuda por casi 34 mil millones de pesos. 

Recientemente especialistas en materia financiera señalaron que las mentiras del Gobierno de Humberto Moreira sobre el monto real de la deuda de Coahuila le costarían al erario estatal al menos mil 300 millones de pesos al año por el pago de intereses.

Asimismo, luego de que Coahuila quebrantó la confianza de sus acreedores la Comisión Nacional Bancaria y de Valores (CNBV) redobló el paso para concluir, lo más pronto posible, las reglas para los créditos que otorgan las instituciones financieras a estados y municipios, así lo señaló Guillermo Babatz, presidente de dicha Comisión, además declaró que lo que sucedió en Coahuila tendrá un impacto importante sobre las reservas y el capital que los bancos tienen que hacer para créditos a estas entidades.

Es decir, las pillerías que han sucedido en Coahuila son resaltadas a nivel nacional y sirven para sentar las bases para que en un futuro no se vuelvan a cometer esta clase de atropellos en las finanzas de una entidad federativa.
Y así podríamos seguir enumerando infinidad de casos en los cuales ni siquiera se ha iniciado un procedimiento por parte de la Secretaría de l Función Pública del Estado, en un signo inequívoco que en Coahuila se vive épocas de total impunidad para los servidores públicos corruptos.
Y para colmo el 22 de agosto pasado, se publicó en medios de comunicación que el líder nacional del PRI, Humberto Moreira, rechazó que vaya a separarse del cargo como consecuencia de las acusaciones que le han hecho sobre el endeudamiento en el Estado de Coahuila,
sostuvo que los supuestos decretos falsos sobre la deuda del Estado de Coahuila se emitieron en marzo de este año, y que dejó el cargo de gobernador en enero, por lo que no tiene nada que ver.

Es impresionante el cinismo del Sr. Moreira, primero, reconoce que se falsificaron los decretos para solicitar más deuda y segundo se desentiende cuando todos sabemos que Javier Villarreal fue designado como titular del SATEC por el propio Moreira y ahora resulta que no sabía de sus pillerías, dudo que el Sr. Moreira desconocía las mañas de Javier Villarreal, pero aun dándole el beneficio de la duda es co responsable por haber designado a ese servidor público a un cargo tan importante.
Coahuila vive su peor época financiera en su historia y el señor Moreira tan campante.

Por una Patria Ordenada y Generosa y más Digna para Todos.

Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional

“Lic. Felipe Calderón Hinojosa”

Saltillo, Coahuila., a 1 de septiembre de 2011

DIP. RODRIGO RIVAS URBINA

DIP. ESTHER QUINTANA SALINAS              DIP. CARLOS ULISES ORTA CANALES

DIP. MARIO A. DAVILA DELGADO               DIP.   JOSE MIGUEL BATARSE SILVA





































� http://www.slideshare.net/gm5/la-sociedad-civil-antecedentes-remotos-presentation-729294


� CONSTITUCION POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, ARTÍCULO 7





� Los datos biográficos pertenecen a “Vida y Obra de Héroes y Heroínas”. Editorial Taurus. 





